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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá D.C., en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de la Segunda Fase de su "Plan de Auditoria Distrital – PAD 2003 - 2004", practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la gestión adelantada por la Administración Distrital en el manejo de los Cerros Orientales de Bogotá.

En efecto, la auditoría comprendió la evaluación de procedimientos administrativos, relacionados con las competencias que ejercen las autoridades ambientales del orden nacional, regional y local en el manejo del Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, así  como la oportunidad del control ambiental y  urbano, que deben adelantar las correspondientes entidades, al igual que las distintas decisiones adoptadas durante la existencia de la misma, que de una u otra manera han contravenido el fin perseguido con su declaratoria, así como todo lo relacionado con el cumplimiento de lo previsto en el Artículo 389 del Plan de Ordenamiento Territorial POT, sobre la expedición del Plan de Manejo de la Zona, como instrumento jurídico en el que se establezca todo lo relacionado con el régimen de uso y ocupación en los Cerros Orientales.

La labor señalada condujo a la verificación del cumplimiento de los principios del Sistema de Control Interno por parte de las Entidades competentes en relación con el asunto o materia de la auditoría, la eficacia de la gestión en el manejo del Área de la Reserva, la inversión presupuestal, así como la oportunidad en la imposición de las medidas y sanciones previstas en la normatividad ambiental y constructiva.  

Lo anterior, con el objeto de determinar la eficiencia y eficacia de la gestión llevada a cabo por la Administración Distrital en el Manejo de los Cerros Orientales de Bogotá, Zona declarada por el INDERENA como Área de la Reserva Forestal Protectora mediante el Acuerdo No. 30 de 1976, el cual fue aprobado por la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977, expedida por el Ministerio de Agricultura. 

En relación con el tema de los Cerros Orientales, es oportuno señalar, que el Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., mediante el Decreto Número 190 del 22 de Junio de 2004, compiló las disposiciones contenidas en los Decretos Distritales 619 de 2000 y 469 de 2003, el cual en el Capítulo 2, artículo 17, hace alusión a los Componentes de La Estructura Ecológica Principal, en el artículo 27, numeral 1.2., refiere  que los Cerros Orientales es una de las Piezas Rurales de la Estructura del territorio rural del Distrito Capital, que se diferencian por tener características relativamente heterogéneas a nivel socioeconómico y por constituir unidades geográficas de cerro, valle o ladera claramente identificables en el territorio.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo a las técnicas y las normas de auditoría establecidas por la Contraloría de Bogotá, D. C., compatibles con las de general aceptación.  Por lo tanto, requirió acorde con ellas, la planeación y ejecución del trabajo de manera que, el examen proporcione una base razonable para soportar los conceptos y la opinión expresada en el informe. El control incluyó, la verificación sobre la base de pruebas selectivas, de evidencias y documentos que soportan la gestión de la Administración en el manejo de los Cerros Orientales de Bogotá y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno en relación con el mencionado tema.

El análisis llevado a cabo tuvo en cuenta  los antecedentes de orden legal, técnico y presupuestal relativos al Área de la Reserva Forestal Protectora objeto de examen, respecto de los cuales se tuvo conocimiento gracias a la oportuna colaboración brindada por las distintas Entidades del orden nacional, regional y local que interactúan en su manejo, tales como el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Corporación Autónoma Regional, Alcaldía Mayor de Bogotá, Departamento Administrativo del Medio Ambiente, Alcaldías Locales con jurisdicción sobre los Cerros Orientales (Usaquén, Chapinero, Santa fe, San Cristóbal y Usme), Departamento Administrativo de Planeación Distrital, Secretaría de Hacienda Distrital y Departamento Administrativo de Catastro Distrital.

En desarrollo del proceso auditor se pudo evidenciar que no existe conciencia ambiental, como quiera que al área la acechan problemas claramente determinados como lo son: El de la pobreza, el de la riqueza y la falta de una política de Estado que permita la defensa del interés general sobre el particular y que haga realidad el cumplimiento del fin social de la propiedad, previsto en el Artículo 58 Constitucional.

En efecto, la gente pobre tiene que ver como sobrevive ante la falta de oferta de soluciones de vivienda a las cuales todos puedan acceder y por lo mismo, no tienen tiempo para pensar en medio ambiente, lo que se traduce en que la pobreza también es un serio problema ambiental.

Por otro lado, está la riqueza, donde los propietarios de tierras tienen como principal objetivo la ganancia, olvidándose que los Cerros Orientales constituyen el ecosistema estratégico de mayor importancia para la ciudad, son referente físico de identidad de la ciudad y como tal son patrimonio público cuya sostenibilidad redunda en la región y sus habitantes, toda vez que se trata de la vida presente y de las generaciones futuras. 

1  HECHOS RELEVANTES

Como hechos relevantes del período auditado este informe hace relación a la situación que en la actualidad presentan los Cerros Orientales, el marco legal aplicable y las  actuaciones de las diferentes autoridades que de una u otra forma han incidido  en la degradación que hoy presenta el Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá.

1.1 MARCO LEGAL APLICABLE  EN MATERIA  DEL AREA DE LA RESERVA FORESTAL PROTECTORA DENOMINADA BOSQUE ORIENTAL DE  BOGOTA

Seguidamente, se hace relación a las principales disposiciones legales que regulan el asunto o materia objeto de la auditoría, desde el punto de vista ambiental y de Planeación Urbana u Ordenamiento Territorial, en los siguientes términos:

Disposiciones de Orden  Ambiental.

En primer lugar es oportuno señalar, que de conformidad con lo normado en el Artículo 206 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente, se denomina área de reserva forestal la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización  racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras protectoras.

A su vez el Artículo 204 del mismo Código señala que se entiende por Área Forestal Protectora, la zona que debe ser conservada permanentemente con bosques naturales o artificiales, para proteger estos mismos recursos u otros naturales renovables.

En efecto, los únicos casos en que es posible permitir construcciones en las áreas de reserva forestal protectora están regulados en los artículos 208 y 210:

Es así como el Artículo 208 dispone:

“La construcción de obras de infraestructura, como vías, embalses, represas o edificaciones y la realización de actividades económicas dentro de las áreas de reserva forestal, requerirán de licencia previa.

La licencia solo se otorgará cuando se haya comprobado que la ejecución de las obras y el ejercicio de las actividades no atenta contra la conservación de los recursos naturales renovables del área.”

Igualmente el Artículo 210 señala:

“Si en un área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquiera otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva.

También se podrán sustraer de la reserva forestal los predios cuyos propietarios demuestren que sus suelos pueden ser utilizados en explotación diferente de la forestal, siempre que no se perjudique la función protectora de la reserva.”

Declaratoria de los Cerros Orientales de Bogotá como Área de Reserva Forestal Protectora.

Una vez conocida la fuente normativa del concepto de área de reserva forestal protectora, es procedente hacer referencia a aquellas disposiciones legales  mediante las cuales se les dio a los Cerros Orientales la precitada categoría de protección especial, en aras de su conservación.

Al respecto, es oportuno señalar que el Decreto Ley 133 del 26 de Enero de 1976, estableció que el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables, INDERENA, como entidad vinculada al Ministerio de Agricultura, tendría a su cargo la protección del ambiente y la administración, conservación y manejo de los recursos naturales renovables en todo el territorio nacional. (art. 38)

Así mismo, mediante el Decreto No. 877 del 10 de Mayo de 1976, el Ministerio de Agricultura, señaló prioridades referentes a los diversos usos del recurso forestal, a su aprovechamiento y al otorgamiento de permisos y concesiones. Normativa que trata principalmente del recurso forestal, sin especificar el tratamiento para las Reservas Forestales Protectoras, ya que solamente señala cuáles se consideran como tal y en el Artículo 2º establece que en las Areas de Reserva Forestal solo podrá permitirse el aprovechamiento persistente de los bosques, por el cual ha de entenderse en los términos del Artículo 213 del Decreto Ley 2811 de 1974, el que se realiza “con la obligación de conservar el rendimiento normal del bosque con técnicas silvícolas que permitan la renovación del recurso”. Lo que da cuenta que el Decreto se refiere al manejo forestal en las reservas, mas no al uso en ellas.

En ejercicio de la competencia asignada, la Junta Directiva del INDERENA, mediante el Acuerdo No. 30 del 30 de septiembre de 1976, declaró como Área de Reserva Forestal Protectora a la Zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, ubicada en la Jurisdicción del Distrito Especial de Bogotá y comprendida dentro de los siguientes linderos:

“Por el Oriente: Partiendo del Boquerón de Chipaque en la intersección con la carretera del Oriente, continúa en línea recta hasta el punto geodésico. Cox, 352 y siguiendo en dirección noreste por la divisoria de aguas hasta el Alto de las Mirlas; de allí por la cuchilla hasta el Alto de la Horqueta; siguiendo la misma divisoria en dirección Noreste, pasando por el Alto de la Cruz Verde, Alto del buitre, El Cerro de Plazuelas y el Alto de los Tunjos. Siguiendo la misma divisoria al Sur de la Laguna de Verjón en dirección Oriente hasta el Morro de Mataredonda; de allí siguiendo en dirección Norte por la divisoria de aguas a través del Alto de la Bolsa, Alto del Rejo, Alto de la Cruz, hasta el Alto del Sarnoso. Desde este punto, en dirección Occidente en línea recta hasta el nacimiento de la quebrada Turín y por éste aguas abajo hasta la confluencia de la Quebrada Carrizal siguiendo ésta aguas arriba hasta su nacimiento, de donde se sigue en línea recta en dirección Noreste hasta el Alto de Piedra Ballena; siguiendo la divisoria hacia el Norte hasta el punto geodésico “Piedras” y de allí por la misma divisoria hasta el nacimiento de la Quebrada El Chicó luego a la cumbre del Cerro La Moya y en línea recta hasta el sitio Los Patios “Intersección con la carretera Bogotá La Calera); luego sigue por la misma divisoria de aguas, en dirección Norte hasta la Estación La cuchilla, del cable aéreo de Cementos Samper, de allí se sigue al Norte hasta el Alto de Serrezuelita, continuando a los Cerros de Cañada Moreno, los Cerros de La cumbre y siguiendo hacia el Norte por la Divisoria hasta el Alto de Pan de Azúcar en el Punto Geodésico “Pan”.

Por el Norte: Partiendo del punto Geodésico “Pan” tomando en dirección Noreste hacia la Cima de la Lomita de Torca hasta interceptar la Carretera Central del Norte (Alto de Torca).

Por el Occidente: Partiendo del punto Alto de Torca, en la carretera Central del Norte se continúa por esta vía hacia el sur, hasta la calle 193, se sigue por la prolongación de esta calle en dirección Este hasta encontrar el perímetro sanitario en la Cota 2.700 metros; se continua por esta Cota en Dirección general Sur hasta el límite Norte del Barrio El Paraíso, (corresponde a los planos 223/4-1 y 223/4-2 regularizado por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital) bordeando este Barrio por el Oriente, se continua por la misma curva de nivel (2.700 metros) hasta encontrar el Paseo Bolívar (Carretera de Circunvalación); se sigue por dicho Paseo en dirección Este hasta encontrar  la calle 9ª. Sur, por esta vía se continua hasta la curva de nivel 2750 metros se sigue por esta Cota, en dirección Sur hasta la calle 15 Sur, por esta vía hacia el Sureste, hasta encontrar la curva de nivel 2.850; se sigue por esta Cota hasta encontrar la Quebrada Ramajal, por esta Quebrada, aguas arriba, hasta encontrar la curva de nivel 2.920 metros en el Barrio Los Alpes, se continua por esta curva hasta encontrar el lindero Norte de la propiedad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado en dicho Barrio, por este lindero hasta donde la curva de nivel 2900 metros la corta, se sigue en línea recta, hasta el punto de intersección de la curva de nivel 3100 metros con la prolongación del lindero Sur de la mencionada propiedad (Tanque de los Alpes), se continua por dicha curva de nivel hacia el sur hasta encontrar el divorcio de aguas del boquerón de Chipaque, se sigue por esta divisoria de aguas en dirección Oeste hasta su intersección con la Carretera de Oriente, punto de partida.”

De igual manera, la mencionada Junta Directiva, mediante el Acuerdo en cita, delegó en la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá y de los Valles de Ubaté y Chiquinquirá –CAR- las funciones que le competían al INDERENA en la administración y manejo de las áreas de reserva forestal a que se refiere dicho Acuerdo. Señalando de manera expresa que en ejercicio de las funciones delegadas, la CAR es la competente para imponer las sanciones allí señaladas y recaudar su monto.

Posteriormente el Ministerio de Agricultura, mediante la Resolución Número 76 del 30 de Marzo de 1977, aprobó el precitado Acuerdo y autorizó la delegación de funciones allí contenida a la CAR.

Lo anterior, como quiera que la Ley 3 de 1961 que creó la CAR, le asignó entre otras funciones la de promover y encauzar el desarrollo económico de la región, comprendida bajo su jurisdicción, atendiendo la conservación, defensa, coordinación y administración de todos sus recursos naturales.

Así mismo, la Ley 62 de 1983 modificó la Ley 3 de 1961 y estableció para la CAR  la función de “administrar y proteger los recursos naturales renovables para lo que se le otorgan funciones policivas”.

En ejercicio de la competencia asignada a la CAR, expidió el Acuerdo 53 de 1981, mediante el cual estableció el reglamento de aprovechamiento forestales para la región de su competencia, y señala que la Corporación, a través del Director Ejecutivo, expedirá planes de manejo para las áreas de reserva forestal creadas por la Junta Directiva de la CAR. 

Como quiera que la CAR no creó la Reserva Forestal de los Cerros Orientales, no generó tampoco un Plan de Manejo, no obstante seis años después, mediante el precitado Acuerdo, expidió la zonificación y reglamentación de los Cerros Orientales de Bogotá.

El citado Acuerdo buscaba la protección ambiental y paisajística y no solamente el manejo silvicultural. Además de la zona de conservación forestal allí previstas, incluía zonas de transición y zonas urbanas no desarrolladas, con el fin de facilitar el manejo, atendiendo las diversas formas de ocupación existentes en el lugar.

No obstante lo anterior, este Acuerdo fue derogado mediante el Acuerdo 38 de 1990, por considerar que el sector era mayor al comprendido en la Resolución 76 de 1977, y en atención a que permitía el desarrollo de actividades diferentes de la forestal, en oposición al Decreto 877 de 1976.

En tanto que ocurría la derogatoria del Acuerdo 59 de 1987, expedido por la CAR, el Concejo de Bogotá, en cumplimiento a la obligación impuesta por la Ley 9 de 1989, profirió el Acuerdo 6 de 1990, “Por medio del cual se adopta el Estatuto para el ordenamiento físico del Distrito Especial de Bogotá, y se dictan otras disposiciones”.

Este Acuerdo definió las Zonas de Preservación del Sistema Orográfico
, como aquellas áreas en las que es necesario proteger y conservar los elementos naturales de la orografía Distrital existente; zonas en las que se incluyen los Cerros Orientales, los de Suba, los de Juan Rey y Guacamayas y consideró la forma suburbana como una transición en el tiempo, no en el espacio, de lo rural a lo urbano.

Dicho tratamiento contenía una serie de disposiciones sobre los propósitos de conservación, el manejo de las actividades agropecuarias y las formas y procedimientos para los desarrollos suburbanos y urbanos. En la práctica, su principal consecuencia fueron los tratamientos de incorporación y legalización dentro de la concebida franja suburbana de transición, que permitieron incluir, respectivamente, nuevos proyectos de desarrollo urbano o desarrollos informales existentes, dentro del perímetro urbano legal.
Posteriormente se expiden los Decretos 318, 319 y 320 de 1992, reglamentarios del Acuerdo 6 de 1990, a través de los cuales se adoptan los Planes de Ordenamiento Físico de los Bordes Norte, Occidental, Oriental y Sur del Distrito, los cuales permitían en las áreas suburbanas, densidades de 4 viviendas por Hectárea.
El Distrito Capital continúo reglamentando sobre la base de una franja suburbana de transición y mediante los Acuerdos 31 y 02 de 1996, se adoptaron los Planes de Ordenamiento Físico de los Bordes Norte, Nororiental y Suroriental, respectivamente, derogan las normas urbanísticas anteriores sobre las áreas objeto de aplicación de los mismos, y aunque siguen los criterios de planificación del Acuerdo 6 de 1990, permiten entre 4 y 80 viviendas por Hectárea, según sea la zona norte o sur del área suburbana de los Cerros. 

El área restante de los Cerros, catalogada como rural, queda en un limbo jurídico al no estar cobijada por ninguno de los Decretos Reglamentarios o Acuerdos expedidos en el marco del Plan de Ordenamiento Físico del Distrito.
La operación de los niveles de zonificación y de prelación no funcionaron, en la forma como estaba planteado, dada la permisividad de desarrollos urbanos sobre estas áreas.

Hasta la expedición del Decreto 619 de 2000, “Por el cual se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá”, transcurrió una década durante la cual la norma ambiental y la urbanística estaban en clara contradicción, ya que no se limita al uso forestal que la Resolución 76 buscaba.
Durante este lapso, esto es, en el marco del Acuerdo 6 de 1990 y sus Decretos Reglamentarios, Bogotá realizó 21 incorporaciones de predios pertenecientes a los Cerros al área urbana, 11 de ellas acogiéndose al régimen de transición del POT, en relación con las cuales el DAPD aduce que fueron sujetas a la sustracción de la Reserva por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, respecto de lo cual no ha habido tal pronunciamiento.

Así mismo, los Acuerdos 7 de 1979 y 06 de 1990, constituyen el fundamento jurídico a partir de la cual se iniciaron los procesos de legalización de  asentamientos de origen ilegal en los Cerros. 

La ocupación de estos desarrollos asciende a 334 Hectáreas. Según información del DAPD, existen otras ocupaciones en el borde con uso institucional o dotacional, algunas producidas hace más de 30 años.
Por otra parte, la Ley 99 de 1993, en su artículo 61, declara lo siguiente: “la sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria  será la agropecuaria y forestal”, lo que significa, que con su expedición se autoriza no sólo el uso forestal a que hace relación la Resolución 76 de 1977, sino el agropecuario.

Es oportuno precisar, que en 1999 en la concertación llevada a cabo para efectos de la adopción del POT del Distrito Capital, la CAR, sus intervinientes se vieron abocados a reconocer que en el Área Reserva Forestal Protectora existen sectores urbanos legales, al igual que otros procesos informales o tradicionales de ocupación y alteración sobre extensas porciones de la misma, contrariando en ambos casos el fin perseguido con su declaratoria.

La situación antes descrita, condujo aun cuando el daño  ya estaba causado a admitir la necesidad de que los Cerros Orientales cuenten con una norma clara y unificada para su protección, que recoja las distintas competencias institucionales, en virtud de lo cual, se señaló de manera expresa en el artículo 389 del Decreto 619 de 2000, lo siguiente:(REVISAR LO CONCERTADO EN EL POT – DEC 619 DE 2000)

“Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales (Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura) se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional CAR) para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17 de este Plan.”.
Para llevar a cabo dicha tarea, el Alcalde Mayor delegó en el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA y en el Departamento Administrativo de Planeación Distrital DAPD la concertación del citado Plan, para que junto con la CAR  y El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, se conformara la Comisión de Cerros Orientales, encargada de producir el correspondiente Plan de Ordenamiento y Manejo de los mismos, el cual a la fecha no ha sido adoptado.
En relación con el tema de los Cerros Orientales, al cual hace relación el Decreto 619 de 2000, es oportuno señalar que el Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., mediante el Decreto Número 190 del 22 de Junio de 2004, compiló las disposiciones contenidas en los Decretos Distritales 619 de 2000 y 469 de 2003, el cual en el Capítulo 2, artículo 17, hace alusión a los Componentes de La Estructura Ecológica Principal, en el artículo 27, numeral 1.2., refiere a que los Cerros Orientales es una de las Piezas Rurales de la Estructura del territorio rural del Distrito Capital, que se diferencian por tener características relativamente heterogéneas a nivel socioeconómico y por constituir unidades geográficas de cerro, valle o ladera claramente identificables en el territorio.

Por su parte el artículo 66 ibidem, relativo a la Sostenibilidad Ambiental, señala que este programa se estructura desarrollando los contenidos de ordenamiento territorial de cada uno de los subprogramas del Plan de Gestión Ambiental del Distrito y articula los nueve allí relacionados, dentro de los que se encuentra el denominado Ecosistemas Estratégicos y Biodiversidad, en el que está previsto lo atinente al Plan de Manejo de los Cerros, promulgación e implementación de las acciones propuestas.

De igual manera, es necesario señalar que el contenido del artículo 389 del Decreto 619 de 2000 a que anteriormente se hizo alusión, fue compilado en el artículo 399 del Decreto 190 del 22 de Junio de 2004.    

En efecto, hoy según lo dispuesto en el artículo 81 del precitado Decreto, relativo a la Clasificación del Sistema de Áreas Protegidas (artículo 15 del Decreto 619 de 2000, modificado por el artículo 79 del Decreto 469 de 2003), dispone que los componentes del Sistema de Áreas Protegidas del Distrito Capital se clasifican en:

1. Áreas Protegidas del orden Nacional y Regional: Según las categorías declaradas conforme a las normas vigentes.

2. Áreas protegidas del orden Distrital:

a. Santuario Distrital de Fauna y Flora

b. Área Forestal Distrital

c. Parque Ecológico Distrital

A su turno en el artículo 84 hace relación a las Áreas Protegidas del Orden Regional y Nacional dentro del territorio Distrital (artículo 17 del Decreto 619 de 2000), señala que las áreas protegidas declaradas por los órdenes regional o nacional, hacen parte del Sistema de Areas Protegidas del Distrito capital, para efectos de planificación e inversión, acogiendo el régimen de usos, planes de manejo y reglamentos específicos establecidos para cada una por la autoridad ambiental competente.

En igual forma la norma en cita señala las áreas protegidas del orden nacional y regional, definidas dentro del territorio distrital, dentro de las cuales se encuentra el Área de Reserva Forestal, objeto de esta Auditoría, así:

1. Área de Manejo Especial Sierra Morena – Ciudad Bolívar.

2. Área de Manejo Especial Urbana Alta.

3. Área de Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá.

4. Parque Nacional Natural del Sumapaz.  

Como se observa, el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, adoptado por el alcalde Mayor mediante Decreto 619 del 28 de Julio de 2000, establece una Estructura Ecológica Principal, de la cual hacen parte los Cerros Orientales, cuya finalidad es la conservación y recuperación de los recursos naturales, como la biodiversidad, agua, el aire y, en general, del ambiente deseable para el hombre, la fauna y la flora.

La reserva forestal protectora de los Cerros Orientales hace parte del Sistema de Areas Protegidas del Distrito; en efecto, de acuerdo con el artículo 90 del POT el suelo de protección “es una categoría de suelo constituido por las zonas y áreas de terrenos (...) que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenaza y riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos, tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.
1.1.2 Normas En Materia de Planeacion Urbana Ordenamiento Territorial Aplicables. 

A continuación, se procede a hacer referencia a las normas nacionales y distritales en materia de planeación urbana vigentes en el periodo reciente, así:

1.1.2.1  Del Orden Nacional

La Ley 9ª de 1989, que en su artículo 1º establecía la obligación para los municipios y el Distrito Especial de Bogotá de formular un Plan de Desarrollo de conformidad con la política nacional y departamental, las técnicas modernas de planeación urbana y con base en la coordinación del desarrollo urbano regional, que según su artículo 2º, entre otros aspectos debía incluir:

Numeral 5. La asignación en las áreas urbanas de actividades, tratamientos y prioridades para desarrollar los terrenos no urbanizados, construir los inmuebles no construidos, conservar edificaciones y zonas de interés histórico, arquitectónico y ambiental, reservar zonas para la protección del medio ambiente y de la ecología...

La Ley 388 de 1997, actualmente vigente, que establece que los municipios y distritos deberán adoptar el Plan de Ordenamiento Territorial, concebido como el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal, que entre otros elementos deberá contener:

“2.2. El señalamiento de las áreas de reserva y medidas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y la defensa del paisaje, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y el Código de los Recursos Naturales , así como las áreas de conservación y protección del patrimonio histórico, cultural y arquitectónico”.

El artículo 10º de la misma ley establece como determinantes de los planes de ordenamiento territorial municipal “ ... 

a. Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus facultades legales, por las entidades del Sistema Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo con la ley 99 de 1993 y el Código de los Recursos Naturales, tales como las limitaciones derivadas del estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y las regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a sus aspectos ambientales” y 

“b. Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso  y manejo del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras; las disposiciones producidas  por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, en cuanto a la reserva, alinderamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación  de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción; y la directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica”.

La Ley 99 de 1993 en su artículo 61 declaró “... la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional”.

De igual manera, el artículo 8º de la Ley 388 de 1997 señala que “La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas, entre otras:

29. Localizar y señalar las características de la infraestructura        para el transporte, los servicios públicos domiciliarios...

36. dirigir y realizar la ejecución de obras de infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos públicos, directamente por la entidad pública o por entidades mixtas o privadas, de conformidad con las leyes.

38. Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines de conservación y recuperación paisajística.

39. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental para el municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su protección y manejo adecuados.

41. (...)

PARAGRAFO.- Las acciones urbanísticas aquí previstas deberán estar contenidas o autorizadas en los planes de ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen o complementen, en los términos previstos en la presente ley.

1.1.2.2  Del Orden Distrital 

Con fundamento en  la Ley 9ª de 1989 el Concejo Capitalino expidió, en primer lugar, el Acuerdo 6 de 1990, “Por medio del cual se adopta el Estatuto para el Ordenamiento Físico del Distrito Especial de Bogotá, y se dictan otras disposiciones, (Título II, Capítulo X, art. 153, Capítulo VI Título III, Capítulo VII y IX del Título II, Capítulo V del Título VIII). Estatuto que definió, con un orden prevalente, como política de desarrollo urbano del Distrito:

2º Conservación y rehabilitación de los elementos naturales que conforman los recursos ecológicos y ambientales de la ciudad, en particular los siguientes, en concordancia con las definiciones científicas sobre el particular y con sujeción a la normatividad nacional: 


a. El sistema hidrográfico ...

b. El medio aéreo y ...

h. El espacio aéreo y ...

i. El sistema montañoso de la capital (Cerros Orientales, Sur-Orientales, Sur-Occidentales y los Cerros de Suba y la Conejera); sus fuentes de agua, su vegetación, sus suelos y las características de los mismos

j. (...) 

En desarrollo de estas políticas, el Acuerdo 6 declaró esta zona como integrante del Nivel 1 de Zonificación, que equivale a aquellas destinadas a usos colectivos o afines de protección, que por regla general no podían ser objeto de procesos de urbanización ni de construcción y específicamente a los Cerros Orientales le asignó de manera general el tratamiento de preservación del sistema orográfico.

Acuerdo 31 de 1996, “Por el cual se adopta el Plan de Ordenamiento Físico del borde Norte y Oriental de la ciudad de Santa Fe de Bogotá.”

Acuerdo 02 de 1997, “Por el cual se adopta el Plan de Ordenamiento Físico del Borde Sur Oriental de la ciudad de Santa Fe de Bogotá.”

Los precitados Acuerdos, adicionalmente les asignaron  a los Cerros el tratamiento de conservación paisajística.

Acuerdo 19 de 1996, “Por el cual se adopta el Estatuto de Protección Ambiental del Distrito Capital.”

Posteriormente el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, adoptado por el Alcalde Mayor mediante Decreto 619 del 28 de Julio de 2000 establece una Estructura Ecológica Principal, de la cual, como se dijo anteriormente, hacen parte los Cerros Orientales, cuya finalidad es la conservación y recuperación de los recursos naturales, como la biodiversidad, el agua, el aire y, en general, del ambiente deseable para el hombre, la fauna y la flora.

La reserva forestal protectora de los Cerros Orientales hace parte del Sistema de Areas Protegidas del Distrito Capital, cuyo concepto y fin es el señalado en el artículo 90 del POT.  

Ninguna disposición del Plan de Ordenamiento de Bogotá autoriza la extensión o instalación de infraestructuras de distribución o suministro de energía en el suelo de protección ubicado en zonas rurales, como es el caso de la Reserva Forestal de los Cerros Orientales, de manera tal que, conforme a lo dispuesto por el artículo 8º de la ley 388 de 1997 las entidades distritales, oficiales, mixtas o privadas, no pueden localizar o ejecutar obras de infraestructura que no estén autorizadas en dicho Plan.

El artículo 389 sobre Sistemas Generales en el suelo rural señala lo siguiente:

Ordenamiento de los Cerros Orientales. “Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales (Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura) se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma regional CAR para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 17 de este Plan”.

En efecto, los Cerros Orientales, son el área delimitada en el artículo 1º de la Resolución 76 de 1977 como Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, a la cual hace referencia el artículo 389 del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital y que se ubica en su totalidad en territorio de Bogotá.

1.1.2.3  Operadores de las Normas en Materia Urbanística y Constructiva    

Curadurías Urbanas 

La figura del Notario Urbano  fue introducida por el Ministerio de Desarrollo Económico en el proyecto de ley 95/95 que sustenta la Ley 388 de 1997. No obstante lo anterior, su creación se anticipó a la expedición de la Ley, dado que la Presidencia de la República de la época creó la figura del Curador Urbano mediante el Decreto Ley 2150 de 1995 (Decreto Antitrámites), norma que dispuso que en las ciudades mayores a cien mil habitantes, las licencias serían otorgadas por éste, quien tendría su propia infraestructura privada, honorarios regulados por un decreto reglamentario y respondería ante el municipio por las fallas que cometiera.

Con su creación se buscaba eficiencia con una figura análoga a la de los notarios. Se pretendió la delegación de una función pública en particulares, con el fin de que estos entes privados asumieran la función pública de expedir las licencias de urbanismo y de construcción.

El fundamento constitucional del ejercicio de funciones administrativas por parte de los particulares lo constituye el artículo 210, que prescribe que los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley. Es así como la Ley 489 de 1998 precisa las condiciones, los requisitos y los procedimientos para conferirlas e indica que si bien ciertas funciones administrativas son atribuibles a los particulares, “el control, la vigilancia y la orientación de la función administrativa corresponderá en todo momento, dentro del marco legal a la autoridad o entidad pública titular de la función”  (art. 110). 

La proliferación normativa, la no determinación del alcance de las normas de ordenamiento urbanístico y constructivo de manera clara y precisa, por carecer del mayor grado de detalle, propician la inobservancia de la ley.

En efecto, mientras no se cuente con un desarrollo normativo en la materia que en su aplicación no de lugar al planteamiento de diferentes criterios, no podrá hablarse de la existencia de reglas de juego claras que permitan la transparencia, las cuales son requeridas, dada la separación que hoy existe entre la planeación de la ciudad con su correspondiente desarrollo normativo (oficinas de planeación), y de la aplicación de la norma (curadurías urbanas). Sin duda, las normas claramente definidas, permiten la toma de decisiones de manera acertada, sin tener que recurrir a conceptos discrecionales con los cuales se aprueba unas veces, lo que en otras se niega.  

Fue así como el gobierno nacional consideró necesario expedir una reglamentación que armonizara las modificaciones introducidas por la Ley 400 de 1997 con las disposiciones de la Ley 388 de 1997, en lo relativo a las licencias, sanciones urbanísticas y los curadores urbanos, para lo cual expidió el Decreto 1052 del 10 de junio de 1998.

Lo anterior, en razón a que con antelación el Gobierno Nacional había expedido el Decreto 2111 de 1997, por el cual se reglamentó la materia de las licencias de construcción y urbanismo, así como el régimen de los curadores urbanos, algunos de cuyos aspectos a su vez fueron modificados por la Ley 400 de 1997.

En efecto, de conformidad con el citado Decreto, la Licencia es el acto por el cual se autoriza a solicitud del interesado la adecuación de terrenos o la realización de obras, lo que denota que las licencias podrán ser de urbanismo o de construcción, previendo de una y otra clase, diferentes modalidades.
Es oportuno señalar que de conformidad con el artículo 5º ibidem, para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación o demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de expansión urbana y rural, se requiere la licencia correspondiente expedida por la persona o autoridad competente antes de la iniciación.

Precisa la norma en cita que igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento.

En relación con la competencia para el estudio, trámite y expedición de licencias, se dispuso que estuviera en cabeza de los curadores urbanos.

De otra parte, señala la citada norma que podrán ser titulares de licencias los titulares de derechos reales principales, los poseedores, los propietarios del derecho de dominio a título de Fiducia y los fideicomitentes de las mismas fiducias, de los inmuebles objeto de la solicitud.

Según lo previsto en el artículo 18 del Decreto en cita, los curadores cuentan con un término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para pronunciarse sobre las solicitudes de licencia, el cual podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo. Al respecto, es importante acotar que si vencidos los plazos sin que las autoridades se hubieren pronunciado, opera el silencio administrativo positivo, por disposición expresa de la norma, y en consecuencia, las solicitudes de licencia se entenderán aprobadas en los términos solicitados.

Naturaleza Jurídica de la función del Curador Urbano

El Capítulo III del Decreto en comento, señala que el curador urbano es un particular encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de urbanismo o de construcción, a petición del interesado en adelantar proyectos de urbanización o de edificación, en las zonas o áreas del municipio o distrito que la administración municipal o distrital le haya determinado como de su jurisdicción.

Como se observa, el curador urbano ejerce una Función Pública para la verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito o municipio, a través de licencias de urbanización y construcción.

No obstante lo anterior, la ley no los faculta para interpretar las normas en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en la normativa urbanística, competencia asignada de manera expresa a las autoridades de planeación del distrito, quienes emitirán sus conceptos mediante circulares que tendrán el carácter de doctrina aplicable a casos similares y dentro de os términos que fija el C.C.A.
De la designación del Curador Urbano, Jurisdicción y Régimen Disciplinario

Para el caso del Distrito Capital, el alcalde Distrital designará a los curadores urbanos para períodos individuales de cinco (5) años, previo concurso de méritos –reglamentado por el gobierno nacional- a quienes figuren en la lista de elegibles, en estricto orden de calificación,  al término del cual y previo concurso de méritos, podrán ser designados nuevamente para el mismo cargo y el ámbito espacial sobre el cual puede actuar la curaduría urbana, esto es la jurisdicción asignada comprende la totalidad del territorio del Distrito Capital.

El poder disciplinario preferente está asignado a la Procuraduría General de la Nación, pero los curadores urbanos están sujetos igualmente al proceso disciplinario que pueda ordenar seguir el alcalde a la Oficina de Control Interno o al funcionario que para el efecto designe, siéndole aplicable el régimen disciplinario en el ejercicio de sus funciones públicas, hoy previsto en la Ley 734 de 2000, “Por la cual se expidió el Código Único Disciplinario”.

El régimen de inhabilidades para ser designado curador urbano, así como las incompatibilidades del ejercicio de la curaduría urbana y los impedimentos para su ejercicio, están previstos en los artículos 44, 45 y 50, respectivamente, del mencionado Decreto. No obstante la Ley 810 de 2003 estableció que se deben reglamentar las curadurías por ley, la cual determinará entre otros aspectos, el régimen aplicable a que se ha hecho alusión, además de los impedimentos para el ejercicio del cargo, aplicables a los integrantes del grupo interdisciplinario de apoyo.

Luego mientras la ley no expida para los curadores urbanos un régimen disciplinario específico, es procedente aplicarles en lo pertinente la Ley 734 de 2001, limitando su aplicación únicamente en relación con las actuaciones o conductas directamente vinculadas al ejercicio de sus funciones públicas, tal como lo ha precisado la Corte Constitucional en sentencia C- 181 de 2003.

Según la citada sentencia, la circunstancia de que se asigne a los particulares el ejercicio de funciones públicas no modifica su Estatus de particulares ni los convierte -por ese hecho- en servidores públicos. No obstante lo cual  su responsabilidad no sólo está regulada por el artículo 6º de la Constitución Política, sino también por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.     

Expensas por los trámites de las Curadurías

El curador urbano es un particular que ejerce en forma independiente la función pública por un interés propio y a su propio riesgo y beneficio. Esta función pública se confía a los particulares para que la asuman voluntariamente, como actividad profesional exclusiva.

Por la expedición de licencias de urbanismo o de construcción, los usuarios pagan de acuerdo con estas tarifas fijadas por el gobierno nacional como retribución a la función que ejercen los curadores. Recursos que tienen una destinación específica, como es la de cubrir la remuneración profesional del curador y costear y mantener el servicio, dejando la ley a la discrecionalidad del curador el manejo de tales recursos, lo cual se enmarca en la autonomía que le otorga la ley para el ejercicio de sus funciones.

Las expensas que se pagan por los trámites, se identifica con la noción de tasa, entendida como la contraprestación que exige el Estado como estipendio de unos servicios. 

Tales retribuciones no constituyen fondos públicos porque la ley no les otorga este carácter, ni ingresan al presupuesto nacional, y por consiguiente no hacen parte de los bienes o fondos de la Nación.

Con el ánimo de conocer si en la actualidad el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial ha adelantado estudios tendientes a la revisión de las actuales tarifas autorizadas por el gobierno, se ofició a esta Entidad, a lo cual no dio respuesta alguna.

Aspectos Tributarios a Cargo de los Curadores

Los aspectos mínimos que el Curador Urbano deberá observar son los siguientes:

a. Informar a la DIAN sobre su condición de responsables del impuesto a las ventas del Régimen Común o del Régimen Simplificado. El RUT registra la información de los impuestos de renta, ventas y agentes de retención de impuestos.

b. De conformidad con los artículos 615 del Estatuto Tributario y 5º del Decreto 1165 de 1996, tienen la obligación de expedir facturas por los servicios que presten.

c. Los curadores urbanos que por sus ingresos o patrimonio del año anterior pertenecen al régimen común del impuesto a las ventas IVA, están obligados a cobrar y retener el impuesto por la prestación de sus servicios a la tarifa del 16% (art. 447 y s.s. del ET).

d. Respecto del impuesto sobre la Renta, ha de precisarse que no es que los curadores urbanos deban hacer retención en la fuente por concepto de honorarios, sino que si quienes les pagan honorarios tienen la calidad de agentes de retención deben retenerles la tarifa del 10%, por concepto de honorarios. Por su parte los curadores deben hacer retención en la fuente sobre los pagos que realicen a sus empleados.

e. No están obligados a inscribirse en el Registro Mercantil, ni a llevar los libros que el Código de Comercio establece para quienes ostentan la calidad de comerciantes o desarrollan determinados actos de comercio. Los servicios por ellos prestados no son actos de comercio, sino que éstos están enmarcados dentro del ejercicio de funciones públicas, delegadas a particulares por disposición legal (art. 101, Ley 388/97). La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado con fecha 20 de Diciembre de 1997, conceptuó que el desempeño de las atribuciones asignadas al curador urbano, conlleva el ejercicio de una función pública y no les son aplicables los preceptos contenidos en el libro primero del Código de Comercio.

f. Según concepto del 7 de Diciembre de 2000, de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, para que los servicios prestados por los Curadores Urbanos sean objeto del impuesto de industria y comercio, se requiere que el Concejo Distrital los precise estrictamente como actividades análogas a las de interventoría y asociadas a las de construcción y urbanismo, al momento de expedir el régimen de dicho impuesto y en desarrollo de las competencias constitucionales y legales que corresponden a los Concejos. 

No obstante lo anterior, el Concejo Capitalino a la fecha no ha expedido Acuerdo alguno con el cual se hagan los ajustes normativos del caso, con el fin de hacer que los servicios que prestan los Curadores Urbanos sean objeto de esta clase de tributo. Razón por la cual considera oportuno este Ente de Control que la Administración Distrital promueva esta clase de iniciativa, tendiente al mejoramiento de los ingresos de la ciudad.   

Vigilancia y Control a los Curadores Urbanos

De conformidad con lo previsto en el artículo 9º numeral 5 de la Ley 810 de 2003, en armonía con el artículo 75 del Decreto Reglamentario 1052 de 1998, el Ministerio de Desarrollo Económico, hoy Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, realizará la función de Coordinación y seguimiento de las Curadurías Urbanas, en cada Municipio o Distrito, a través de las Comisiones de Veeduría.
Según lo previsto en el artículo 73 del Decreto 1052 de 1998 y de acuerdo con lo establecido en el numeral 7 del artículo 101 de la Ley 388 de 1997, el alcalde municipal o distrital, según el caso, es la instancia encargada de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas y de los planes de ordenamiento territorial, por parte de los curadores urbanos, siendo necesario precisar que inicialmente esta función era indelegable.

Asimismo, el artículo 75 del precitado Decreto prevé que el Ministerio de Desarrollo Económico ejercerá la función de coordinación y seguimiento de las curadurías urbanas en cada municipio o distrito, a través de las comisiones de veeduría, las cuales se encuentran integradas, entre otros, por el alcalde municipal o distrital quien además las preside.
Hoy, la Ley 810 de 2000, mediante la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras disposiciones, en el artículo 9º numeral 6º  establece que el alcalde municipal o distrital, o su delegado permanente, será la instancia encargada de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los curadores urbanos.

Para el efecto, el Alcalde Mayor de Bogotá D.C., mediante el Decreto Número 383 del 24 de Octubre de 2003, le asignó al Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA, la función de presidir la Comisión de Veeduría de las Curadurías Urbanas de Bogotá D.C.

De igual manera, es oportuno señalar que el citado Departamento mediante Resolución No. 001 del 2 de junio de 2004, la Comisión de Veeduría de las Curadurías Urbanas del Distrito Capital, adoptó su propio reglamento interno y dispuso que la Secretaría Técnica será ejercida por el Subdirector de Control de Vivienda del DAMA. 

El Curador Urbano tiene una regulación rigurosa que requiere hacerse efectiva. En efecto, de un lado al alcalde le corresponde designarlos, previo concurso, y de otro lado efectuarles el control y vigilancia del cumplimiento de las normas urbanas (art. 9º Ley 810 de 2003).

La Comisión de Veeduría de las curadurías urbanas de Bogotá D.C., están integradas por los siguientes miembros:

· El alcalde municipal o distrital quien la presidirá y podrá convocarla en cualquier tiempo, quien para el efecto como antes quedó dicho al DAMA, le fue asignada la función de presidir dicha Comisión.

· Un representante de las asociaciones gremiales sin ánimo de lucro o fundaciones cuyas actividades tengan relación directa con el sector de la construcción o el desarrollo urbano.

· El personero municipal o distrital o su delegado.

· Un representante de la Sociedad Colombiana de Arquitectos.

· Un representante de la Sociedad Colombiana de Ingenieros.

El objetivo principal de las Comisiones de Veeduría es velar por el buen desempeño de las curadurías urbanas, en los aspectos técnicos, profesionales y éticos de la función que ejercen y la correcta articulación de éstas con las administraciones distritales y municipales, para lo cual entre otras funciones les ha sido asignada las siguientes:

· Hacer un análisis puntual de las licencias expedidas por los curadores a fin de verificar el cumplimiento del plan de ordenamiento territorial y de las normas urbanísticas.

· Interponer a través de uno de sus miembros, los recursos y acciones contra las actuaciones de los curadores que no se ajusten a la normatividad urbanística, y si fuere el caso, formular las correspondientes denuncias.

· Proponer ante el Ministerio de Desarrollo Económico la adopción de correctivos por deficiencias en el servicio u ocurrencia de hechos que atenten contra la ética.

1.2  COMPETENCIA DE LAS DISTINTAS INSTITUCIONES EN RELACIÓN CON EL TEMA DE LOS CERROS ORIENTALES

Las Entidades que interactúan  en el manejo de los Cerros Orientales bien como autoridades del orden Nacional, Regional y Local o como competentes en la determinación del uso del suelo son:

1.2.1  Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial

De conformidad con lo normado en el Artículo 5º numeral 18 de la Ley 99 de 1993, la intervención de este Ministerio tiene que ver con el hecho de que la zona es un área protegida del nivel nacional y además, por ser el Ministerio la Entidad competente en la toma de decisiones frente a aspectos tales como realinderamiento y sustracción en las áreas de la reserva.

1.2.2  Corporación Autónoma Regional  CAR

Esta Corporación es la autoridad ambiental en las zonas rurales de Bogotá D.C., y como tal  tiene a su cargo el manejo y administración de la Reserva, en consecuencia, es quien debe ejercer el control y vigilancia y es la competente para todo lo relacionado con la expedición de permisos, concesiones y licencias.

Funciones que tiene a su cargo desde la expedición del Acuerdo 30 de 1976, ratificadas por la Ley 99 de 1993, Artículo 31, el cual en su numeral 16 dispone que le corresponde a esta Corporación: 

“Reservar, alinderar, administrar o sustraer, en los términos y condiciones que fije la Ley y los reglamentos, los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional, y reglamentar su uso y funcionamiento. Administrar las Reservas Forestales Nacionales en el área de su jurisdicción.”
1.2.3  El Distrito Capital

La participación del Distrito Capital es de gran importancia, debido a que los Cerros Orientales se ubican en su territorio. Si bien el DAMA es la autoridad ambiental en la zona urbana de Bogotá, su competencia no abarca la totalidad de los Cerros Orientales; es por ello que actúa como delegado de la Alcaldía Mayor (Art. 389 del POT) y a nivel de ente territorial, en la generación de proyectos de gestión. Su función como autoridad ambiental está restringida a la parte de la Reserva Forestal que ha sido incorporada al perímetro urbano, siendo ésta aproximadamente un 4.5% del total de la Reserva.

1.2.4  Departamento Técnico Administrativo Del Medio Ambiente DAMA

Según el Acuerdo 19 de 1996, el DAMA pertenece a los grupos uno, dos y tres de las Entidades del Sistema Ambiental del Distrito Capital SIAC, es decir, es una de las entidades encargadas de dirigir, planificar, normatizar o controlar la gestión ambiental de la ciudad. 

La Ley 99 de 1993 ha definido claramente la jurisdicción, funciones y competencias del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales y las autoridades ambientales urbanas y específicamente en relación con el tema de las reservas forestales de carácter nacional.

Es así como el Artículo 5º numeral 18 de la Ley 99 de 1993 determina que es función del Ministerio reservar, alinderar y sustraer las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales y las reservas forestales nacionales, y reglamentar su uso y funcionamiento.

Igualmente, el Artículo 31 numeral 16 de la Ley 99 de 1993 determina que corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales reservar, alinderar, administrar o sustraer, en los términos que fije la ley y los reglamentos, los distritos de manejo integrado, los distritos de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de carácter regional y reglamentar su uso y funcionamiento, así como también administrar las reservas forestales nacionales en el área de su jurisdicción.

Por su parte el Artículo 66 de la Ley 99 de 1993 establece que los municipios, distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a un millón (1.000.000) de habitantes, y por ende el Distrito Capital a través del DAMA ejercerá dentro del perímetro urbano las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, y únicamente en lo que fuere aplicable al medio ambiente urbano de la ciudad de Bogotá.

Por consiguiente, es oportuno señalar que si bien es cierto que el DAMA en relación con los Cerros Orientales no es la Autoridad Ambiental competente, también lo es que este Departamento fue delegado por el Alcalde Mayor para que en representación de la Administración Distrital hiciera parte junto con el DAPD de la Comisión para estructurar el Plan de Manejo de los Cerros Orientales ordenado en el Artículo 389 del POT, en cumplimiento de lo cual las entidades allí citadas suscribieron el Convenio de Cooperación No. 012 de 2001. 

Convenio cuyo término inicialmente acordado se encuentra vencido, sin que la CAR hubiese procedido a su prórroga, en atención a que dicha Entidad no lo  consideró necesario, dado que con fundamento en el Artículo 6º de la Ley 489 de 1998, las autoridades administrativas están obligadas a observar el principio de la coordinación y colaboración interinstitucional.

Durante el periodo comprendido entre el año 2001 y el año 2003, la CAR y el DAMA con la participación del Ministerio trabajaron en la recolección y la generación de la información ara la formulación del Plan de Manejo de los Cerros Orientales, con la colaboración del DAPD en lo referente al tema urbanístico, adelantándose un diagnóstico, una prospectiva y una zonificación de manejo, que constituyen el documento técnico soporte.    

El DAMA, ha invertido durante las vigencias 2001, 2002 y 2003 importantes sumas de su presupuesto que ascienden a SEISCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MILLONES TREINTA MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS ($694.030.386) para llevar a cabo estudios y diagnósticos sobre el Área de los Cerros Orientales, que constituyen el soporte técnico requerido para la expedición del Plan de Ordenamiento y Manejo de los Cerros Orientales, instrumento jurídico que a la fecha no ha sido adoptado formalmente por parte de las autoridades señaladas en el Artículo 389 del POT.

De otra parte, y en consideración a los altos costos sociales, económicos y ambientales que generan los desarrollos ilegales a la ciudad, la Alcaldía Mayor  encontró la necesidad de aunar esfuerzos con las entidades que de una u otra forma tienen competencia o apoyan esta tarea, para lo cual expidió el Decreto 328 del 30 de septiembre de 2003, mediante el cual se crea la red interinstitucional para la prevención y control de los desarrollos ilegales en el Distrito Capital.

La Dirección de esta red hoy es ejercida por la Subdirección de Control de Vivienda del DAMA, quien tiene entre otras funciones la de coordinar acciones que permitan el mejoramiento de la logística y las herramientas para la prevención y el control de los desarrollos ilegales, en virtud de lo cual pone en conocimiento de las Alcaldías Locales los puntos vulnerables al desarrollo ilegal, u otras actividades que promuevan la realización del mismo, así como de aquellas que pueden estar comprometidas en conductas delictivas atentatorias contra el interés jurídico tutelado por la Ley Penal en esta materia.

De ahí la necesidad que el DAMA, en su condición de presidente de la red, debe continuar con la tarea de seguir fortaleciendo la capacidad de prevención y control de las actividades ilegales de urbanismo, construcción y enajenación y lo que es más importante hacer que las doce (12) entidades que conforman la red implementen de manera inmediata las medidas que conforme a sus competencias les corresponda adoptar , con relación a los asuntos puestos en su conocimiento, toda vez que de lo contrario se echaría a perder los esfuerzos del citado Departamento y no se cumpliría con el objetivo propuesto con la creación de la red.   

Mediante Decreto 330 de septiembre 30 de 2003, "Por el cual se adopta la Estructura Interna del Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente – DAMA  y se determinan las funciones de sus dependencias", el DAMA, sufrió cambios en su estructura organizacional.

En el citado Decreto se confirman las atribuciones establecidas en la Ley 99 de 1993 y determina que para el cumplimiento de sus funciones el DAMA contará con las siguientes dependencias:

· El Despacho del Director, el cual cuenta con dos (2) Oficinas Asesoras: la Oficina Asesora de Control Interno y la Oficina Asesora de Planeación. 

· Cinco Subdirecciones, a saber: Jurídica, de Ecosistemas y Biodiversidad, Ambiental Sectorial, de Gestión Local, Administrativa y Financiera y de Control de Vivienda. De esta última se desprenden dos (2) Gerencias: de Prevención y de Investigaciones.

Como aspecto nuevo de esta reestructuración, y asimilando la manera como quedó organizado el Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, se crea la Subsecretaría de Vivienda.

Otro aspecto particular es que nuevamente se separan dos funciones vitales: la de planeación y la de manejo de ecosistemas, cuyas actividades se ejecutaban mediante la operatividad de la Subdirección de Planeación y Desarrollo. En este Decreto 330 de 2003, se crea la Subdirección de Ecosistemas y Biodiversidad y la Oficina Asesora de Planeación, adscrita al Despacho del Director.

1.2.5 Departamento Administrativo de Planeación Distrital – DAPD-

Este Departamento es el encargado de la planeación del territorio, y verifica que se cumpla con lo ordenado en el POT. Sirve de enlace con las Curadurías, quienes son las encargadas de expedir las licencias de urbanismo y construcción.

En la formulación del Plan de Ordenamiento y Manejo de los Cerros Orientales, ordenado por el POT y que aún no ha sido expedido se debe suministrar la información y hacer los análisis sobre los sectores desarrollados urbanísticamente y aquellos que aunque no están desarrollados, corresponden a incorporaciones. 

1.2.6 Curadurías Urbanas 

La política urbana promovió la creación de los notarios urbanos como mecanismo institucional para el otorgamiento de licencias urbanísticas y de construcción, de acuerdo con las normas y parámetros diseñados por la Oficina de Planeación, con el fin de facilitar el ajuste institucional local que permita que las oficinas municipales de planeación concentren su atención en las acciones propias del proceso de planificación local, en orden a orientar estratégicamente el complejo desarrollo de la ciudad y no se ocuparan de la realización de trámites.

La delegación de funciones públicas del Estado en entidades o personas de derecho privado, durante décadas las cumplen los notarios, quienes han dado fe sobre el cumplimiento de las normas legales en los negocios que se realizan y sobre la autenticidad de firmas y documentos, sirviendo de garantes a nombre del Estado, de las actuaciones de los ciudadanos en el campo civil, comercial, inmobiliario, financiero y económico del país.

Delegación de funciones públicas que se ha extendido a otras materias como el registro mercantil, que por la circunstancia de que es prestada por los particulares mediante habilitación legal, no deja de ser una función pública a cargo del Estado, en cabeza de aquellos y con fundamento en lo igualmente normado por el artículo 209 Constitucional.

Por consiguiente, el curador urbano es un particular que ejerce en forma independiente la función pública por un interés propio y a su propio riesgo y beneficio. Esta función pública se confía a los particulares para que la asuman voluntariamente, como actividad profesional exclusiva.

Por la expedición de licencias de urbanismo o de construcción, los usuarios pagan de acuerdo con estas tarifas fijadas por el gobierno nacional como retribución a la función que ejercen los curadores. Recursos que tienen una destinación específica, como es la de cubrir la remuneración profesional del curador y costear y mantener el servicio, dejando la ley a la discrecionalidad del curador el manejo de tales recursos, lo cual se enmarca en la autonomía que le otorga la ley para el ejercicio de sus funciones.

1.2.7  Alcaldías Locales con Jurisdicción sobre los Cerros Orientales

Las Alcaldías Locales con jurisdicción sobre los Cerros Orientales son las de Usaquén, Chapinero, Santa Fe, San Cristóbal y la de Usme.

Sobre el particular se tiene que la Ley 9ª de 1989, el Decreto 1421 de 1993, la Ley 388 de 1997, el Decreto 1052 de 1998 y la Ley 810 de 2003, entre otras disposiciones, informan todo lo relacionado con las infracciones urbanísticas y señalan que el control y competencia para imponer las sanciones allí previstas corresponde a los Alcaldes Locales.

Por su parte, las mismas disponen que las sanciones deberán ser graduadas de acuerdo con la gravedad de la infracción y la reiteración o reincidencia en la falta.

Las normas aplicables señalan que en tratándose de construcción, urbanización o parcelación en terrenos de protección ambiental, la cuantía de las multas se incrementará hasta en un ciento por ciento (100%).

En efecto, el artículo 86 numeral 9º del Decreto 1421 de 1993, dispone que corresponde a los alcaldes locales:

(...) 

“Conocer de los procesos relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo e imponer las sanciones correspondientes.”  

(...)

De igual manera, el artículo 103 de la Ley de Ordenamiento Territorial 388 de 1997, dispone que corresponde a los citados servidores públicos:

Investigar y sancionar las infracciones a las disposiciones urbanísticas, así como suspender obras sin licencia o por no ajustarse a la misma.  

El Decreto 1052 de 1998, al respecto señala que corresponde a los alcaldes directamente o por conducto de sus agentes  ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las obras, con el fin de asegurar el cumplimiento de las licencias otorgadas y de las demás normas y especificaciones técnicas contenidas en el POT. 

Las Alcaldías Locales para ejercer el control y vigilancia sobre las obras o construcciones que se adelanten en su jurisdicción, cuentan con un profesional Asesor de Obras, el Secretario de la Asesoría de Obras y un Arquitecto o Ingeniero.

En cumplimiento de lo normado en el artículo 269 de la Constitución Política, la Secretaría de Gobierno de Bogotá D.C., expidió la Resolución 0343 de 2002, por medio de la cual adoptó entre otros, el procedimiento que orienta la actuación administrativa de competencia de los Alcaldes Locales en materia de Infracción al Régimen Urbanístico, el cual tiene una secuencia de noventa y cinco (95) actuaciones cuyo trámite está previsto que se deba surtir en orden a decidir de fondo si hay lugar o no a imponer las sanciones que en materia urbanística la Ley prevé por inobservancia de las normas sobre urbanismo y construcción.

Siendo pertinente señalar que contra las decisiones de los Alcaldes Locales en esta materia, proceden los recursos de la vía gubernativa, así como el extraordinario de Revocatoria Directa.  

NO INSCRIPCION DEL ACUERDO No. 30 DE 1976 EN LAS OFICINAS DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS  

Al respecto, es oportuno señalar que no obstante que mediante Resolución Ejecutiva No. 76 de 1977, proferida por el Ministerio de Agricultura, se aprobó el acuerdo 30 de 1976, emitido por el INDERENA, a través del cual se declaró al Bosque Oriental de Bogotá (Cerros Orientales) como zona de reserva forestal protectora de carácter nacional, actualmente vigente, aspecto reiterado en diversos pronunciamientos proferidos por las altas corporaciones de justicia, que ratifican su existencia y vigencia, este Ente de Control evidencia que su eficacia ha venido siendo cuestionada, tal como lo hiciera el Consejo de Estado – Sección Quinta – en sentencia AP – 59 del 31 de Julio de 2003 y en los siguientes términos:

“La validez y eficacia del Acuerdo 30 del 30 de septiembre de 1976 y de la Resolución Ejecutiva 76 de 30 de marzo de 1977.

El demandante afirma que los actos administrativos acusados tuvieron como fundamento el Acuerdo 30 de 1976 y la Resolución Ejecutiva 76 de 30 de marzo de 1977 que lo aprobó; actos administrativos que en su criterio, no tienen ninguna validez y por lo tanto afectan la legalidad de aquellos que impusieron la suspensión de actividades mineras.

Sobre el tema, esta Sala ya se había pronunciado en el proceso identificado con el AP-398 ya citado, en consecuencia, resulta ilustrativo transcribir algunos de los apartes de la sentencia que trató este aspecto (6):

(6) Sección Quinta, sentencia de 8 de mayo de 2003, expediente AP-398.

“La discrepancia tiene relación con la teoría de los actos administrativos, concretamente en punto a las condiciones de validez y eficacia de estos.

El artículo 10 del Acuerdo 30 del 30 de Septiembre de 1976, dispuso lo siguiente:

“Art. 10.- Tal como lo establecen los artículos 38 y 77 del Decreto –Ley 133 de 1976 para su validez, el presente acuerdo requiere aprobación y autorización del Gobierno Nacional mediante resolución ejecutiva y deberá ser publicada en las cabeceras de los municipios en cuya jurisdicción estén ubicadas las áreas reservadas, en la forma prevista en el artículo 55 del Código de Régimen Político y Municipal y en el Diario Oficial e inscrito en las oficinas de registro de instrumentos públicos de Bogotá, D.C., Facatativá y Zipaquirá, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96 y 97 del Código Fiscal Nacional”.

Mediante la Resolución Ejecutiva 76 de 30 de marzo de 1977 expedida por el Presidente de la República y el Ministro de Agricultura, se aprobó el Acuerdo 30 de 1976 de la junta directiva del INDERENA en los términos en que se había expedido, con lo cual se dio cumplimiento a lo prescrito por el artículo 318 del Decreto-Ley 133 de 1976 que dispuso:

“ART. 38.- El instituto tendrá las siguientes funciones:

a) (...);

b) Declarar, alinderar, reservar y administrar las áreas que se consideren necesarias para la adecuada protección de los recursos naturales renovables y efectuar las sustracciones a que haya lugar”.

(...).

PAR.- El ejercicio de la función otorgada por el literal b) del numeral 3º del presente artículo, requerirá aprobación del Gobierno Nacional”.

Adicionalmente, el Acuerdo 30 de 1976, ordenó la publicación del acto administrativo y su inscripción en la oficina de registro de la ciudad de Bogotá, Zipaquirá y Facatativá en cumplimiento de expresas disposiciones legales que en él se invocan.

En efecto los artículos 96 y 97 del Código Fiscal Nacional ordenan lo siguiente:

“ART. 96.- Siempre que se destine un baldío para un servicio o un uso público, por disposición de una ley o por decreto ejecutivo, se debe proceder al levantamiento de un plano y al pronunciamiento de una resolución ministerial, en que se exprese el nombre del terreno, si lo tiene, su situación, sus colindantes y sus linderos, resolución que se publica en el Diario Oficial, y se registra en la Oficina respectiva de la ubicación del baldío, para que este deje de tener tal carácter”.

ART. 97.- Cuando una ley destine un baldío para un objeto determinado, se debe dictar, por el ministerio respectivo, previo el levantamiento del plano, una resolución semejante, la que ha de publicarse y registrarse en los términos expresados en el artículo anterior”.

Si bien es cierto que el Decreto-Ley 133 de 1976 tan solo exige el requisito de aprobación por parte del Gobierno Nacional, no lo es menos, que el Acuerdo 30 de 1976 ordenó cumplir otros requisitos previstos en el Código de Régimen Municipal y en el Código Fiscal; lo cual significa que el citado acto administrativo no crea nuevos requisitos de validez, porque los mismos preexistían en normas de rango legal que son aplicables a todos los actos jurídicos como condición para que entren a regir y sean oponibles a terceros.
Sobre la eficacia de los actos administrativos, la Corte Constitucional en sentencia C-646 de 31 de mayo de 2002 se pronunció así:

“En consecuencia, el acto administrativo que no haya sido publicado o notificado será un acto ineficaz, esto es que no producirá efectos, lo que no quiere decir, desde luego que sea nulo o inexistente. El acto administrativo es válido desde que se expide, pero su contenido únicamente vincula y se impone desde el momento en que se cumplen los requisitos de publicación o notificación, según se trate de actos de contenido general y abstracto o de actos de contenido particular y concreto respectivamente”.

A folios 267 del expediente (Cdno. 1) obra constancia de la publicación de la Resolución Ejecutiva 76 de 1977 en el Diario Oficial del 3 de mayo de 1977, lo cual significa que se cumplió con uno de los requisitos exigidos, pero los demás previstos en la ley no se encontraban satisfechos, razón por la cual el señor Carlos Alberto Mantilla, también demandante en este proceso, instauró acción de cumplimiento ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca con el fin de obtener el cumplimiento del Artículo 10 de la Resolución 76 de 1977. Esa Corporación en sentencia de 1º de marzo dictada dentro del proceso 2001-0033 ordenó al Ministerio del Medio Ambiente cumplir lo dispuesto por la norma citada.

Como quiera que el Ministerio del Medio Ambiente no cumplió la orden judicial, el demandante propuso el incidente de desacato, al cual se opuso el Ministerio en los siguientes términos:

“El ministerio dio total cumplimiento al requisito de publicación en los municipios en cuya jurisdicción están localizadas las reservas forestales creadas mediante el Acuerdo 30 de 1976, aprobadas por resolución ejecutiva 76 de 1977”.

Sobre la inscripción en el registro de matrícula inmobiliaria indicó:

“El IGAC requiere de un término superior a los doce (12) meses para completar la producción de la cartografía y levantamiento catastral previsto, razón por la cual el ministerio durante la presente vigencia adelantará los trámites pertinentes para adicionar el presupuesto lo que permitirá concluir finalmente el trabajo consistente en la edición de la cartografía al área de reserva forestal Cuenca Alta del Río Bogotá”.

Las pruebas anteriormente indicadas permiten concluir que el Acuerdo 30 de 1996 aunque fue aprobado por la Resolución Ejecutiva 76 de 1977, aún no ha cumplido con la totalidad de los requisitos exigidos por el Código Fiscal para que sea oponible a terceros.

Por lo anterior, no son de recibo las afirmaciones del demandante que califica de ilegal la sentencia impugnada con fundamento en que el a quo no podía a su arbitrio crear requisitos que no exige el ordenamiento jurídico y que con su proceder reformó el artículo 38 del Decreto-Ley 133 de 1976, el artículo 10 del Acuerdo 30 de 1976 expedido por el INDERENA y la Resolución 76 de 1977”.

En este orden de ideas es claro que el Acuerdo 30 de 1976 y la Resolución Ejecutiva 76 de 1977 que lo aprobó, son actos administrativos válidos y gozan de presunción de legalidad, pero no son oponibles a terceros por ausencia de los requisitos previstos en el Código Fiscal.

PLAN DE ORDENAMIENTO Y MANEJO DE LOS CERROS ORIENTALES-  POMCO- PROYECTADO POR LAS AUTORIDADES AMBIENTALES DEL ORDEN NACIONAL, REGIONAL Y LOCAL 

El Distrito Capital ha participado a través de diversas entidades en la definición conjunta de líneas de trabajo para el área de los Cerros Orientales, así como en los lineamientos para el Plan de Manejo que se pretende expedir. Es así como el DAMA ha suministrado estudios técnicos y ha hecho conocer la visión de la Administración Distrital sobre el particular.

Para llevar a cabo dicha tarea las entidades involucradas en el tema, suscribieron Convenios como el 12 de 2001, marco en el cual el DAMA el DAMA adelanta cooperación interinstitucional con el Ministerio del Medio Ambiente y la CAR, en el que manifestaron su voluntad de actuar de manera concertada, coherente y armónica en el área, dentro del marco de sus competencias, con el fin de potencializar los efectos y la eficacia de las acciones de protección, conservación, recuperación, restauración, mejoramiento, control y vigilancia que allí se adelanten.

Sin lugar a dudas que el Plan de Manejo que pretenden expedir las autoridades ambientales del orden Nacional, Regional y Local, será el instrumento reglamentario del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá a que hace referencia el artículo 389 del Decreto 619 de 2000, el cual establecerá todo lo relacionado con el régimen de uso y manejo para los Cerros Orientales.

La precitada norma es el punto de partida para la reglamentación del uso y la ocupación en los Cerros Orientales.

En este contexto, el Alcalde Mayor designó como delegados del Distrito Capital para concertar con la CAR y el Ministerio del Medio Ambiente el Plan de Ordenamiento y Manejo de los Cerros Orientales al Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA y al Departamento Administrativo de Planeación Distrital DAPD.  

Con su expedición se busca unificar la posición del Estado, expresar el interés general con respecto al manejo del área, orientar de manera clara y unívoca la conducta de las instituciones y los particulares de modo que las decisiones que éstas adopten, estén acordes con los objetivos de conservación del área.
Ciertamente su declaratoria como reserva forestal, constituye un reconocimiento  de los valores ecológicos y socioeconómicos contenidos en dicha área, lo cual impone las obligaciones por ley señaladas a las distintas autoridades ambientales, para la conservación del área; no obstante lo cual, se han ordenado sustracciones de importantes extensiones que hacían parte del área de la reserva, a las cuales en el acápite correspondiente se hace alusión.

No obstante lo anterior, el anhelado apoyo de los proyectos, acciones y actividades priorizados por la Comisión Conjunta del Convenio de Cooperación No. 012 de 2001 y concertados con los delegados del Distrito, no ha arrojado a la fecha el resultado esperado, como quiera que aún no se ha adoptado formalmente el anhelado Plan de Manejo y hoy el término de dicho Convenio se encuentra vencido, sin que el mismo haya sido objeto de prórroga.

Lo cual indica que a la fecha no se cuenta con la Comisión Conjunta creada en el marco del citado convenio y que no existen, a parte de la voluntad que les pueda acompañar, instrumentos capaces de hacer que las partes responsables de la adopción de la mencionada norma,  cumplan con las obligaciones que les corresponde, lo que se traduce en inobservancia del principio de coordinación y colaboración de las autoridades administrativas, previsto en el artículo 6º de la Ley 489 de 1998, dado que el proceso de cooperación interinstitucional entre las diferentes entidades, para la formulación de estrategias de acción conjunta y para la propuesta de políticas para el manejo de las áreas objeto del citado convenio, entre las que están los Cerros Orientales de Bogotá D.C., ha rebasado los términos inicialmente previstos para el reordenamiento de la reserva forestal protectora “Bosque Oriental de Bogotá” y su reglamentación de los usos generales del suelo, siendo un tanto difícil conocer el verdadero interés que le asiste a cada una de las entidades en el cumplimiento de lo señalado por el POT en su artículo 389, o si por el contrario, lo que ahora motiva es el poder de las competencias asignadas por la Ley, como se lo pone de presente la CAR al Ministerio, en oficio de fecha 14 de Septiembre de 2004.  

Situación que preocupa al Ente de Control, dados los esfuerzos de la autoridad ambiental del Distrito, quien durante el periodo comprendido entre el año 2001 y el año 2003,  ha trabajado igualmente en la recolección y la generación de la información necesaria para la formulación del mencionado Plan, con la colaboración del DAPD en lo referente al tema urbanístico, entidades que han asignado importantes recursos, sin que a la fecha pueda decirse que la contratación adelantada para el efecto, haya cumplido con los fines previstos en el artículo 3º de la Ley 80 de 1993.
Luego resulta imperioso vencer las dificultades que se están presentando en la definición  de la norma, toda vez que a la fecha, no se cuenta con una norma unificada, unas competencias y responsabilidades concurrentes determinadas, ni con una guía técnica y normativa para que las agencias del estado y los particulares interesados participen concertadamente en la conservación de los Cerros Orientales y por ende, en la consolidación de los límites físicos netos y visibles entre la ciudad y el área, en orden a evitar vacíos, transiciones o gradaciones que dificulten la identificación y el control públicos del área protegida o favorezcan la sucesión de densificaciones o reemplazos de construcciones y usos dentro de ésta. 

1.3  INVERSION EJECUTADA EN LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTA   

El presente ejercicio de auditoría se refiere a la Inversión que la Administración Distrital EJECUTÓ durante las vigencias fiscales 2001-2003 en el Área de Reserva Forestal Protectora “Cerros Orientales de Bogotá”, por intermedio de las Entidades que tienen injerencia directa en el control y vigilancia de la Zona, las cuales son: DAMA, IDRD, DPAE, DAPD, EAAB, DADEP, Jardín Botánico "José Celestino Mutis", Secretaría de Educación, y las Alcaldías Locales de: Usaquén, Chapinero, Santa fe, San Cristóbal y Usme. 

La tabla No.1 muestra la distribución de la inversión ejecutada en el Área de los Cerros Orientales, por cada una de las entidades involucradas durante las tres (3) vigencias fiscales, indicando el monto por cada proyecto y el objeto de los contratos suscritos para el efecto. Dicha inversión asciende a $ 7.143,03 millones, suma que es baja para vigilar y controlar un área aproximada de 14.000 hectáreas, con el agravante que los recursos reportados por las entidades antes mencionadas no fueron destinados directamente a la defensa y protección de la Reserva Forestal, toda vez que atendieron otro tipo de actividades realizadas en esta área.  

TABLA No. 1

INVERSIÓN EN LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTÁ

	No.
	VIGENCIA
	ALCALDÍA / ENTIDAD
	No. PROYECTO
	NOMBRE
	VALOR

	1
	2001
	IDRD
	S.N. 
	Aporte a la Defensoría del Espacio Público, para la negociación y relocalización de 120 familias en el Cerro de Monserrate. 
	300.000.000

	
	2002
	
	S.N. 
	Parque Metropolitano Nacional Enrique Olaya Herrera, entregado a la defensoría del Espacio Público en Diciembre de 2002
	0

	 
	2003
	
	3076
	Administración y sostenibilidad del Sistema Distrital de Parques.
	80.208.792

	2
	2001
	DPAE
	7026
	Reducción de riesgos en zonas marginales
	352.000.000

	
	
	
	7301
	Reducción de riesgos en zonas de tratamiento especial por remoción en masa e inundación
	367.000.000

	
	
	
	7302
	Análisis y evaluación de riesgos en D.C.
	88.900.000

	
	2002
	
	7301
	Reducción de riesgos en zonas de tratamiento especial por remoción en masa e inundación
	1.243.000.000

	
	
	
	7302
	Análisis y evaluación de riesgos en D.C.
	72.000.000

	
	2003
	
	7301
	Reducción de riesgos en zonas de tratamiento especial por remoción en masa e inundación
	72.000.000

	
	
	
	7302
	Análisis y evaluación de riesgos en D.C.
	200.000.000

	3
	2001
	JARDÍN BOTÁNICO DE BOGOTÁ           "José Celestino Mutis"
	 
	Investigación: Respuesta a problemas de restauración, para generar modelos replicables en escenarios de disturbio de características similares. Ej. Eliminación de especie invasora Ulex Europaeus en el Cerro de Monserrate (Retamo espinoso).


	N.R.

	
	2002
	
	022/2001 con desarrollo en el año 2002
	Gestión: Mediante alianzas estratégicas con entidades como: DAMA, EAAB, FOPAE, DABS e IDIPROM; en su aplicación se han realizado 6 intervenciones para restauración ecológica en los Cerros afectados por el fuego y la invasión del Retamo Espinoso.


	36.000.000

	
	2003
	
	268/2003, con vigencia 2003 y 2004 
	Intervención: Preparación de terreno, enriquecimiento vegetal, mantenimiento y seguimiento en El Cerro del Cable, Las Torres del Silencio, y el Cerro de Monserrate.                                                      Las tres (3) actuaciones son presentadas sin discriminar en que vigencia fueron realizadas; tan solo para el caso de intervenciones, éstas se dieron así: año 2001 ninguna, año 2002 siembra de 3372 árboles y año 2003 siembra de 2645 árboles, para un total de 6017.  

  
	50.000.000

	4
	2001
	DAPD
	7020
	Formulación de lineamientos para la planificación de las nuevas áreas de desarrollo y estudios urbanos para operaciones estructurantes. Cuya descripción es "Elaborar un documento que contenga la síntesis de la caracterización y ordenamiento para el Borde Oriental de la ciudad - Cerros Orientales".


	3.620.690

	
	2002
	
	7020
	Formulación de lineamientos para la planificación de las nuevas áreas de desarrollo y estudios urbanos para operaciones estructurantes. Cuya descripción es "Formula el Plan de ordenamiento zonal del Borde oriental de la ciudad en el tramo comprendido entre el límite norte del parque nacional, con el fin de adoptar decisiones de ordenamiento y gestión urbanística propias de la escala intermedia".
	61.186.368

	
	
	
	4132
	Mejoramiento integral de Barrios. Cuya descripción es "Formulación del Plan de Ordenamiento Zonal del Borde Oriental de la ciudad Tramo Sur"
	101.069.600

	
	2003
	
	4132
	Mejoramiento integral de Barrios. Cuya descripción es "Plan Zonal No. 1 San Isidro Patios"
	83.000.000

	5
	2001
	EAAB
	S.N. 
	Recursos exclusivamente al sueldo promedio de los 14 Guardabosques a razón de $1'600.000 c/u
	22.400.000

	
	2002
	
	S.N. 
	Recursos exclusivamente al sueldo promedio de los 14 Guardabosques a razón de $1'600.000 c/u
	22.400.000

	
	2003
	
	7341
	Macroproyecto: Actividades de prevención y restauración  ecológica de áreas quemadas en los Cerros Orientales, Convenio DPAE, DAMA, JBB, DABS, IDIPRON y EAAB. Donde la Inversión por parte de la EAAB fue:   
	30.000.000

	
	
	
	S.N. 
	Recursos exclusivamente al sueldo promedio de los 14 Guardabosques a razón de $1'600.000 c/u
	22.400.000

	6
	2001
	Secretaría de Educación
	 
	La Secretaría de Educación no ha contado con proyectos específicos  que se orienten al tema de la educación ambiental en los Cerros Orientales de la Ciudad.
	N.R.

	
	2002
	
	 
	Durante las vigencias 2001-2003 invirtió en forma indirecta recursos por valor de $570.600 millones  en las localidades que tienen incidencia en los Cerros Orientales.
	N.R.

	
	2003
	
	 
	Los Proyectos se enmarcaron en temas como: Subsidios a la demanda de cupos, construcción y dotación de establecimientos educativos, suministro de alimentos y servicio de transporte, mejoramiento de la infraestructura de los Centros Educativos Oficiales, Formación del recurso humano, evaluación de competencias básicas y valores, educación especial, operación de centros educativos, nómina de centros educativos, fomento al uso de medios educativos, sostenimiento de la red de participación educativa, educación de adultos, nivelación para la excelencia, etc.  Razón por la cual no se puede cuantificar la inversión en materia ambiental orientada a los Cerros.   
	N.R.

	7
	2001
	Alcaldía Local de Chapinero
	323
	Diseño y construcción de obras de mitigación de riesgo en los barrios de la Localidad de Chapinero: Elaboración diseños detallados de las obras de control, protección y estabilización San Martín de Porres y Villa Anita.  
	N.R.

	
	
	
	323
	Diseño y construcción de obras de mitigación de riesgo en los barrios de la Localidad de Chapinero: Construcción de obras de contención en Mariscal Sucre.  
	N.R.

	
	2002
	
	381
	Fortalecimiento de la organización comunitaria de grupos vulnerables para el desarrollo de proyectos productivos y ambientales que redunden en el mejoramiento de la calidad de vida: Coordinación ULATA y transferencia de tecnología a habitantes de la Zona rural de la Localidad.
	N.R.

	
	
	
	353
	Diseño, construcción, ampliación, adecuamiento y mejoramiento de la infraestructura física de los Centros Educativos Distritales de la Localidad de Chapinero: Diseño y construcción sistema de tratamiento aguas CED El Verjón Bajo.
	N.R.

	
	
	
	439
	Desarrollando la igualdad ciudadana con sentido social: Obras de contención en Villa Anita y San Martín de Porres de la Localidad.
	N.R.

	
	 
	
	439
	Desarrollando la igualdad ciudadana con sentido social: Construcción de obras de mitigación barrio San Martín de Porres.
	N.R.

	
	2003
	
	442
	Un cinturón verde para un Chapinero ecoambiental. Restaurar las condiciones naturales de dos quebradas, remodelación de dos parques y apoyo a la ULATA: Promover el desarrollo sostenible de la zona rural de la Localidad, prácticas agropecuarias y conservacionistas.
	N.R.

	8
	2001
	Alcaldía Local de Santa fe
	N.R.
	N.R.
	N.R.

	
	2002
	
	03-01-00-02
	Contrato a través de la UEL-DAMA servicio para la asistencia técnica ambiental de la Localidad de Santa Fe.
	32.732.880

	
	
	
	03-04-00-02
	Contrato a través de la UEL-DAMA servicio para la asistencia técnica pecuaria sostenible y transferencia de tecnología en la Vereda el Verjón Alto de la Localidad de Santa Fe.
	21.936.000

	
	
	
	03-22-00-02
	Planificación y Ordenamiento Predial ambiental, con participación comunitaria, de cuatro microcuencas en la Vereda el Verjón Alto de la Localidad de Santa Fe.
	59.565.000

	
	
	
	03-23-00-02
	Ejecución de acciones tendientes a consolidar un pacto de bordes en la Localidad de Santa Fe.
	50.502.375

	
	2003
	
	03-06-00-03
	La asistencia técnica y transferencia de tecnología ambiental para el manejo sostenible de los recursos naturales, en la Vereda Verjón Alto de la Localidad de Santa Fe.
	28.027.500

	
	
	
	03-07-00-03
	La asistencia técnica pecuaria sostenible y transferencia de tecnología en la Vereda el Verjón Alto de la Localidad de Santa Fe.
	34.999.900

	9
	2001
	Alcaldía Local de Usme
	N.R.
	 
	N.R.

	
	2002
	
	N.R.
	 
	N.R.

	
	2003
	
	N.R.
	En Convenio con el DAMA, para la vigencia 2003 se dejaron recursos de inversión para la protección ambiental, específicamente en el Parque Entre Nubes que colinda con las Localidades 4ª y 18 por un valor de $270 millones de pesos.  
	270.000.000

	10
	2001
	Alcaldía Local de Rafael Uribe Uribe
	N.R.
	N.R.   Aduce que la  zona comprende el Parque Entre Nubes y éste ha venido siendo manejado por el DAMA, por ser reserva natural.
	N.R.

	
	2002
	
	N.R.
	N.R.
	N.R.

	
	2003
	
	N.R.
	N.R.
	N.R.

	11
	2001
	Alcaldía Local de Usaquén
	N.R.
	N.R.
	N.R.

	
	2002
	
	503/2002
	Campañas de sensibilización, divulgación y educación ambiental
	70.000.000

	
	2003
	
	497/2003
	Sistema de apoyo, prevención y mitigación de riesgos y atención a familias afectadas, reubicación de familias en zonas de alto riesgo y construcción de muros de contención y dotación a organismos de prevención y control de riesgos.
	157.784.730

	12
	2001
	DAMA
	027/2001
	Prestación Servicios para ejecutar mecanismos de acercamiento y concertación con la comunidad, sobre concepto ecosistémico en el proceso sociodinámico en los Cerros Orientales.
	11.000.000

	
	
	
	029/2001
	Diseño y ejecución de estrategias y mecanismos de convocatoria para la participación comunitaria en la conceptualización del POMCO, según convenio 012 de 2001
	11.000.000

	
	
	
	031/2001
	Adelantar zonificación de los Cerros Orientales, generando mapas para montaje dentro del sistema de información geográfico del DAMA.
	11.250.000

	
	
	
	037/2001
	Apoyar la preparación, ejecución y validación  de las reuniones, eventos y/o jornadas en el marco del eje sociodinámico del POMCO.  
	11.000.000

	
	
	
	066/2001
	Formular y validar una estrategia de de participación social dirigida a la preservación, restauración y el uso sostenible de los Cerros Orientales, como insumo para el POMCO.
	42.000.000

	
	
	
	085/2001
	Apoyo en la coordinación y la realización de la zonificación y la planeación de los Cerros Orientales para la elaboración del POMCO.


	29.800.000

	
	2002
	
	27,30, 31, 38, 75, 77, 88, 133, 54, 126, 128, 130, 137, 141, 142, 144, 146, 160, 168, 184.
	Contratos y Órdenes de Servicio para desarrollar y apoyar las diferentes actividades de los ejes sociodinámicos de POMCO, georeferenciación de los sistemas de alteridad, talleres con la comunidad, generación y análisis de cartografía, apoyo logístico, aerofotografías, digitalización de cartografía, muestreos de vegetación, investigación etnográfica, fotointerpretación de cartografía a diferentes escalas, recolección y análisis de diferentes tipos de información, estudios de gobernabilidad, modelos matemáticos, asesoría sobre lineamientos jurídicos, etc.                             ......... Todos estos contratos y sus adiciones  en cuantías que oscilan entre $560,000,oo y $23'000,000,oo   

  
	153.980.386

	
	2003
	
	85, 16, 168, 38, 133, 59, 21, 33, 34, 35, 36, 51, 54, 83, 68, 77, 91, 76, 113, 116, 132, 169, 139, 170, 160, 156, 59, 77, 263, 301, 170, y 301.
	Contratos y Órdenes de Servicio para desarrollar y apoyar las diferentes actividades de los ejes sociodinámicos de POMCO, georeferenciación de los sistemas de alteridad, talleres con la comunidad, generación y análisis de cartografía, apoyo logístico, aerofotografias, digitalización de cartografía, muestreos de vegetación, investigación etnográfica, fotointerpretación de cartografía a diferentes escalas, recolección y análisis de diferentes tipos de información, estudios de gobernabilidad, modelos matemáticos, asesoría sobre lineamientos jurídicos, etc.                             ......... Todos estos contratos y sus adiciones  en cuantías que oscilan entre $240,000,oo y $19'000,000,oo  

  
	294.000.000

	
	
	
	Convenio 016/03
	Desarrollar el componente de conservación del POMCO (convenio CAR-DAMA), donde el valor total es de $210'000,000,oo y donde la CAR aporta los otros $ 80'000.000,oo 


	130.000.000

	13
	2001
	Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público
	7400
	Acuerdos para la sostenibilidad y gestión concertada de espacios públicos


	420.000.000

	
	2002
	
	7400
	Acuerdos para la sostenibilidad y gestión concertada de espacios públicos


	1.490.410.000

	
	2003
	
	7400
	Acuerdos para la sostenibilidad y gestión concertada de espacios públicos
	605.857.018

	 
	 
	 
	 
	TOTAL ………………     $  
	7.143.031.239


Fuente: Oficios radicados en la Contraloría mediante los números: 15307 del 17 de septiembre de 2002; 15444 del 20 de septiembre de 2004; 15054 del 14 de septiembre de 2004; entre otros.

2   CONCEPTO SOBRE LA GESTION ADELANTADA POR LA ADMINISTRACION EN EL MANEJO DE LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTA 

Señor 

LUIS EDUARDO GARZON 

Alcalde Mayor de Bogotá D.C.

Carrera 8ª  No. 10 – 65

Bogotá D.C. 

Ref.:
Entrega del Informe Final de la  Auditoría  Especial a la gestión adelantada por la Administración en el Manejo de los Cerros Orientales de Bogotá.

Respetado señor Alcalde Mayor:

La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en las facultades otorgadas por los Artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto No. 1421 de 1993, ha practicado Auditoría Gubernamental con enfoque Integral, modalidad Especial, a la gestión adelantada por la Administración en el manejo de los Cerros Orientales 

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, D.C. La responsabilidad de este Ente de Control, consiste en producir un Informe Integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la Administración, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento de las disposiciones legales y la calidad y la eficiencia del Sistema de Control Interno.

Es evidente que durante los 28 años de expedición de la norma que declara como Área de Reserva Forestal Protectora a los Cerros Orientales de Bogotá, se han dado modificaciones en el uso del suelo; se han presentado procesos informales o tradicionales de ocupación y alteración sobre extensas porciones de la Reserva que dan cuenta de los distintos modelos formales sobre el funcionamiento y reproducción de los modos de vida y apropiación territorial propios de los distintos grupos socioeconómicos presentes en los Cerros. 

Todo lo anterior, producto de las presiones de uso y alteración sobre dichos espacios con base en los nuevos conceptos y métodos de la ecología humana y nuevos criterios jurídicos sobre la propiedad privada y las obligaciones en materia ambiental a cargo de sus titulares, máxime si se trata de un área de reserva declarada por el Gobierno Nacional. 

El informe pretende dar a conocer las diferentes irregularidades detectadas por el Ente de Control, en materia administrativa, legal, técnica y presupuestal que se han presentado en el manejo interinstitucional  del Área de Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, que deberán ser tenidas en cuenta por la administración, lo cual contribuye al 

mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente, en la eficiente y efectiva gestión, en beneficio de la comunidad y el medio ambiente, fin  último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental Colombianas, compatibles con las de general aceptación, así como con  las políticas y procedimientos de auditoría ambiental, establecidos por la Contraloría de Bogotá, D. C; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo, de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el análisis, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la Administración y el cumplimiento de las disposiciones legales ambientales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto sobre Gestión y Resultados

Las competencias frente al tema ambiental a que se está haciendo referencia radican en cabeza del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, dado que la zona es un área protegida del nivel nacional y a él corresponde la toma de decisiones sobre realinderamiento y sustracción en el Área de la Reserva. 

Así mismo, la CAR es la autoridad ambiental en las zonas rurales de Bogotá D.C., y como tal  tiene a su cargo el manejo y administración de la Reserva, en consecuencia, es quien debe ejercer el control y vigilancia y es la competente para todo lo relacionado con la expedición de permisos, concesiones y licencias.

Por su parte, el DAPD es el encargado de la planeación del territorio, y verifica que se cumpla con lo ordenado en el POT. Sirve de enlace con las Curadurías, quienes son las encargadas de expedir las licencias de urbanismo y construcción.

De igual manera, la participación del Distrito Capital es de gran importancia, debido a que los Cerros Orientales se ubican en su territorio. Si bien el DAMA es la autoridad ambiental en la zona urbana de Bogotá, su competencia no abarca la totalidad de los Cerros Orientales; es por ello que actúa como delegado de la Alcaldía Mayor y a nivel de ente territorial, en la generación de proyectos de gestión. Su función como autoridad ambiental está restringida a la parte de la Reserva Forestal que ha sido incorporada al perímetro urbano, siendo ésta aproximadamente un 4.5% del total de la Reserva.
 Desde la creación de la Reserva Forestal ha habido falta de capacidad operativa de las instituciones encargadas de su administración, vigilancia y control, dado que se han presentado ocupaciones ilegales de barrios subnormales, así como también urbanizaciones lujosas con la consecuente tala de bosques, se han localizado igualmente, explotaciones de minería a cielo abierto como canteras, areneras, receberas y chircales que generan procesos de degradación de la zona y  su entorno. 

Los distintos hallazgos formulados en ejecución de la Auditoría ponen en evidencia que el asunto o materia atinente a los Cerros Orientales no ha sido manejado en la forma como las circunstancias lo exigen, toda vez que a fecha el citado Ministerio no ha procedido a la inscripción del Acuerdo 30 de 1976, en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, como tampoco ha solucionado la imprecisión cartográfica y la indefinición de límites existente. Situación que ha sido aprovechada hasta por los mismos particulares que ejercen funciones públicas relacionadas con el otorgamiento de licencias de urbanismo y construcción, como lo son los Curadores Urbanos, quienes de manera categórica aducen que la vigencia de la Reserva está supeditada a dicho registro y que por consiguiente, su validez y eficacia está en entredicho, todo con el fin de justificar actuaciones en las cuales se ignoró el procedimiento para autorizar la ejecución de un desarrollo de dicha naturaleza en predios pertenecientes al Área de la Reserva.       

La misma autoridad ambiental del área rural del Distrito Capital, esto es, la CAR ordenó cuatro (4) grandes sustracciones, con lo cual les quitó la condición de reserva a varios sectores, actuación que ha sido cuestionada por falta de competencia y no mediar razones de utilidad pública o interés social para ello.

Así mismo, los Cerros Orientales no han escapado a la expansión urbana subnormal, donde su gama cubre desde lo tugurial hasta la de extremo lujo. Es así como hoy día existen sesenta y un (61) barrios localizados en el área del Borde Oriental de la ciudad, legalizados o en trámite, producto del ineficiente control ambiental y urbano por parte de las autoridades competentes (CAR y Alcaldías Locales), que han contribuido al deterioro del ecosistema y al crecimiento desordenado de la ciudad, escenario en el cual juegan un papel importante los urbanizadores piratas que en la mayoría de las veces aprovechan la necesidad de los menos favorecidos y los responsables de estos hechos no son denunciados, no obstante que desde la expedición de la Ley 308 de 1996 se tipificó como conducta delictiva la urbanización ilegal, la cual fue incorporada en el Artículo 318 del Código Penal (Ley 599 de 2000). 

En el camino recorrido de la degradación de los Cerros Orientales se cuestiona la gestión de la Administración por la autorización del uso urbano a veintiún (21) predios incorporados, cuyas áreas hasta la fecha no han sido sustraídas por la autoridad ambiental competente; decisiones con base en las cuales los Curadores Urbanos han otorgado licencias sin ninguna clase de restricción a los interesados, desatendiendo el fin perseguido con la declaratoria de la reserva, prueba irrefutable de lo afirmado son los distintos desarrollos allí existentes.

También los distintos Planes de Ordenamiento expedidos por el Concejo Capitalino con anterioridad al POT, informan de la clara contradicción de la norma ambiental y urbanística, dada la permisividad de desarrollos urbanos sobre estas áreas, toda vez que no se limita al uso forestal que la Resolución 76 de 1977 señala.

Este Ente de Control no desconoce que la norma mediante la cual se declaró como Área de Reserva Forestal Protectora a la zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, prevé la ejecución de obras y el ejercicio de actividades que no atenten contra la conservación de los recursos naturales renovables, pero tampoco le resulta coherente que las distintas Entidades con ingerencia en este asunto durante veintiocho (28) años no se hayan ocupado de expedir e implementar la norma sobre el manejo del área y hoy se esté luchando por hacer cumplir una norma que del ámbito ambiental, sólo considera lo referente a la cobertura vegetal y deja de lado el manejo de una zona de importancia ambiental y ecológica  que no tiene en cuenta las distintas alteridades allí existentes.

Aunado a la panorámica antes descrita y sobre lo cual desea llamar la atención este Órgano de Control se tiene que no obstante que sólo con la expedición del POT se ordenó la reglamentación del Plan de Manejo para esta área, a la fecha  no se ha adoptado formalmente el instrumento jurídico en el cual se establezca todo lo relacionado con el régimen de uso y ocupación en los Cerros Orientales.

Luego, es prioritario que las Entidades competentes no dilaten la expedición de la norma que unifique la posición del Estado y establezca unas reglas claras y precisas para que las decisiones que se adopten atiendan el principio Constitucional de igualdad y de esta manera se eviten los vacíos, transiciones o gradaciones que dificulten el control público o favorezcan la sucesión de densificaciones con inobservancia de la normatividad ambiental. 

De lo contrario sería continuar por el sendero de buscarle el quiebre a la norma, tal como a la fecha ha venido ocurriendo con las sustracciones, incorporaciones y legalización de barrios enteros, que sólo han atendido intereses individuales, en perjuicio de los mismos particulares y del Tesoro Distrital, como quiera por ejemplo, que una vivienda de interés social paga una suma más alta por concepto de Impuesto Predial Unificado que una construcción lujosa estrato seis (6) ubicada en el Área de la Reserva.
Los resultados del examen conllevan a conceptuar que la gestión adelantada  por las diferentes Entidades con injerencia en el Área de la Reserva no ha sido   eficiente y eficaz en razón a que el manejo institucional dado ha sido complejo, fragmentado y descoordinado, por lo que se diluyen las responsabilidades de las competencias asignadas por la Constitución y la Ley y tampoco existe una política de manejo integral de las Áreas de Reserva Forestal en la Sabana de Bogotá. Como consecuencia de lo señalado, se tiene que hoy lo predicado por las normas en materia de la cobertura vegetal destinada a la conservación de la biodiversidad, el sistema orográfico y los suelos es letra muerta, toda vez que más del 50% del bosque nativo ha sido completamente destruido.

Como se observa, en relación con distintas áreas de la Reserva el mal ya está hecho, toda vez que el uso del suelo allí dado, no responde en la actualidad al propósito inicial previsto por la norma.

En consideración a que los Cerros Orientales también son Bogotá, encuentra procedente este Ente de Control que la Administración Distrital determine en el escenario que corresponda, el Área de la Reserva que es viable proteger y conservar, dado que de nada sirve insistir en la vigencia de su declaratoria, si se  continúa con la laxitud en la aplicación de las medidas por inobservancia de la normatividad ambiental y urbanística.    

En desarrollo de la presente auditoría, se determinaron treinta y cuatro (34) hallazgos administrativos, de los cuales catorce (14) tienen incidencia penal, diecinueve (19) de incidencia disciplinaria, uno (1) incidencia fiscal.

Por lo anteriormente expuesto, los hallazgos formulados y señalados en el Capítulo Tercero  de este informe quedan en firme y con el fin que la labor de Auditoría conduzca a emprender actividades de mejoramiento de la gestión pública, la Administración debe diseñar  un Plan de Mejoramiento que permita   corregir en un término razonable las irregularidades detectadas, el cual debe ser  remitido a la  Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días  siguientes a la fecha de recibo del presente documento.

El Plan de Mejoramiento debe determinar las acciones concretas que adelantará  la Administración  en relación con los hallazgos formulados en los numerales: 3.2.3  Departamento Administrativo de Planeacion Distrital -DAPD- y 3.2.4 Alcaldias Locales con Jurisdiccion sobre los Cerros Orientales y el cronograma en que se implementarán los correctivos, así como los responsables de las mismas  y del seguimiento a su ejecución. 

Bogotá, 24 de Diciembre de 2004.

JOSE A. CORREDOR SANCHEZ
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3  RESULTADOS DE LA AUDITORIA

3.1  EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO.

Ciertamente, el manejo institucional de los Cerros Orientales ha sido complejo, fragmentado y descoordinado  por lo que se diluyen las responsabilidades de las competencias asignadas por la Constitución y la Ley.  

De otra parte, la falta de una verdadera política ambiental, los conflictos de competencia entre las diferentes Entidades que interactúan en su manejo, la no delimitación oficial del Área de la Reserva  por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, así como la no inscripción del Acuerdo No. 30 de 1976 en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, generan incertidumbre respecto a la validez y eficacia de dicho Acto Administrativo. Incumplimiento de este requisito ordenado en el Artículo 10º del mencionado Acuerdo, el cual fue aprobado mediante la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977, expedida por el Ministerio de Agricultura, que ha servido a quienes  se oponen a la existencia de la reserva, para argumentar que no existe tal afectación, toda vez que el citado Acuerdo no es oponible a terceros. 

Aunado a lo anterior, ocurre que en la actualidad no se cuenta con una norma unificada, unas competencias y responsabilidades concurrentes, así como con una guía técnica y normativa para que las Agencias del Estado y los distintos particulares interesados participen de manera concertada en la conservación de los Cerros Orientales.

Lo evidenciado da cuenta de la ausencia de liderazgo dentro del esquema organizacional con que cuenta el Estado para el manejo del Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, perteneciente a la Estructura Ecológica Principal cuya finalidad es la conservación y recuperación de los recursos naturales como la biodiversidad, el sistema orográfico, el aire y, en general del ambiente deseable para el hombre. 

3.2 COMPONENTE DE INTEGRALIDAD GESTIÓN ADELANTADA POR LA ADMINISTRACIÓN EN EL MANEJO DE LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTÁ D.C.
El presente capítulo del este informe da cuenta de los hechos irregulares detectados en desarrollo de la auditoría, generadores de hallazgos de incidencia administrativa, disciplinaria, fiscal y penal, los cuales han sido puestos en conocimiento de las dependencias y entidades competentes, con el fin de que se adopten las medidas que en cada caso corresponden.

Siendo pertinente precisar que se procede a hacer relación a los mismos por entidades involucradas, al igual que aclarar que los cuestionamientos efectuados a la gestión de entidades que no son de competencia de este Ente de Control, conocidos en desarrollo de la auditoría por la relación directa de aquellas con el tema examinado, como lo son el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y la CAR, fueron también puestos en conocimiento del señor Alcalde Mayor, a través del Control de Advertencia formulado el 18 de Noviembre de 2004, para que en el escenario que él considere conveniente se adelante el análisis pertinente, en orden a que se adopten las decisiones que correspondan. 

En mérito de la consideración antes expuesta, en este acápite se procede a hacer referencia a las irregularidades detectadas en desarrollo de la gestión a cargo de las autoridades ambientales del orden nacional y regional, para los correspondientes efectos.

3.2.1 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial

Dado el carácter Nacional que ostenta el Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, declarada mediante el Acuerdo 30 de 1976, el cual fue aprobado por la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977, es competencia de este Ministerio en los términos del artículo 5º  numeral 18 de la Ley 99 de 1993 “Reservar, alinderar y sustraer las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales y las reservas forestales nacionales, y reglamentar su uso y funcionamiento;”. 

La situación irregular atribuible a este Ministerio, es la no inscripción del Acuerdo 30 de 1976 en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, no obstante que el mismo fue expedido hace más de veintiocho  (28) años. 

Omisión por la cual el Consejo de Estado – Sección Quinta - Sentencia AP – 59 del 31 de Julio de 2003, ha afirmado que el citado Acuerdo no es oponible a terceros, dada la ausencia de los requisitos previstos en el Código Fiscal.

Lo así ocurrido motivó a un particular demandar en acción de cumplimiento ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca con el fin de que se proceda de conformidad con lo señalado en el  Artículo 10º del citado Acuerdo. Corporación que en Sentencia del 1º de Marzo de 2001 ordenó al Ministerio del Medio Ambiente observar lo dispuesto por la norma mencionada, sin que a la fecha así haya ocurrido.

Situación ésta que ha generado diversos cuestionamientos sobre la eficacia del mencionado Acuerdo, toda vez que según lo ha señalado la Corte Constitucional en Sentencia  C-640/02, el acto de inscripción en un registro público no es una simple anotación, en atención a que justamente la finalidad del registro es la publicidad con efectos erga omnes, que hace que el acto o hecho registrado sea oponible frente a terceros, esto es, exigible su cumplimiento.   

El no adelantamiento de la actuación echada de menos, informa que el tema de los Cerros Orientales no ha sido manejado de manera responsable, toda vez que en el periodo de existencia de la reserva el Ministerio no ha solucionado la imprecisión cartográfica y la indefinición de límites existente, en orden a identificar cuáles son los predios que soportarían tal afectación y de esta manera se procediera a la  correspondiente inscripción o registro, lo que denota que se sólo hubo interés en su declaratoria como Área de  la Reserva Forestal, más no en su conservación.

Aunque hoy el Ministerio proceda a atender los requerimientos ordenados con ocasión de la Acción de Cumplimiento ejercitada en su contra, no deja de ser preocupante que se inviertan importantes sumas de dinero en el registro de una afectación común a unos predios, dentro de los cuales algunos ya no responden a la categoría prevista, en razón al uso del suelo que en la actualidad ostentan y, de otra parte, al término a partir del cual surte efectos el registro, a lo cual hace alusión de manera categórica el artículo 44 del Decreto 1250 de 1970, que a la letra señala: “Por regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquel.” 

3.2.2 Corporación Autónoma Regional - CAR-

La Junta Directiva de la CAR en su condición de administradora de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, con fundamento en lo previsto por el Artículo 210 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y Protección al Medio Ambiente, ordenó las siguientes cuatro sustracciones, mediante los correspondientes Actos Administrativos, las cuales son:

· Mediante la Resolución No. 2337 de 1985, se sustrajo una parte del Área de Reserva Forestal denominada Bosque Oriental de Bogotá,  en la que, según la parte motiva de dicho acto administrativo, ...“se había dado una consolidación urbanística en la zona del área de reserva forestal que  corresponde a los Barrios San Luis, San Isidro y La Sureña y que por lo tanto su manejo y control no puede darse bajo la perspectiva de reserva forestal sino bajo normas urbanísticas y de solución a los problemas de la comunidad allí establecida.”... 

Lo ocurrido indica, que con esta sustracción se reconoció la extensa urbanización que se desarrolló sobre la Reserva, lo cual constituye un uso bien diferente al señalado por la Resolución 76 de 1977 para los Cerros Orientales. Alcance de dicha resolución que luego fue adoptado por la Resolución 248 de 1985, expedida por el Departamento Nacional de Planeación.

· A través del Acuerdo No. 17 de Junio de 1990, se realizó una sustracción del Área de Reserva Forestal Protectora, denominada Bosque Oriental de Bogotá un área aproximada de 74 Hectáreas, para la construcción de una infraestructura de recreación y de servicios de apoyo para la conservación y vigilancia del Parque Nacional Olaya Herrera y su sector aledaño, así como para definir los proyectos de ampliación.

Sustracción que se llevó a cabo con fundamento en el Decreto 968 de 1990, en el que se establece como de interés del gobierno Nacional que la capital de la República cuente con un parque de recreación de carácter nacional, cuya infraestructura fue diseñada de acuerdo a los estudios realizados con base en el Convenio 308 de 1987, suscrito entre el Fondo de Inmuebles Nacionales del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, el entonces Distrito Especial de Bogotá, la CAR, la Empresa de Acueducto y alcantarillado de Bogotá, el Instituto de Desarrollo Urbano y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en el cual se especificó que se debían tomar las medidas pertinentes para la conservación y vigilancia del citado parque.

· Así mismo, mediante el Acuerdo  No. 18 del 5 de Junio de 1990, se llevó a cabo la sustracción del Área de Reserva Forestal Protectora, denominada Bosque Oriental de Bogotá, correspondiente a la parte del terreno ofrecido en donación por parte de empresas privadas a la corporación Minuto de Dios, con el fin específico de dotar de vivienda a las familias que habitaban los predios del Parque Nacional Olaya Herrera, en el sector oriental, las cuales se encontraban allí desde la época en se declaró el terreno como de utilidad pública e interés social.

De conformidad con la parte motiva del citado acto administrativo, la decisión fue adoptada con base en los estudios realizados con ocasión del Convenio No. 308 suscrito en 1987, anteriormente citado, en el cual se especificó que se debían tomar las medidas pertinentes para la conservación y vigilancia del Parque Nacional y su sector aledaño, así como para definir sus proyectos de ampliación.

En efecto, se tiene que no obstante encontrarse el mencionado terreno dentro del Área de Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, el mismo fue sustraído para tal fin; sin embargo, se conoce que el proyecto a la fecha no se ha llevado a cabo, pero sí en cambio, ha resultado afectada el Área de Reserva.

· Con la Resolución No. 2413 del 17 de Junio de 1993, la CAR sustrajo del Área de Reserva Forestal Protectora denominada Bosque Oriental de Bogotá, ubicada en la Jurisdicción del Distrito Capital de Bogotá, el sector conocido como Puente Chicó, en extensión de 283.96 Hectáreas, atendiendo los argumentos expuestos por la Sociedad “Reforestadora Puente Chicó Ltda.”, relacionados con la presión de urbanización e intentos de invasión, deforestación y degradación presentadas con ocasión de la consolidación de barrios como San Luis, San Isidro y la Sureña, colindantes con el mencionado sector, que según la citada autoridad ambiental, hicieron necesario tomar las medidas para proteger la zona y así permitir desarrollos compatibles con vocación del suelo y no desarrollos subnormales que generarían impactos ambientales sin ningún tipo de mitigación posible.

Este acto administrativo fue demandado, en acción de nulidad por la Procuraduría General de la Nación ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por considerar que la CAR no tenía competencia para llevar a cabo la sustracción, pero no obstante ser controvertida en razón al valor biológico y ambiental de la zona sustraída, aún no ha sido revocada por la autoridad que expidió el correspondiente acto administrativo.

Sustracciones éstas que han sido cuestionadas, dado que se considera que era el INDERENA o luego de su desaparición, el hoy Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, la autoridad que tenía y tiene la función de realinderar y sustraer áreas de la Reserva Forestal del orden nacional.

Al respecto, es oportuno recordar que la Ley 3ª de 1961, por la cual se creó la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá y de los Valles de Ubaté y Chiquinquirá –CAR- no contemplaba ninguna función relacionada con la administración, alinderación o sustracción de las reservas forestales nacionales, ni modificaba el carácter nacional de la reserva que ocupa nuestra atención, como tampoco lo hizo la Ley 62 de 1983, mediante la cual le fueron asignadas a dicha autoridad ambiental nuevas funciones, dentro de las cuales se encuentra la de “Administrar y proteger los recursos naturales renovables conforme al Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio ambiente”, que en manera alguna incluye la prerrogativa de alinderar o sustraer las áreas de reserva forestal protectora de carácter nacional, declaradas por autoridades de ese orden.

Encuentra este Ente de Control que la sustracción que ha sido más cuestionada, es la llevada a cabo por medio de la Resolución No. 2413 de 1993, por contrariar abiertamente el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, por considerar que no resiste el examen que pueda darse ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, dada la falta de competencia por parte de la CAR, no estar demostrado el interés o utilidad pública y la no existencia de aprobación por parte del Gobierno Nacional, entre otras razones. 

Sin embargo, a pesar de que el Tribunal declarare la nulidad del acto administrativo con el cual se sustrajo dicha área, no se restablece en absoluto el daño ambiental causado, toda vez que el mismo ya está hecho y además éste en principio es irreparable. De otra parte, en el POT esta franja figura como área sustraída y en la actualidad está pendiente que las autoridades competentes ordenen quizá su incorporación al Área Urbana. 

Observa esta Contraloría que los motivos que llevaron a la sustracción en comento, no responden a los lineamientos señalados para el efecto por el citado Código, en el cual se señala que las sustracciones realizadas en las Areas de Reserva Forestal Protectora sólo proceden por razones de utilidad pública o interés social.

Al respecto, debe tenerse en cuenta que la simple aprobación de una sustracción no modifica la calificación jurídica dada por el Distrito al suelo respectivo y por tanto, no convierte estos suelos en urbanos, ni autoriza la urbanización y construcción, sino bajo las condiciones de uso del suelo establecidas por las normas distritales, en virtud de las cuales pueden darse las siguientes posibilidades:

Desarrollar vivienda campestre, en cuyo caso estaría sujeto a la normativa establecida por la CAR, en concertación con las demás autoridades ambientales regionales, para las zonas rurales (que a la fecha no ha sido expedida) y a la obtención de la respectiva licencia.

En tratándose del desarrollo de usos urbanos, además de la sustracción, se requería adelantar el trámite de incorporación previsto en el Acuerdo 6 de 1990, requisito previo a la solicitud de licencias ante los Curadores Urbanos.
Lo anterior significa, que sin cumplir con estos requisitos, toda construcción realizada sería de todas maneras ilegal.

Con la expedición del Decreto 619 de 2000, el Área de Reserva quedó calificada bajo la categoría de protección en el suelo rural, toda vez que de conformidad con el artículo 17 del citado Decreto hace parte del Sistema de Areas Protegidas o Estructura Ecológica Principal del Distrito.

Al respecto, el Parágrafo del artículo 90 del POT establece que ... "En los eventos en que se sustraigan predios de las áreas de reserva forestal por parte de las autoridades ambientales o distritales según el caso, los suelos de las áreas sustraídas se consideran urbanos, rurales o de expansión urbana dependiendo de su ubicación según la clasificación general del suelo establecida en el presente Plan y los usos serán los establecidos para cada clase de suelo en el Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que lo desarrollen”.

Sobre el particular, es necesario precisar que si bien es cierto que este Ente de Control no entra a conceptuar sobre la competencia de la CAR  para ordenar dichas sustracciones, como tampoco si para efectos de la validez de los actos administrativos expedidos con tal fin, estas sustracciones habían sido aprobadas o no por el Gobierno Nacional, también es cierto que es obligación de la Contraloría  poner en evidencia la problemática que pueden presentar estas sustracciones en el ámbito jurídico y las repercusiones de orden ambiental y económico que tales decisiones pueden implicar, en los eventos que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo  determine que aquellas no se ajustan a Derecho, bien por falta de competencia o porque se realizaron sin proceder razones de utilidad pública o interés social.

En relación con la gestión adelantada por la CAR en el manejo de los Cerros Orientales, también resulta oportuno señalar que esta autoridad ambiental no impuso a los infractores de las normas sobre protección ambiental, los tipos de sanciones y medidas preventivas previstas por la Ley 99 de 1993.
Prueba irrefutable de ello la constituye la pérdida de la cobertura vegetal nativa, la industria extractiva que opera en el área, los exclusivos complejos habitacionales allí extendidos, los asentamientos subnormales establecidos de manera desordenada e ilegal ubicados además en zonas de alto riesgo, que utilizan los cuerpos de agua para disponer las basuras y aguas residuales, con impactos en la salud, la vegetación, la flora, la fauna, el suelo y las aguas de los Cerros Orientales.

Igualmente, de conformidad con lo previsto en el numeral 16 del Artículo 31 de la Ley 99 de 1993 y demás normas concordantes, se considera que la reserva forestal protectora de los Cerros Orientales de Bogotá ha sido siempre del orden nacional y a la CAR solamente le fue delegada la administración de la misma.

3.2.3  Departamento Administrativo de Planeacion Distrital  - DAPD -
De conformidad con el Acuerdo 19 de 1996, "Por el cual se adopta el Estatuto General de Protección Ambiental del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá y se dictan otras disposiciones básicas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente", el Departamento Administrativo de Planeación Distrital -DAPD- pertenece al grupo uno de las entidades del SIAC y su principal función como integrante de éste, es la incorporación de consideraciones ambientales en los procesos de zonificación y reglamentación de los usos del suelo y del espacio público en el Distrito Capital.

Analizada la gestión de este Departamento, se han evidenciado los siguientes hechos irregulares, generadores de diferentes tipos de hallazgos, a los cuales se hace referencia en los siguientes términos: 

1º.  Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria por irregularidades en las          Incorporaciones ordenadas por el DAPD

El primer hecho irregular constitutivo de Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria, a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Personería de Bogotá D.C., con el fin de que se investigue y sancione las conductas descritas de los servidores públicos de conformidad con la Ley 734 de 2002, "Por la cual se adopta el Código Único Disciplinario", está relacionado con la gestión adelantada por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital DAPD con posterioridad a la expedición por parte del Ministerio de Agricultura de la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977. 

Periodo durante el cual la citada Entidad ordenó a través de los correspondientes actos administrativos la incorporación de veintiún (21) predios al área urbana del Distrito Capital, diez (10) de los cuales se expidieron antes del Plan de Ordenamiento Territorial y los once (11) restantes en el marco del régimen de transición del Decreto 619 de 2000, previsto en el artículo 515.

Las Incorporaciones objeto de reproche por parte de este Ente de Control son las siguientes: 

TABLA No. 2

INCORPORACIONES APROBADAS CON ANTERIORIDAD AL POT

	LOCALIDAD
	DESARROLLO
	DIRECCION
	ACTO ADMINISTRATIVO
	FECHA
	ACCION DE NULIDAD

	USAQUÉN
	Cerros de Torca
	
	Res. 235/89
	12-06-89
	

	CHAPINERO
	Politécnico Gran Colombiano
	
	Res. 183/82
	13-12-82
	

	
	Santo Domingo 

Alto Cerro Verde
	
	Dec. 857/94
	15-12-94
	

	
	Manuela Beltrán 
	
	Dec. 858/94
	15-12-94
	

	
	La Punta y Las Delicias
	
	Dec. 714-95
	21-11-95
	

	
	Transv. 2 E No. 77-78
	
	Dec. 236/98
	12-04-96
	

	
	Luis A. Vega
	
	Dec. 809/96
	30-12-96
	

	
	Circunvalar Lotes A, B y C
	
	Dec. 012/97
	08-01-97
	

	
	Bosques de Karón
	
	Dec. 979/97
	09-10-97
	

	
	San Cayetano
	
	Dec. 066/00
	27-01-00
	


Fuente: Departamento Administrativo de Planeación Distrital, Oficio radicado con el No. 15127 del 15/09/04.
TABLA No.3

INCORPORACIONES  APROBADAS DURANTE  LA TRANSICIÒN DEL POT

	LOCALIDAD

	DESARROLLO



	DIRECCION
	ACTO

ADMINISTRATIVO
	FECHA
	ACCION DE NULIDAD

	USAQUÉN
	El Triunfo
	
	Dec. 706/00
	23-08-00
	

	
	La Suiza Zona No. 10, Zona 11
	
	Dec. 1013/00
	22-11-00
	Por fallo 1ª instancia

	
	Tequenuza A, La Suiza Palermo
	
	Dec. 1015/00
	22-11-00
	X

	
	Cedro Alto
	
	Dec. 1016/00
	22-11-00
	

	
	Montearroyo
	
	Dec. 1019/00
	22-11-00
	X

	CHAPINERO
	Villa Magola
	
	Dec. 705/00
	23-08-00
	

	
	Mabruk
	
	Dec. 1018/00
	22-11-00
	X

	
	Tramonti
	
	Dec. 1071/00
	18-12-00
	

	SAN CRISTÓBAL
	San Jerónimo de Yuste
	
	Dec. 1020/00
	22-11-00
	X

	USME
	Chiguaza
	
	Dec. 1017/00
	22-11-00
	


Fuente: Datos suministrados por el DAPD, con oficio radicado con el No.15127 del 15/09/04 

Al respecto es oportuno precisar que el referente jurídico aplicable en materia de las incorporaciones y legalización de desarrollos localizados en el Área del Borde Oriental llevados a cabo por la Administración, se encuentra en la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura , por medio de la cual se aprobó el Acuerdo expedido por la Junta Directiva del Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente INDERENA, que a su vez declara y alindera como Área de la Reserva Forestal Protectora la zona denominada Bosque Oriental de Bogotá; también es un referente jurídico, para este caso, el Código Nacional de Recursos Naturales, en el cual se define como área de reserva forestal, la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento racional de áreas forestales (artículos 204, 206, entre otras normas).

Así mismo, el artículo 210 del Código Nacional de Recursos Naturales prevé: “… Si en área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquiera otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva...”.

No obstante lo dispuesto por la norma, el citado Departamento procedió a ordenar la incorporación de los predios antes relacionados, actuación con la cual se autorizó el uso urbano a unos predios ubicados en la reserva forestal protectora de los Cerros Orientales de Bogotá.

Revisado el texto de los correspondientes actos administrativos, se evidenció que el mismo es impreciso, toda vez que no resulta del todo coherente que en éste se asigne el uso principal de preservación del sistema orográfico a un determinado bien y al mismo tiempo se le conceda autorización para ser utilizado como suelo urbano.

De conformidad con la clasificación del suelo adoptada por el POT, los Cerros Orientales fueron clasificados como suelo rural de protección y el artículo 90 señala que el suelo de protección tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.

Por ende, los Decretos expedidos no podían disponer la incorporación de las correspondientes áreas para usos urbanos, salvo que previamente se hubiera realizado la sustracción de la respectiva reserva por parte de la autoridad competente.

Luego, la sustracción de la reserva por las razones antes mencionadas , es prerrequisito para la expedición de los Decretos de asignación de tratamiento en dichas áreas y por consiguiente, los actos administrativos expedidos en estas condiciones contrarían de manera abierta las normas que regulan el asunto o materia, al otorgarle como uso compatible el desarrollo urbanístico, con lo cual se pone en evidencia la contradicción existente para la época, entre la normatividad ambiental y la urbanística.

Es objeto de cuestionamiento la gestión de la Administración Distrital en relación con el asunto o materia señalado, dado que se considera que los trámites de incorporación adelantados en las condiciones señaladas generan  desgaste para la administración, en atención a los costos y tiempos que representan para la entidad como para los particulares, resultado que adquiere mayor significado, cuando con anterioridad se conoce la imposibilidad de asignarles a dichos predios un uso urbano sin la verificación del cumplimiento de los procedimientos previstos en la Ley. 

Lo anterior, máxime si se tiene en cuenta que la competencia para llevar a cabo las sustracciones le corresponde a una Entidad bien diferente a la que ordena las incorporaciones, con motivaciones y criterios respecto al tema ambiental no siempre unificados.  

Sustenta lo afirmado por el Ente de Control las demandas interpuestas a la fecha ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo contra los actos administrativos que ordenaron las incorporaciones señaladas, en relación con algunas de las cuales ya se ha declarado la nulidad de los mismos, por considerar la citada Corporación que la Administración inobservó lo normado en el citado Código Nacional de los Recursos Naturales, declaratoria que de quedar en firme aboca a la Administración a surtir nuevas actuaciones tendientes a obtener el fin perseguido con los actos administrativos de incorporación declarados nulos, dados los desarrollos urbanos hoy existentes en los correspondientes predios. 

Las razones expuestas ponen de presente que el hecho irregular descrito existe, no obstante que los correspondientes actos administrativos señalen que los usos urbanos permitidos en los predios quedan supeditados a la obtención de la sustracción de la reserva ambiental. 

Lo anterior, toda vez que la condición suspensiva estipulada no resulta ser suficiente para suplir el no adelantamiento de la sustracción del área de manera previa.   

Luego resulta inexplicable que el Distrito Capital adelante todo un trámite de incorporación, cuando conoce previamente el procedimiento previsto para el efecto en la Ley, cuya observancia permitiría el ahorro de costos y tiempo tanto para la entidad como para los particulares e impediría la creación de expectativas a los interesados, quienes dan por sentado que con la expedición del Decreto de Incorporación resulta obligado a la autoridad ambiental competente ordenar la sustracción de la correspondiente área.

También sustenta lo afirmado por el Ente de Control, el hecho que a la fecha el Ministerio según comunicación radicada con el No. 1200-E2-83514 del 8 de Noviembre del presente año, no ha ordenado ninguna sustracción de área de la reserva que corresponda a las incorporaciones ordenadas con anterioridad a la expedición del POT o durante el periodo de transición del mismo, a pesar de que algunas datan de 1982 y en la actualidad ya cuentan con el correspondiente desarrollo constructivo.

Luego, la estipulación de la condición suspensiva no ha impedido adelantar las construcciones en las condiciones anotadas. 

El presente hecho irregular fue puesto en conocimiento del citado Departamento mediante oficio 37100023566 del 23 de Noviembre de 2004, quien con oficio radicado con el No. 020720  del 29 de Noviembre del presente año manifiesta entre otras razones lo siguiente: 

"... el proceso de incorporación como nueva área urbana, se dio en el marco de lo dispuesto en los Acuerdos 6 de 1990 y 31 de 1996. En este sentido, en el procedimiento de expedición de los actos acusados, el proceso de concertación concluyó con un acta final, la cual y de acuerdo con la norma de transición del Decreto 619 de 2000, era el instrumento que permitía continuar con los pasos subsiguientes para expedir los respectivos decretos de asignación de tratamiento para los predios ...".

"... el Ministerio del Medio Ambiente, mediante escrito de fecha 30 de Octubre de 1995, señaló: "... la sustracción de la reserva no es prerrequisito para la expedición de un Decreto de asignación de tratamiento en áreas suburbanas ..."

En relación con las incorporaciones ordenadas a partir de la expedición de la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977, proferida por el Ministerio de Agricultura, con la cual se aprobó el Acuerdo No. 30 de 1976, emitido por el INDERENA, a través del cual se declaró como Área de Reserva Forestal Protectora a la Zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, es oportuno señalar que este Ente de Control no desconoce que si bien es cierto que el  Artículo 3º del mencionado Acuerdo prevé la posibilidad de realizar obras de infraestructura y edificaciones en dicha área, previa la obtención de la respectiva licencia, también es cierto, que la Administración debe tener en cuenta que el ordenamiento del sector de los Cerros Orientales no puede darse en el marco del desconocimiento de los mandatos del Código de Recursos Naturales, norma de carácter superior y anterior a los Acuerdos 6 de 1990, 31 de 1996 y del Decreto 619 de 2000 que si bien autorizaron y permitieron en un momento dado asignar tratamientos, la Administración Distrital no podía disponer la incorporación de las correspondientes áreas para usos urbanos hasta tanto no se hubiera realizado la sustracción de  la respectiva reserva por parte de la autoridad competente, tal como lo exige el Artículo 210 del citado Código. 

En consideración a las razones anteriormente expuestas, la actuación objeto de reproche no es otra que la expedición de los Decretos de asignación de tratamientos diferentes a las actividades señaladas en los Artículos 204, 206 y 210 del Código de Recursos Naturales, los cuales señalan el alcance de lo que debe entenderse por Área de Reserva Forestal Protectora, precisando que esas zonas son reservadas para destinarlas exclusivamente al establecimiento o mantenimiento de áreas forestales, zona que debe ser conservada permanentemente con bosques; lo que implica, que no puede ser destinada a fines urbanos, hasta tanto no se cumpla con el prerrequisito de la sustracción de la correspondiente área.

Así mismo, este Órgano de Control comparte plenamente el criterio del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y por consiguiente encuentra que el argumento expuesto por el DAPD sobre la no necesidad de la sustracción de la reserva para la expedición de los Decretos de asignación de tratamiento en áreas suburbanas, emitido en 1995 por el  Ministerio del Medio Ambiente, no desvirtúa los hallazgos formulados, toda vez que además de la falta de carácter vinculante del mismo, la máxima autoridad ambiental no le está permitido dejar de lado las regulaciones vigentes a las que están sujetas la recuperación, conservación, protección, manejo, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio ambiente, a fin de asegurar el predicado desarrollo sostenible. 
De otra parte, lamenta este Órgano de Control que tan sólo en algunos de los casos como bien lo señala el DAPD, hayan desaparecido de la vida jurídica los Decretos de Incorporación, argumento que sin lugar a dudas, sustenta las razones expuestas sobre lo desafortunadas que en esta oportunidad resultaron ser las decisiones de la Administración, conformándose con el hecho de que algunos interesados no hayan hecho uso de los derechos otorgados, ignorando que ya se construyeron obras de manera ilegal en predios incorporados como Cerros de Torca, Politécnico Gran Colombiano, Manuela Beltrán, Torres del Metropólitan, Montearroyo, Mabruk, Tramonti, entre otros; lo que denota lo fallida que resultó ser la condición suspensiva estipulada en los correspondientes actos administrativos, toda vez que o bien los interesados obviaron la sustracción y construyeron sin licencia o en otros los Curadores también otorgaron licencia, sin importar que la autoridad ambiental competente no hubiera sustraído previamente la respectiva  área de la Reserva.    

2o. Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria por irregularidades relacionadas con los desarrollos localizados en el Área del Borde Oriental y Legalización de Barrios    

Constituye Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria, a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Personería de Bogotá D.C., con el fin de que se investigue y sancione las conductas descritas de los servidores públicos de conformidad con la Ley 734 de 2002, "Por la cual se adopta el Código Único Disciplinario", el significativo número de desarrollos localizados en el Área del Borde Oriental, cuya formación en su momento no fue impedida por las autoridades competentes a través de la utilización de los mecanismos previstos en la Ley,

En relación con los cuales, la Administración Distrital a partir de la expedición del Acuerdo 6 de 1990, procedió a la consiguiente incorporación de Barrios cuyo número asciende a sesenta y uno (61), de los cuales según información suministrada por el mismo DAPD, treinta y cuatro (34) ya fueron sometidos al procedimiento de legalización y veintisiete (27) están en trámite, los que a continuación se relacionan indicando la localidad a la cual pertenecen, nombre del desarrollo, Hectáreas ocupadas, lotes existentes, población estimada y la situación jurídica en que se encuentran, esto es, si ya se surtió el proceso de legalización o si el mismo se encuentra en trámite:

TABLA No. 4

BARRIOS EXISTENTES DENTRO DE LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTÁ D.C.
DESARROLLOS LOCALIZADOS EN EL ÁREA DEL BORDE ORIENTAL

	LOCALIDAD
	No.
	DESARROLLO
	HAS.
	No. TOTAL DE LOTES
	POBLACIÓN ESTIMADA
	ESTADO ACTUAL

	
	
	
	
	
	
	LEGALIZADO
	EN TRAMITE

	
	
	
	
	
	
	
	

	Usaquén
	1
	Buenavista
	17.29
	990
	5,346
	Res. 1126/96
	

	
	2
	Mirador del Norte
	0.46
	39
	211
	Res. 330/99
	

	
	3
	San Cecilia Norte Parte Alta
	27.92
	671
	3,623
	Res. 018/00
	

	
	4
	Soratama
	11.26
	313
	1,690
	Res. 018/01
	

	
	5
	Altos de Serrezuela
	1.47
	36
	194
	
	x

	
	6
	Mirador del Norte
	6.67
	454
	2,452
	
	x

	
	7
	Horizontes
	6.13
	335
	1,809
	Res. 261/85
	

	
	8
	El Codito
	8.64
	296
	1,598
	Res. 1126/96
	

	
	9
	Cerros Norte
	29.63
	355
	1,917
	Res.120/82
	

	
	10
	Balcones de Vista Hermosa
	1.24
	107
	578
	Res.330/99
	

	
	11
	Buenavista La Estrellita II
	4.67
	356
	1,922
	Res.566/00
	

	
	12
	San Isidro La Capilla
	2.72
	39
	211
	
	x

	
	13
	La Frontera
	
	
	
	
	

	
	14
	Arauquita
	2.47
	147
	794
	
	x

	
	15
	Buenavista II Sector
	
	
	
	
	

	
	16
	Arauquita II
	
	
	
	
	

	
	17
	Lote 95 Soratama
	
	
	
	
	

	
	18
	Las Lomitas
	
	
	
	
	x

	Total
	18
	
	120.57
	4,138
	22,345
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	Chapinero
	1
	Pardo Rubio
	8.60
	155
	837
	Res. 451/99
	

	
	2
	Villa Anita
	0.82
	63
	340
	Res. 451/99
	

	
	3
	Bosques de Bellavista
	1.63
	103
	556
	
	x

	
	4
	La Esperanza Nororiental
	10.09
	537
	2,900
	
	x

	
	5
	San Isidro II
	31.69
	20
	108
	
	x

	
	6
	Bosque Calderón Tejada
	10.56
	304
	1,642
	
	x

	
	7
	Bosque Calderón Tejada II
	6.30
	176
	950
	
	x

	
	8
	San Martín de Porres III y IV
	2.20
	110
	594
	
	x

	
	9
	Villa del Cerro
	3.00
	170
	918
	
	x

	
	10
	El Paraíso Sector La Isla
	0.30
	18
	97
	
	x

	
	11
	Villa del Cerro III
	0.44
	10
	54
	
	x

	Total
	11
	
	75.63
	1,666
	8,996
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	Santa Fe
	1
	Egipto
	1.68
	418
	2,257
	Res. 1126/96
	

	
	2
	Egipto Alto
	13.56
	322
	1,739
	Res. 1126/96
	

	
	3
	El Guavio
	7.97
	463
	2,500
	Res. 1126/96
	

	
	4
	La Peña
	5.39
	358
	1,933
	Res. 1126/96
	

	
	5
	Roció Parte Baja
	2.28
	138
	745
	Res. 1126/96
	

	
	6
	Rocío Centro Oriental
	8.38
	510
	2,754
	Res. 1126/96
	

	
	7
	Rocío Oriental
	1.97
	103
	556
	Res. 1126/96
	

	
	8
	Santa Rosa de Lima
	6.26
	474
	2,560
	Res. 1126/96
	

	
	9
	San Dionisio
	1.68
	70
	378
	Res. 1126/96
	

	
	10
	El Consuelo
	10.94
	774
	4,180
	Res. 1126/96
	

	
	11
	Los Laches
	24.19
	819
	4,423
	Res. 338/99
	

	
	12
	Vitelma
	4.21
	150
	810
	Acuerdo 22/63
	

	
	13
	El Dorado
	17.57
	954
	5,152
	Res. 1126/96
	

	Total
	13
	
	106.08
	5,553
	29,987
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	San Cristóbal
	1
	Montecarlo
	5.40
	129
	697
	Decreto 1073/74

	
	2
	Manila
	2.17
	176
	950
	Res. 329/99
	

	
	3
	San Cristóbal Alto
	6.90
	223
	1,204
	Res 1126/96
	

	
	4
	Gran Colombia
	2.97
	115
	621
	
	x

	
	5
	Los Laureles Sur Oriental I Sector
	7.41
	569
	3,073
	
	x

	
	6
	La Cecilia
	2.55
	175
	945
	
	x

	
	7
	Aguas Claras
	11.20
	729
	3,937
	
	x

	
	8
	El Triangulo
	6.25
	226
	1,220
	
	x

	
	9
	El Manantial (incluido en el Triangulo)
	
	
	
	x

	
	10
	Corinto
	2.96
	239
	1,291
	
	x

	
	11
	Miraflores
	2.92
	121
	653
	Res 1126/96
	 

	
	12
	La Selva
	0.76
	41
	221
	
	x

	
	13
	Ciudad Londres
	9.61
	236
	1,274
	Res. 38/84
	 

	
	14
	San Manuel
	
	
	
	
	 

	Total
	14
	
	61.10
	2,979
	16,086
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	Usme
	1
	Parcelación San Pedro
	15.62
	402
	2,171
	Res 420/98
	

	
	2
	Tihuaque
	6.01
	47
	254
	Res. 014/99
	

	
	3
	Villa Rosita
	11.40
	916
	4,946
	Res. 014/99
	

	
	4
	Las Violetas
	7.40
	247
	1,334
	Res. 769/84
	

	
	5
	El Bosque Km. 11
	11.41
	899
	4,855
	Res. 420/98
	

	Total
	5
	
	51.84
	2,511
	13,560
	
	

	TOTAL
	61
	
	415.22
	16,847
	90,974
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: DAPD

Lo anterior significa, que en el marco del Acuerdo 6 de 1990 y hasta la expedición del POT, transcurrió una década durante la cual la norma ambiental y la urbanística estaban en clara contradicción, toda vez que no limita al uso forestal que la Resolución 76 de 1977 ordena, dada la permisividad de desarrollos urbanos no planificados sobre el Área de la Reserva Forestal Protectora.

Hechos que informan que la Administración ante la impotencia para impedir el crecimiento desordenado de la ciudad, de manera recurrente ha tenido que proceder a “legalizar” las situaciones patrocinadas por las vías de hecho que han contribuido de manera directa a la degradación que en la actualidad presentan los   Cerros Orientales.

Así mismo, la Administración Distrital bien conoce que el parque inmobiliario de Bogotá, ha sido construido por fuera de los controles establecidos por los gobiernos locales y que si no se adoptan medidas efectivas que contrarresten de inmediato la ocurrencia de asentamientos subnormales establecidos de manera desordenada e ilegal, se va a seguir patrocinando la polarización de la ciudad formal con la ciudad informal y segregando socio – espacialmente a la población, lo cual obstaculiza el equilibrio urbano y social en las ciudades. 

Tampoco debe escapar a la autoridad planeadora que resulta más económico proveer el crecimiento ordenado de la ciudad que tener que remediar los defectos o disfuncionalidades que de todas maneras el Distrito Capital debe asumir, con los consecuentes costos sociales y financieros.

El hecho anteriormente anotado fue puesto igualmente en conocimiento del DAPD quien mediante oficio radicado con el No. 020720 del 29 de los corrientes  manifestó:

"... Adicionalmente, el Artículo 399 contempla que las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales (Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá) se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional (CAR) para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17 citado...". 

"... Para la coordinación del proceso de elaboración del POMCO, las tres entidades constituyeron una comisión conjunta a la que invitaron a participar al DAPD y la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales, ésta última en calidad de veedora.

"Dentro del proceso que se ha surtido, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a través del oficio DDT-T-386 del 27 de Julio de 2004, manifiesta que complementariamente a la labor de la comisión conjunta, el Ministerio y el IGAG adelantan estudios conducentes a disponer de una línea cartográfica base, usos del suelo, cobertura y cartografía predial actualizada con el fin de inscribir dicha reserva en la Oficina de Instrumentos Públicos"... 

No obstante que el DAPD no se opone al hecho irregular descrito en este numeral, generador del hallazgo formulado, encuentra oportuno que sea la misma Administración quien se ocupe de hacer referencia que a la fecha, esto es, cuatro (4) años después de expedido el POT, no ha tenido lugar la expedición del Plan de Ordenamiento y Manejo de los Cerros Orientales.

Omisión, en relación con la cual vale la pena aclarar, que en nada autoriza el no ejercicio del control urbano por parte de las autoridades competentes, como tampoco a la Administración hacer uso de mecanismos tendientes a "subsanar" situaciones de hecho, resultantes de rehuir a su obligación de proteger el área, con abierto desconocimiento de las normas que regulan este asunto o materia.

Resulta ser letra muerta que el POT haya dispuesto incluir los Cerros Orientales dentro de la Estructura Ecológica Principal y el Sistema de Areas Protegidas del Distrito, como Área Protegida del Orden Regional y Nacional, lo cual fue ratificado por el Decreto de Revisión de aquel No. 469 de 2003 y compilado en el Decreto No. 190 de 2004, si no existen políticas serias tendientes a su conservación y mal puede pensarse que ocurre lo contrario, cuando aproximadamente veintisiete (27) años después no se cuente con un instrumento jurídico en el cual se establezca todo lo relacionado con el régimen de uso y ocupación en los Cerros Orientales, capaz de unificar la posición del Estado, que exprese el interés general con respecto al manejo del área y establezca unas reglas claras y precisas para que las decisiones que se adopten sean con observancia del principio Constitucional de Igualdad y de esta manera se eviten los vacíos, transiciones o gradaciones que dificulten el control público  y, por el contrario, patrocinen el sendero de buscarle  el quiebre a la norma, como si tratara de la confección de un traje, a la medida de los intereses de quienes gestionan el uso del suelo, tal como en el pasado ocurrió con las sustracciones, incorporaciones, legalización de barrios enteros y con quienes infringieron el Régimen Urbanístico y construyeron sin ningún tipo de restricción.

El DAPD, debe tener presente que la mora en la expedición de la norma en cita genera igualmente perjuicios de distintos órdenes como el económico en contra del  mismo Distrito Capital, dado que la clasificación del uso del suelo es una variable importante en la tarifa asignada para efectos del pago de impuestos, en vía de ejemplo. 

3.2.4  Alcaldias Locales con Jurisdiccion sobre los Cerros Orientales

Mediante la Resolución Ejecutiva Número 76 de 1977, proferida por el Ministerio de Agricultura, con a cual se aprobó el Acuerdo No. 30 de 1976, emitido por el INDERENA, a través del cual se declaró al Bosque Oriental de Bogotá, como zona de Reserva Forestal Protectora.

Sin embargo, a lo largo de estos veintisiete (27) años lo predicado por las normas en materia de la cobertura vegetal destinada a la conservación de la biodiversidad el agua y los suelos es letra muerta, toda vez que durante este lapso allí han tenido lugar sectores urbanos "legales", así como otros procesos informales de ocupación y alteración sobre grandes extensiones de la misma; situaciones de hecho que condujeron a la Administración, aun cuando el daño ambiental ya estaba causado, a admitir la necesidad de que los Cerros Orientales cuenten con una norma clara, que recoja la distintas competencias institucionales, en virtud de lo cual, se señaló en el artículo 389 del Decreto 619 de 2000, lo siguiente:

“Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales (Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura) se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional CAR) para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17 de este Plan.”. No obstante lo cual a la fecha no ha sido adoptado formalmente el correspondiente instrumento jurídico. 

De otra parte, la Ley 9ª de 1989, el Decreto 1421 de 1993, la Ley 388 de 1997, el Decreto 1052 de 1998 y la Ley 810 de 2003, informan todo lo relacionado con las infracciones urbanísticas y señalan que el control y competencia para imponer las sanciones allí previstas corresponde a los Alcaldes Locales, las que deberán ser graduadas de acuerdo con la gravedad de la infracción y la reiteración o reincidencia en la falta.

Las normas aplicables señalan que en tratándose de construcción, urbanización o parcelación en terrenos de protección ambiental, la cuantía de las multas se incrementará hasta en un ciento por ciento (100%).

Al respecto, el artículo 86 numeral 9º del Decreto 1421 de 1993, dispone que corresponde a los alcaldes locales:

(...) 

“Conocer de los procesos relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo e imponer las sanciones correspondientes.”  

(...)

De igual manera, el artículo 103 de la Ley de Ordenamiento Territorial 388 de 1997, dispone que corresponde a los citados servidores públicos:

Investigar y sancionar las infracciones a las disposiciones urbanísticas, así como suspender obras sin licencia o por no ajustarse a la misma.  

Así mismo, el Decreto 1052 de 1998, señala que corresponde a los alcaldes directamente o por conducto de sus agentes  ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las obras, con el fin de asegurar el cumplimiento de las licencias otorgadas y de las demás normas y especificaciones técnicas contenidas en el POT. 

No obstante, es necesario aclarar que el número de procesos, relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo, que al momento de la visita administrativa de carácter fiscal cursaban en las Alcaldías Locales con jurisdicción sobre los Cerros Orientales, como son las de Usaquén, Chapinero, Santa fe, San Cristóbal y la de Usme, puestos a disposición para efectos de llevar a cabo el control legal a la gestión relacionada con la vigilancia que deben adelantar éstos servidores sobre las obras o construcciones que tengan lugar en el sector asciende a 128, de los cuales 72 corresponden a Usaquén; 19 a Chapinero; 28 a Santa fe; 9 a San Cristóbal y 0 expedientes a Usme. 

Examen de los documentos que ha permitido tener conocimiento del grado de efectividad de las medidas adoptadas por la Administración, en ejercicio de la competencia asignada por la Ley en esta materia.

En efecto, los hechos evidenciados en el trámite del proceso auditor informan sobre la oportunidad de las actuaciones administrativas de tipo técnico, jurídico y administrativo como las relativas a la expedición de los informes que deben rendirse luego de la diligencia de verificación o visita previa al predio con el fin de determinar si se está infringiendo la norma urbana, al igual que aquella con que la Administración impone los tipos de sanciones previstas por la Ley, decide los recursos interpuestos y se llevan a cabo las demoliciones de las obras ordenadas en los correspondientes actos administrativos.

Por lo tanto, se procede a hacer referencia a los hechos irregulares, generadores de distintos tipos de hallazgos en los siguientes términos:

1º. Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria relacionado con el ineficiente control urbano a cargo de los  Alcaldes Locales 

Constituye Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria, a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Personería de Bogotá D.C., con el fin de que se investigue y sancione las conductas descritas de los servidores públicos de conformidad con la Ley 734 de 2002, "Por la cual se adopta el Código Único Disciplinario", el hecho irregular evidenciado relacionado con el ineficiente control urbano ejercido, de lo cual dan cuenta el escaso número de procesos que se tramitan respecto del asunto o materia objeto de examen en cada una de las Alcaldías Locales que no se compadece con el número de construcciones ilegales, hoy existentes en el Área de la Reserva, las que en el menor tiempo se transforman en desarrollos que remontan el borde oriental, en otros casos trascienden el área de una anterior "legalización" de asentamientos, pero aún así, tampoco esta circunstancia motiva a la Administración para dar inicio a igual número de procesos en proporción directa a los casos de ilegalidad presentados en la zona.

Lo ocurrido demuestra que las Alcaldías Locales no ejercen el control urbano requerido y que en consecuencia, tal omisión se convierte en el círculo vicioso responsable de la degradación del Área de la Reserva y del crecimiento desordenado de la ciudad.

Sustenta lo afirmado, el hecho de que las Alcaldías Locales aún en aquellos eventos en que la Subdirección de Control de Vivienda del DAMA, les ha puesto en conocimiento que en el Área de la Reserva Forestal Protectora denominada Bosque Oriental de Bogotá, existen a la fecha un número de construcciones ilegales superiores a los 647 casos, en aquellos Despachos se estén tramitando en total tan sólo 128 querellas, equivalentes al 19% de las situaciones reportadas por parte de la autoridad ambiental del Distrito Capital. 

Es así como a la Alcaldía de Usaquén le fueron reportados 152 casos de ilegalidad constructiva en el área y la misma sólo tramitaba para aquella época 72   procesos; Chapinero 19 procesos de los 79 casos puestos en conocimiento; Santa fe 28 procesos de los 42  casos informados; San Cristóbal 9 procesos de los  131 asuntos establecidos y Usme 0 procesos por infracción a las normas urbanísticas, no obstante que le fue dada a conocer la existencia de 215 casos de ilegalidad en el área.

Cifras que resultan preocupantes, toda vez que en la realidad es mayor el número de casos de ilegalidad, dado que los puntos de monitoreo y control manejados por  la citada Subdirección, como su nombre lo indica hacen referencia a unas áreas objeto de prevención de la ocupación o construcción ilegal y por consiguiente, no corresponden a un inventario de todos aquellos casos que en la realidad han tenido lugar en las circunstancias anotadas, que ameritan la imposición de las sanciones urbanísticas o ambientales previstas en la Ley. Todo lo cual pone en evidencia que tampoco hay la articulación adecuada entre las dependencias o entidades a quienes corresponde la disciplina urbana, que garantice a los ciudadanos una ciudad ordenada, para vivir con calidad.        

El hecho anteriormente anotado, al igual que el señalado en el siguiente numeral  fueron  puestos en conocimiento de la Alcaldía Mayor de Bogotá y de las Alcaldías Locales de Usaquén, Chapinero, Santa fe, San Cristóbal y Usme, a través de los oficios radicados con los números 1-2004-68025 E del 24 de Noviembre de 2004, 013728 del 22 de Noviembre, 11360 del 22 de Noviembre, 12036 del 22 de Noviembre, 9316 del 23 de Noviembre y 8232 del 22 de Noviembre de 2004, respectivamente, quienes mediante oficios radicados con los Nos. 20700 del 29 Noviembre, 20587 del 26 de Noviembre, 20560 del 26 de Noviembre, 20698 del 29 de Noviembre y 20594 del 26 de noviembre de 2004 expusieron, entre otras razones las siguientes:

..."con solo tres personas se atienden 1400 procesos y más de 2000 quejas, así mismo con un solo arquitecto se revisa una localidad que por su complejidad y extensión es más grande que una ciudad capital de departamento como Villavicencio entre otras." ...

..."aunado a ello el tener que adelantar un trámite tan extenso para cada caso, han realizado todos y cada uno de los esfuerzos posibles para cumplir con las funciones de control urbanístico que se adelantan, y que este cúmulo de trabajo permite." ...

..."se remitieron 35 querellas por jurisdicción y competencia a la Alcaldía Local de Santa fe; además de encontrarse actualmente en curso 16 expedientes más en nuestra Alcaldía de Chapinero y de haberse demolido dos construcciones, con la participación incluso del Procurado Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios de la Procuraduría General de la Nación."

..."Una vez recibidas en número de 35 querellas, las cuales existían en Chapinero desde el año 1996, se procedió a avocar el conocimiento en la Asesoría de Obras en el estado en que fueron recibidas así, se dio inicio al estudio de cada una de las investigaciones, en las que se encontraron peticiones pendientes de resolver y que dentro del marco del debido proceso se resolvieron recursos, peticiones de nulidad y revocatoria directa, entre otras."...

..." Los desarrollos ya terminados, fueron realizados en años anteriores a la fecha en que esta alcaldía asumió la competencia por la Resolución de Planeación Distrital que redefinió los límites de la Localidad de Chapinero al igual que el Acuerdo 173 de fecha 30 de diciembre del año 2003, del Honorable Concejo de Bogotá, sin que desde el momento en que se asumió nuestra competencia se hayan continuado con desarrollos constructivos en la Vereda El Verjón Bajo. ...

..."para noviembre de 2003 esta Alcaldía no contaba con presupuesto disponible para la ejecución de las demoliciones, por infracción al régimen de obras y urbanismo, fecha en la cual el presupuesto del 2004 ya había sido asignado, requiriéndose para las demoliciones la disponibilidad económica y logística, como maquinaria, mano de obra y transporte de escombros."...

..."De la misma manera tendremos en cuenta las recomendaciones para la correcta aplicación de los preceptos y en especial sobre el término de la caducidad."...

..."si bien es cierto que no se han impuesto multas por las construcciones efectuadas en la zona de reserva es porque la sanción que se considera más efectiva para estas zonas declaradas de reserva forestal y/o ronda de río es la DEMOLICION. Teniendo en consideración que lo que busca la administración distrital a través del POT es preservar estas zonas manteniéndolas en su estado original; es decir, en caso de imponer multas estaríamos prácticamente sancionando con el agravante de dejar la construcción en pie sin retirar la misma. 

"Lo anterior también obedece a que el Consejo de Justicia también ha sido enfático en sostener que es inconstitucional imponer dos (2) sanciones por los mismos hechos." ...

..."Casos aislados como el de EL SECTOR LAURELES ALTO, cuyo expediente es el No. 027 de 2002 que se inició en tal fecha permaneció cinco meses en el Consejo de Justicia y acto seguido la Defensoría del Pueblo nos oficia manifestándonos que el tomar estas medidas (demolición) respecto de la protección del régimen urbanístico dejan desprotegidas a las familias en completa desprotección, y que es necesario velar por el ejercicio de los derechos humanos tales como el derecho a una vivienda digna, la seguridad y la salubridad pública el acceso  de un ambiente sano entre otros y que en razón de lo anterior la DEFENSORIA DEL PUEBLO  solicita que la medida debe acompañarse de la urgente reubicación de las familias que ven amenazados sus derechos."...

..."a Octubre 31 de 2004 se encuentran en procedimientos pendientes de visita del profesional de la construcción: Del año 2001 quedan doce (12) obras; del 2002, ciento ochenta y dos (182); del 2003, doscientas treinta (230) y del 2004, ciento veintisiete (127) para un total de quinientas cuarenta y seis (546) querellas muy probablemente para abrir.

"De otro lado son muchas alrededor de cuatrocientas (400) querellas vivas sin contar con que una vez terminan pueden durar cinco (5) años más en cobros."...

..."Finalmente estamos totalmente de acuerdo con el trámite de los tres (3) años para que la administración inicie el trámite tendiente a establecer  una vez agotado el mismo si hay o no lugar a la imposición de las sanciones previstas en la Ley"...

Como bien puede observarse, los distintos cuestionamientos formulados por este Ente de Control son corroborados por las mismas respuestas dadas por los Alcaldes Locales; no obstante, a efectos de que no exista duda de la objetividad de las afirmaciones hechas, adelante se relacionan los expedientes que fueron objeto del correspondiente examen, en los cuales se puede verificar la existencia de las irregularidades puestas en conocimiento con el fin de que se adopten acciones efectivas que garanticen la protección del Área de la Reserva, patrimonio natural de la cual se benefician los seres vivos para su subsistencia, dado que las selvas, las montañas y los bosques, recursos naturales renovables, son, entre otras cosas, los grandes purificadores del aire, proporcionan oxígeno, elemento que tonifica el organismo y da el saludable encanto de prolongar la vida, mantienen la regularidad de las lluvias, cuyo valor y beneficio bien conoce la humanidad.

De ahí que no resulta lógico para este Órgano de Control que la Administración Distrital se resista a reconocer que la gestión adelantada en los términos en que hoy ocurre no es el modelo requerido para defender y restituir el medio ambiente, cuya degradación no tiene fronteras, toda vez que afecta y daña todo el planeta tierra y que algunas de sus causas son la pobreza urbana y rural, la ignorancia de una gran parte de la población y, paradójicamente, la riqueza de una minoría de los habitantes, a lo cual se suma el ineficiente control ambiental y urbano por parte de las autoridades competentes.

Si la Administración no es la primera en estar convencida de la necesidad de defender los recursos naturales con mecanismos dirigidos a buscar fórmulas de solución a los problemas anotados, incluyendo fundamentalmente el manejo de compatibilidad ambiental con el desarrollo sostenible, haría imposible frenar la rápida carrera de degradación del Área de la Reserva, por cuanto los daños ya son muy grandes y los recursos económicos además son muy limitados para superar en corto plazo el desastre ambiental acumulado en muchas décadas de agresión que se traduce en contaminación del aire, del agua, en la deforestación, en el agotamiento de los recursos hídricos superficiales y subterráneos, en la contaminación por los desechos y, en fin, en daño de ecosistemas.

En este orden de ideas, se tiene que las razones expuestas por la Administración no desvirtúan los hechos irregulares puestos en conocimiento, siendo prioritario que la misma observe las normas que regulan los procedimientos para el desarrollo de las actuaciones administrativas y de policía en las localidades y no limitarse a desconocer la problemática existente en la materia, olvidando que de conformidad con lo previsto en el Artículo 209 Constitucional, la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad,  eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, entre otros, de lo cual se infiere que no resulta serio aducir que desde el año 2001 se encuentran visitas técnicas pendientes de llevar a cabo, resultado de lo cual, probablemente se van a abrir quinientas cuarenta y seis (546) querellas, cifra que contrasta con el número de procesos, que en caso de  la Alcaldía de Usme, están cursando en la actualidad por infracción al Régimen Urbanístico en el Área de los Cerros Orientales, que para la fecha en que se llevó a cabo la Visita Especial de carácter Fiscal era de cero (0) expedientes, hecho del cual da cuenta la relación entregada a este Ente de Control, en desarrollo de la misma, así como el material fotográfico recaudado sobre los desarrollos existentes en sectores como Las Violetas, Villa Suiza y San Pedro, visitados de manera conjunta con la Subdirección de Control de Vivienda del DAMA y funcionarios de dicha Alcaldía.

Así mismo, lamenta esta Contraloría que la Administración Distrital no maneje de manera unificada criterios en torno a la posibilidad de multar y a la vez ordenar la demolición, por considerar que no se puede imponer dos sanciones por los mismos hechos, tal como lo manifiesta la Alcaldía Local de San Cristóbal, en oficio de fecha 29 de noviembre de 2004. 

Al respecto, debe tenerse en cuenta que la multa procede por el mero hecho de la inobservancia de la normatividad, lo cual no se contrapone a la obligación de demoler las obras adelantadas con infracción Régimen Urbanístico. Corrobora lo así afirmado el texto mismo del Artículo 2º. De la Ley 810 de 2003, por el cual se modifica el Artículo 104 de la Ley 388 de 1997, en el que se dispone que además de la orden policiva de demolición de la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, prevé sin duda alguna la imposición de multas, con el agravante que en tratándose de terrenos de protección ambiental, las mismas se incrementan hasta en un ciento por ciento (100%). 

Luego, un asunto es el derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho, cual es una de las garantías del derecho fundamental del debido proceso a que hace alusión el Artículo 29 Constitucional y otro, que en el desarrollo de una actuación como la que es objeto de examen la Ley permita imponer varias clases de sanciones, de manera graduada de acuerdo con la gravedad y magnitud de la infracción y la reiteración o reincidencia en la falta. Téngase en cuenta, que la norma dispone que las multas son además sucesivas.

En efecto, de las irregularidades puestas en su conocimiento pueden dar cuenta los siguientes expedientes:

ALCALDIA LOCAL DE USAQUEN:  3703-03; 3770 -04;  3741-03;  3790-04; 3798-04; 3721-03; 3720-03; 3558-02;  3557-02;  3648-02;  3645-02;  3710-03;  3657-03;  3529-02;  2403-97;  3598-02;  3660-03;  2363-97;  3551-02;  3554-02;  3536-02;  3541-02;  3716-03;  3609-02;  3679-02;  3725-03;  3712-03;  3717-03;  3718-03;  3783-04;  3831-04;  3726-03;  3819-04;  3730-03;  3830-04;  3789-04; 3739-03;  3769-03;  3777-04;  3776-04;  3845-04;  3828-04;  2607-98;  3351-00;  2611-98;  2729-98;  2816-98;  2928-99;  3442-00;  2710-98;  3014-99;  2304-97;  3024-99;  3443-00;  3422-00;  3423-00;  3425-00 y 3424-00.   

ALCALDIA LOCAL DE CHAPINERO:  156-98;  186-99;  219-00;  237-00;  033-02;  041-02;  066-01;  156-03;  049-02;  040-02;  036-03;  160-98;  099-02;  126-01;  198-98;  067-03;  144-02;  009-03;  012-02 y  194-00.

ALCALDIA LOCAL DE SANTA FE:  195-03;  161-03;  200-03;  196-03;  181-03;  190-03;  198-03;  199-03;  188-03;  193-03;  170-03;  178-03;  186-03;  194-03;  174-03;  187-03;  192-03;  176-03;  175-03;  167-03;  169-03;  183-03;  179-03;  184-03;  172-03;  171-03;  173-03 y 180-03.

ALCALDIA LCAL DE SAN CRISTOBAL:  074-03;  076-03;  075-03;  039-01;  038-03;  027-02;  023-03;  009-04;  054-03;  015-04.

ALCALDIA LOCAL DE USME: 0 Expedientes.  

Finalmente, respecto de los casos puestos en conocimiento por  parte de la Subdirección de Control de Vivienda, los remitimos al archivo de dicha Subdirección, así como a las Fichas de Monitoreo de Areas susceptibles a Desarrollo Ilegal entregadas por dicha dependencia a las Alcaldías Locales, cuyo número podrá ser verificado y ampliado a través de las visitas de monitoreo y control.

2º. Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria relacionado con el trámite de los procesos iniciados y no adopción de las medidas o mora en la imposición de las  sanciones previstas en la Ley y falta de seguimiento a las medidas preventivas adoptadas.   

Constituye Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria, a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Personería de Bogotá D.C., con el fin de que se investigue y sancione las conductas descritas de los servidores públicos de conformidad con la Ley 734 de 2002, "Por la cual se adopta el Código Único Disciplinario", la inobservancia de los términos en el trámite de las correspondientes querellas y la mora o no imposición de las sanciones urbanísticas previstas en el artículo 2º de la Ley 810 de 2003, mediante el cual se modificó el artículo 104 de la Ley 388 de 1997, así como la no decisión oportuna de los recursos interpuestos contra las providencias mediante las cuales se imponen las medidas, al igual que la no materialización de las demoliciones previamente ordenadas, no obstante que las mismas son escasas en su número.

La inobservancia de la normatividad correspondiente facilita la ilegalidad y da cuenta que el seguimiento y control  en el desarrollo de las actuaciones no es efectivo y vulnera las prescripciones de la Resolución 0343 de 2002, expedida por la Secretaría de Gobierno de Bogotá D.C., en cumplimiento de lo normado en el artículo 269 de la Constitución Política, por medio de la cual adoptó entre otros, el procedimiento que orienta la actuación administrativa de competencia de los Alcaldes Locales en materia de Infracción al Régimen Urbanístico, el cual tiene una secuencia de noventa y cinco (95) actuaciones cuyo trámite está previsto que se deba surtir en orden a decidir de fondo si hay lugar o no a imponer las sanciones que en materia urbanística la Ley prevé, por trasgresión a las normas sobre urbanismo y construcción. 

En efecto se observó que la autoridad local, no ejerce de manera oportuna el seguimiento que le corresponde adelantar  con el fin de constatar el cumplimiento de las medidas preventivas impuestas a los infractores de la normatividad ambiental y constructiva aplicables.

Es así como se pudo evidenciar que en aquellos pocos casos en que la Administración ha impuesto medidas preventivas como las de suspensión y sellamiento de las obras ilegales,  no son acatadas por los infractores, dada la laxitud con que actúan los Alcaldes Locales en el seguimiento a dichas medidas, permitiéndose que en futuras visitas encuentren las obras totalmente concluidas.

Lo así ocurrido pone en evidencia que no solamente los burgomaestres son ineficaces en ejercer el control debido, hacer respetar las medidas preventivas impuestas, lo cual denota que aún es menos posible que éstos procedan a ejecutar las sanciones de demolición de las obras por ellos mismos impuestas, quedándose los correspondientes actos administrativos para ser objeto de archivo en los anaqueles de las Alcaldías, debido a que cuando deciden llevar a cabo la materialización de la medida, esto no es posible en atención a las diferentes acciones impetradas por los propios infractores, como lo son entre otras, la tutela y las acciones populares.

Luego la situación antes descrita que es de común ocurrencia, debería llenar de razones y concientizar a los Alcaldes de la importancia de ejercer de manera oportuna el control preventivo en orden a impedir los desarrollos constructivos ilegales, con la imposición de las medidas previstas en la Ley para el efecto.

Igualmente se observó con respecto a las multas impuestas, no obstante que éstas son escasas en su número, toda vez que la localidad de Usaquén tan sólo ha impuesto 8; Chapinero 5; Santa fe 11; San Cristóbal y Usme 0, que una vez son remitidos a la Unidad de Ejecuciones Fiscales de la Secretaría de Hacienda Distrital, los actos administrativos que constituyen los correspondientes títulos ejecutivos para su cobro coactivo, las Alcaldías Locales no ejercen ningún tipo de seguimiento en orden a verificar el recaudo o no de suma de dinero alguna por este concepto, así como la suerte que corrió el proceso ejecutivo.

La Administración Distrital es una sola, no obstante las Entidades a cuyo cargo se encuentran asignadas las competencias respecto de un determinado asunto, no interactúan de manera coordinada, olvidando que de conformidad con lo normado en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, la función administrativa  pública está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.

Las situaciones irregulares señaladas corroboran la no efectividad del poder sancionatorio a cargo de la Administración, en perjuicio del patrimonio natural de los ciudadanos y del crecimiento ordenado de la metrópoli. 

Prueba de lo anterior la constituye las numerosas construcciones llevadas a cabo en el Área de la Reserva, en relación con las cuales la Administración Distrital se ha limitado a conformarse con la ilegalidad, como resultado de la incapacidad para ejercitar las acciones policivas previstas en la Ley, en orden a imponer las sanciones e impedir que los infractores cada día sean más.

Así mismo, la flexibilidad en la aplicación de la norma, así como  las interpretaciones casuísticas de la misma, redundan en el crecimiento desordenado de la ciudad y en su consiguiente deterioro ambiental, tal como en la actualidad está ocurriendo con la aplicación dada por los Alcaldes Locales y el Consejo de Justicia de la Secretaría de Gobierno al artículo 38 del Código Contencioso Administrativo. Estatuto que señala como término de caducidad para imponer las sanciones correspondientes,  tres (3) años contados a partir del acto que pueda ocasionar las mismas.

En efecto, en la aplicación de la norma los citados Despachos están teniendo en cuenta tan sólo el tenor literal del vocablo imponer, de manera aislada y sin consultar la naturaleza jurídica de la figura a la cual hace alusión la norma, que no es otra que la caducidad. 

Institución singular diferente a la prescripción extintiva, que no pueden utilizarse indistintamente como si se tratase de la misma expresión. De manera expresa la norma en cita refiere a la "Caducidad respecto de las sanciones"(negrillas fuera de texto). Por consiguiente, debe entenderse que la naturaleza del lapso o término  en el caso concreto refiere a aquel que tiene la Administración como límite para su correspondiente demanda o acción.

Precisamente, observemos que el epígrafe de esta norma expresa "Caducidad", lo que significa que es un precepto positivo en el cual el legislador advierte que el plazo o término que allí concede es de esta institución.

Enfrente de este precepto debe tenerse presente que "cuando se presenta una demanda a conocimiento de un juez o funcionario competente (administrativo, etc.), y del propio contenido material de la demanda o petitum introductorio, o de sus anexos que la acompañan, puede sin mayores lucubraciones  o aún con base en éstas, concluir que se encuentra caducada la acción (por vencimiento del término útil que tenía el actor), el juez puede y debe rechazar de plano (in limine) in continenti, inmediatamente y sin más dilaciones, la demanda o petición introductoria del proceso (C.P.C., art. 85, num. 7, inc. 3º).

 Estatuto aplicable por remisión expresa del artículo 267 del C.C.A., textos a los cuales este Órgano de Control hace referencia, en orden a que sea revisado el criterio jurídico manejado a la fecha y de esta manera evitar se sigan produciendo decisiones de facto o de hecho, que imposibilitan la defensa legítima de los intereses del Distrito Capital.     

No obstante lo anterior, este Ente de Control sin proponerse sentar doctrina,  motivado tan sólo por inquietudes de orden académico, llama la atención para que se tenga en cuenta, en orden a la aplicación correcta del término procesal allí previsto, la naturaleza del fenómeno jurídico al que hace alusión la norma en cita, que es el de la caducidad, el cual refiere a la acción. De ahí que se afirme caducan las acciones, prescriben los derechos y perimen los procesos.

Sobre el tema, el maestro del procesalismo, Hernando Devis Echandía dijo:

"... En cuanto a la caducidad y prescripción, debe tenerse en cuenta que se distinguen los dos conceptos sobre la base de que la primera corresponde a la extinción del término para ejercitar las "acciones" para el trámite de procesos también especiales (como la posesoria que ahora se tramita en proceso abreviado, la de policía, la ejecutiva"
 ...

En igual forma, Jaime Azula Camacho enseña:

"(...) La caducidad de la acción se presenta cuando ella no se ejerce dentro del tiempo fijado por la ley (...)

" La caducidad es un fenómeno de índole netamente procesal, puesto que afecta exclusivamente la acción, entendida en su concepción abstracta, por cuanto impide que pueda ejercerse de manera eficaz, esto es, que produzca su natural consecuencia, como es la de generar el proceso (...)"

Luego si el término previsto en el citado artículo 38, hace referencia al fenómeno jurídico de la caducidad, resulta obligado reconocer que el lapso de los tres (3) años allí previstos es para que la Administración ejercite, esto es, inicie el trámite tendiente a establecer  una vez agotado el mismo, si hay o no lugar a la imposición de las sanciones previstas en la Ley, más no para decidir de fondo la correspondiente querella o actuación administrativa.

Los hechos anteriormente descritos fueron  puestos en conocimiento y de manera sucinta se hizo relación a las respuestas dadas por la Administración en el numeral anterior, por consiguiente, se tienen igualmente como respuestas para este hecho, dada la concordancia de los temas tratados en estos numerales.

3º. Hallazgo Administrativo de incidencia Penal relacionado con la Urbanización Ilegal en el Área de los Cerros Orientales de Bogotá

Con fundamento en la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, es objeto de reproche el daño ambiental causado al Distrito Capital entre otras causas por la urbanización que de manera ilegal viene ocurriendo en la Zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, perteneciente al Área de la Reserva Forestal Protectora.

En primer lugar, es oportuno señalar, que de conformidad con lo normado en el Artículo 206 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente, se denomina área de reserva forestal la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización  racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras protectoras.

A su vez el art. 204 del mismo Código señala que se entiende por Área Forestal Protectora, la zona que debe ser conservada permanentemente con bosques naturales o artificiales, para proteger estos mismos recursos u otros naturales renovables.

En efecto, los únicos casos en que es posible permitir construcciones en las áreas de reserva forestal protectora están regulados en los artículos 208 y 210:

Es así como el artículo 208 dispone:

“La construcción de obras de infraestructura, como vías, embalses, represas o edificaciones y la realización de actividades económicas dentro de las áreas de reserva forestal, requerirán de licencia previa.

La licencia solo se otorgará cuando se haya comprobado que la ejecución de las obras y el ejercicio de las actividades no atenta contra la conservación de los recursos naturales renovables del área.”

Igualmente el artículo 210 señala:

“Si en un área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquiera otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva.”…

Una vez conocida la fuente normativa del concepto de área de reserva forestal protectora, es procedente hacer referencia a aquellas disposiciones mediante las cuales se les dio a los Cerros Orientales la precitada categoría de protección especial, en aras de su conservación.

Al respecto, es oportuno señalar que el Decreto Ley 133 del 26 de Enero de 1976, estableció que el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables, INDERENA, como entidad vinculada al Ministerio de Agricultura, tendría a su cargo la protección del ambiente y la administración, conservación y manejo de los recursos naturales renovables en todo el territorio nacional. (Artículo 38)

Así mismo, mediante el Decreto No. 877 del 10 de Mayo de 1976, el Ministerio de Agricultura, señaló prioridades referentes a los diversos usos del recurso forestal, a su aprovechamiento y al otorgamiento de permisos y concesiones. Normativa que trata principalmente del recurso forestal, sin especificar el tratamiento para las Reservas Forestales Protectoras, ya que solamente señala cuáles se consideran como tal y en el art. 2º establece que en las Areas de Reserva Forestal solo podrá permitirse el aprovechamiento persistente de los bosques, por el cual ha de entenderse en los términos del art. 213 del Decreto Ley 2811 de 1974, el que se realiza “con la obligación de conservar el rendimiento normal del bosque con técnicas silvícolas que permitan la renovación del recurso”. Lo que da cuenta que el Decreto se refiere al manejo forestal en las reservas, mas no al uso en ellas.

En ejercicio de la competencia asignada, la Junta Directiva del INDERENA, mediante el Acuerdo No. 30 del 30 de Septiembre de 1976, declaró como Área de Reserva Forestal Protectora a la Zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, ubicada en la Jurisdicción del Distrito Especial de Bogotá.

De igual manera, la mencionada Junta Directiva, mediante el Acuerdo en cita, delegó en la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá y de los Valles de Ubaté y Chiquinquirá –CAR- las funciones que le competían al INDERENA en la administración y manejo de las áreas de reserva forestal a que se refiere dicho Acuerdo. Señalando de manera expresa que en ejercicio de las funciones delegadas, la CAR es la competente para imponer las sanciones allí señaladas y recaudar su monto.

Posteriormente el Ministerio de Agricultura, mediante la Resolución Número 76 del 30 de Marzo de 1977, aprobó el precitado Acuerdo y autorizó la delegación de funciones allí contenida a la CAR.

Lo anterior, como quiera que la Ley 3ª de 1961 que creó la CAR, le asignó entre otras funciones la de promover y encauzar el desarrollo económico de la región, comprendida bajo su jurisdicción, atendiendo la conservación, defensa, coordinación y administración de todos sus recursos naturales.

Así mismo, la Ley 62 de 1983 modificó la Ley 3ª de 1961 y estableció para la CAR  la función de “administrar y proteger los recursos naturales renovables para lo que se le otorgan funciones policivas”.

No obstante lo anterior, en desarrollo de la auditoría se evidenció que a lo largo de estos veintisiete (27) años lo predicado por las normas en materia de la cobertura vegetal destinada a la conservación de la biodiversidad, el agua y los suelos es letra muerta, toda vez que durante este lapso allí han tenido lugar sectores urbanos “legales”, así como otros procesos informales de ocupación y alteración sobre grandes extensiones de la misma y hoy tan sólo quedan unas pocas manchas de bosque, ya que más del 50% ha sido completamente destruido.

Los Cerros Orientales tan poco han escapado a la expansión urbana subnormal, teniendo lugar diferentes formas de urbanización ilegal, bien sea pirata, clandestina, tugurial, siendo ésta la forma predominante de construcción de extensos tramos del borde urbano, observándose que en la urbanización la ilegalidad no es exclusiva de ningún grupo socioeconómico, su gama cubre desde lo tugurial hasta la de extremo lujo.

El camino recorrido del deterioro del Área de la Reserva Forestal Protectora en estudio, ha sido producto, entre otras causas, del proceso de urbanización no planificado que ha tenido lugar, en vía de ejemplo, en los desarrollos que seguidamente se relacionan, ubicados en el borde oriental de los Cerros Orientales, lo cual constituye un hecho irregular de conformidad con lo normado en el Artículo 318 del Código Penal que a la letra reza:

“ El que adelante, desarrolle, promueva, patrocine, induzca, financie, facilite, tolere, colabore o permita la división, parcelación, urbanización de inmuebles, o su construcción, sin el lleno de los requisitos de ley incurrirá por esta sola conducta, en prisión de tres (3) a siete (7) años y multa de hasta cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. …” 
De acuerdo con la información que reposa en los expedientes que adelantan las Alcaldías Locales, la Subdirección de Control de Vivienda del Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA y con base en las normas citadas se encuentran incursos en la conducta penal descrita o en las que la Fiscalía General de la Nación determine los siguientes sujetos:

TABLA No. 5

URBANIZADORES PIRATAS

	EXPED. No.
	DESARROLLO
	DIRECCION DESARRO-LLO
	LOCALIDAD
	PRESUNTO RESPONSA-BLE
	CEDULA CIUDADA-NIA
	DOMICILIO Y/O RESIDEN-CIA
	TELEFONO

	1-485785
	
	C 33 S K 10e
	San Cristóbal
	Noe Orjuela
	
	K 12E 

No. 33 A -27S
	3671517

	1-2001-14914
	Balcones De Vista Hermosa
	Tv 25 

No.191-82
	Usaquén 
	Anfiloquio Corredor Camargo
	1.044.566
	TV 25 

No. 191-82
	5275794

	1.2001.

14914
	Balcones De Vista Hermosa
	Tv 25 

No. 191-82
	Usaquén
	Aura Mery Niño
	23.549.686
	TV 25 

No. 191-82
	

	1-27282A
	Barrio La Esperanza
	K 5 Vía La Calera
	Chapinero
	Albercio Velandia Y Otros
	19.307.071
	MZ 15

LOTE 23

La Esperan-

za 

Nororiental
	5202631

	2-2002-10771
	Esperanza

Nororiental
	K 5 Vía La Calera
	Chapinero
	Víctor Julio Albarracin Guerrero
	4.052.129
	C 139 BIS

No. 109-18
	

	2-203-09711
	Finca Las Lomitas
	K 5 Vía Al Guavio
	Usaquén
	Segundo Juan Maria Moreno Pérez
	
	K 5 Vía Al Guavio
	

	2-2003-09725 
	Finca Lomitas
	K 5 Vía Al Guavio
	Usaquén
	José Jesús Cuentas
	79.059.620
	C 74 A

No. 78-70
	

	MIDT-435


	La Esperanza
	K 10 
	USME
	Maria Clemencia Palacios
	51.723.185
	Sin Determinar
	

	1-247282
	La Esperanza 

Nororiental
	LOTE N’o. 6

MANZANA 5

LOT’E No. 2 

MANZANA 4
	Chapinero
	Rafael Cuellar Y Otros
	19.172.152
	C 139 BIS

No. 108-18
	

	1-247-282
	La Esperanza 

Nororiental
	Lote No. 6

Manzana 5

Lote No 2

Manzana 4
	Chapinero
	Víctor J. Albarracin G.
	
	C 139 bis

No. 108-18


	

	3-2002-118-76
	Laureles

Suroríental
	K 20 A Bis 

Este
	San Cristóbal
	Gustavo Barragán
	14.220.113
	Por Establecer
	

	MIDI-267-1
	Urbanización Cobicristo Ltda.
	Sector El Codito
	Usaquén
	Lucia Del Carmen Cuentas Garcés
	25.759.480
	EL CODITO
	6789315



	1-2001-10696
	Urbanización San Luis
	C 94 A 

No. 94-28 E
	Chapinero
	Arquimedes Cañón Hernández
	1.010.764
	TV 80 A

No. 42 A – 21 S
	4539540

	1-200-25113          
	Villas De La Capilla
	Finca Las Lomitas
	Usaquén
	Liuba Soraya 

Cuentas Garcés
	39.692.731
	Urbanización Villas De La Capilla
	

	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Subdirección Control de Vivienda DAMA

Con las conductas descritas se causa detrimento al Tesoro Distrital por el daño ambiental causado en los en el Área de los Cerros Orientales, dados los servicios ambientales dejados de prestar durante el tiempo en que ha tenido lugar la degradación de la misma.

Lo anterior como quiera que el área protegida examinada, además de representar un medio para el mantenimiento de los ecosistemas que soportan la vida humana, es un instrumento para desarrollar actividades relacionadas con la investigación básica y/o aplicada, educación ambiental, recreación pasiva, capacitación técnica y profesional en disciplinas relacionadas con el medio ambiente.

El presente hecho irregular fue puesto en conocimiento a las Alcaldías Locales con el fin de solicitarles su valiosa colaboración para que se sirvieran informar a esta Contraloría otros casos, que sean de su conocimiento, que afecten la conservación del Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, sin omitir los urbanizadores piratas de estratos socioeconómicos altos, sin que a la fecha de elaboración del presente informe se haya obtenido respuesta alguna.

4º. Hallazgo Administrativo de incidencia Fiscal relacionado con detrimento patrimonial causado al Tesoro Distrital, con ocasión de lo servicios ambientales dejados de prestar por el Área de la Reserva Forestal Protectora denominada Bosque Oriental de Bogotá

Con fundamento en la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, constituye hecho irregular, generador de Hallazgo Fiscal, el detrimento patrimonial  causado al Distrito Capital, por los servicios ambientales dejados de prestar durante la vigencia de la declaratoria del Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, con ocasión de la no conservación del bosque nativo allí existente y del daño ambiental ocurrido en la misma.

Al respecto, es oportuno señalar, que de conformidad con lo normado en el Artículo 206 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente, se denomina área de reserva forestal la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización  racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras protectoras.

A su vez el art. 204 del mismo Código señala que se entiende por Área Forestal Protectora, la zona que debe ser conservada permanentemente con bosques naturales o artificiales, para proteger estos mismos recursos u otros naturales renovables.

En efecto, los únicos casos en que es posible permitir construcciones en las áreas de reserva forestal protectora están regulados en los artículos 208 y 210:

Es así como el artículo 208 dispone:

“La construcción de obras de infraestructura, como vías, embalses, represas o edificaciones y la realización de actividades económicas dentro de las áreas de reserva forestal, requerirán de licencia previa.

La licencia solo se otorgará cuando se haya comprobado que la ejecución de las obras y el ejercicio de las actividades no atenta contra la conservación de los recursos naturales renovables del área.”

Igualmente el artículo 210 señala:

“Si en un área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquiera otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva.”…

Una vez conocida la fuente normativa del concepto de área de reserva forestal protectora, es procedente hacer referencia a aquellas disposiciones mediante las cuales se les dio a los Cerros Orientales la precitada categoría de protección especial, en aras de su conservación.

Sobre el particular, es oportuno señalar que el Decreto Ley 133 del 26 de Enero de 1976, estableció que el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables, INDERENA, como entidad vinculada al Ministerio de Agricultura, tendría a su cargo la protección del ambiente y la administración, conservación y manejo de los recursos naturales renovables en todo el territorio nacional. (Artículo 38).

Así mismo, mediante el Decreto No. 877 del 10 de Mayo de 1976, el Ministerio de Agricultura, señaló prioridades referentes a los diversos usos del recurso forestal, a su aprovechamiento y al otorgamiento de permisos y concesiones. Normativa que trata principalmente del recurso forestal, sin especificar el tratamiento para las Reservas Forestales Protectoras, ya que solamente señala cuáles se consideran como tal y en el art. 2º establece que en las Areas de Reserva Forestal solo podrá permitirse el aprovechamiento persistente de los bosques, por el cual ha de entenderse en los términos del art. 213 del Decreto Ley 2811 de 1974, el que se realiza “con la obligación de conservar el rendimiento normal del bosque con técnicas silvícolas que permitan la renovación del recurso”. Lo que da cuenta que el Decreto se refiere al manejo forestal en las reservas, mas no al uso en ellas.

En ejercicio de la competencia asignada, la Junta Directiva del INDERENA, mediante el Acuerdo No. 30 del 30 de Septiembre de 1976, declaró como Área de Reserva Forestal Protectora a la Zona denominada Bosque Oriental de Bogotá, ubicada en la Jurisdicción del Distrito Especial de Bogotá.

De igual manera, la mencionada Junta Directiva, mediante el Acuerdo en cita, delegó en la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá y de los Valles de Ubaté y Chiquinquirá –CAR- las funciones que le competían al INDERENA en la administración y manejo de las áreas de reserva forestal a que se refiere dicho Acuerdo. Señalando de manera expresa que en ejercicio de las funciones delegadas, la CAR es la competente para imponer las sanciones allí señaladas y recaudar su monto.

Posteriormente el Ministerio de Agricultura, mediante la Resolución Número 76 del 30 de Marzo de 1977, aprobó el precitado Acuerdo y autorizó la delegación de funciones allí contenida a la CAR.

Lo anterior, como quiera que la Ley 3ª de 1961 que creó la CAR, le asignó entre otras funciones la de promover y encauzar el desarrollo económico de la región, comprendida bajo su jurisdicción, atendiendo la conservación, defensa, coordinación y administración de todos sus recursos naturales.

Así mismo, la Ley 62 de 1983 modificó la Ley 3ª de 1961 y estableció para la CAR  la función de “administrar y proteger los recursos naturales renovables para lo que se le otorgan funciones policivas”.

No obstante lo anterior, en desarrollo de la auditoría se evidenció que a lo largo de 

estos 27 años de vigencia de la declaratoria del Área de la Reserva, se han producido alteraciones drásticas y crónicas en una extensión de 11.878,16
 Hectáreas de los Cerros Orientales, equivalente al 83,62% del área total de la reserva objeto de estudio.

En efecto, entre las principales alteraciones ocasionadas se encuentran: La Deforestación, el adelantamiento de prácticas agrícolas inadecuadas, la erosión superficial a causa de la deforestación, el pastoreo, las quemas, la explotación minera, la apertura de vías, las edificaciones llevadas a cabo de manera ilegal, así como sectores urbanos que la Administración ha "legalizado", como consecuencia de la ventaja que con el tiempo han logrado obtener los procesos de ocupación informal allí existentes. 

En razón al daño ambiental que se ha venido causando a la Zona de manera permanente y continua, se tiene que el área deteriorada de la Reserva Forestal Protectora denominada  “Bosque Oriental de Bogotá” ha perdido el potencial para desarrollar actividades relacionadas con la investigación básica y/o aplicada, educación ambiental, recreación pasiva, capacitación técnica y profesional en disciplinas relacionadas con el medio ambiente y aprovechamiento doméstico del bosque, por cuanto gran parte de la vegetación que existió en esta zona ha desaparecido.

Es así como el valor económico de los bienes, servicios, funciones y atributos que generaba el bosque nativo dentro de esta zona definida como de importancia ecológica y ambiental por la nación, calculado tan sólo para el periodo comprendido entre el año 2002 y el año  2004, asciende a  $57.371’512.800,oo
; valor resultante de la aplicación de la técnica de transferencia de beneficios, propuesta en la Guía Metodológica para la Valoración Económica de Bienes y Servicios Ambientales y Recursos Naturales, adoptada mediante Resolución N° 1478 de 2003, por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y que resulta ser un valor estimativo base de los beneficios dejados de recibir y que por ende, constituye el daño patrimonial generado al Tesoro Distrital, dada la lesión causada al patrimonio natural desde la declaratoria de la reserva y hasta la fecha en que fue registrada la magnitud del mismo a través de las aerofotografías tomadas por el IGAG (Marzo de 2002), que sirvieron de soporte al estudio adelantado por el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA, al cual se hace alusión seguidamente. 

Es oportuno aclarar que el citado valor fue establecido para el mencionado  periodo (año 2002 a 2004), como quiera que fue a partir del año 2002 cuando el Doctor Fernando Remolina Angarita con ocasión del Contrato No. 088de 2002 adelantó los correspondientes estudios para el DAMA  y se calculó el área deteriorada, siendo por tanto, este documento el que permite al Ente de Control determinar a su vez, el valor de los servicios ambientales que se dejan de prestar, dada la degradación de la Zona en la extensión señalada.

Es preocupante que durante estos veintisiete (27) años lo predicado por las normas en materia de la cobertura vegetal destinada a la conservación de la biodiversidad, el agua y los suelos es letra muerta, toda vez que o ocurrido con el Área de la Reserva en cita pone de manifiesto que no existe una política nacional que de cuenta del liderazgo que debe ejercer la máxima autoridad ambiental, en atención a que desde la declaratoria de la reserva, ha habido falta de capacidad operativa de las instituciones encargadas de su administración, vigilancia y control, toda vez que se han presentado ocupaciones ilegales de barrios subnormales, así como también urbanizaciones lujosas con la consecuente tala de bosques, se han localizado explotaciones de minería a cielo abierto como canteras, areneras, receberas y chircales que generan procesos de degradación de la zona y su entorno.

Lo anterior, como quiera que a la fecha el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, no ha procedido a dar cumplimiento a la inscripción del citado Acuerdo No. 30 de 1976 en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos correspondientes, omisión con base en la cual, los transgresores de la norma como los Curadores Urbanos, excusan su inobservancia con el argumento que sin el cumplimiento de este requisito de validez, la declaratoria o afectación como Reserva Forestal Protectora de los Cerros Orientales, no produce efecto alguno frente a terceros.

En este marco ha pasado todo lo que se quiera con la reserva, así como en relación con distintas áreas el mal ya está hecho y su manejo ha sido complejo, fragmentado y descoordinado, por lo que se diluyen las responsabilidades de las distintas competencias asignadas por la Constitución y la Ley.

Basta recordar que la misma Corporación Autónoma Regional CAR, como autoridad ambiental del área rural del Distrito Capital y sin tener competencia para ello, ordenó cuatro (4) grandes sustracciones. Así mismo, la Administración Distrital contraviniendo lo normado en el Artículo 210 del Código de los Recursos Naturales, autorizó el uso urbano en veintiún (21) predios ubicados en la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, calificada por el Plan de Ordenamiento Territorial POT como suelo rural de protección y como parte de la Estructura Ecológica Principal, cuyas áreas para la fecha de expedición de los correspondientes actos administrativos no habían sido sustraídas por parte de la autoridad competente.

De igual manera, el camino recorrido en el deterioro del ecosistema, como consecuencia entre otras causas del proceso de urbanización no planificado y el ineficiente control urbano, la Administración ante la impotencia para prevenir las situaciones de hecho, ha tenido que legalizar las mismas. Prueba de lo afirmado son los sesenta y un (61) barrios localizados en el área del Borde Oriental de la ciudad, legalizados o en trámite, extendidos en 415.22 Hectáreas.

Aunado a lo anterior, se tiene que a la fecha la CAR no ha elaborado el Plan de Manejo para esta área en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, ordenado en el Artículo 389 del POT, el cual constituirá, en últimas, el instrumento jurídico capaz de unificar la posición del Estado en relación con el régimen de uso y ocupación en los Cerros Orientales y de esta manera, no se continúe por el camino de la contradicción entre la norma ambiental y la urbanística que se dio con la expedición del Acuerdo 6 de 1990.

Lo ocurrido con el Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, confirma lo importante que resulta se defina, de una vez por todas, si hay interés en una verdadera política de Estado que haga realidad el cumplimiento de la función ecológica de la propiedad, evento en el cual se determine qué se debe proteger y conservar  y se señalen los usos del suelo permitidos, en orden a que los distintos actores cuenten con unas reglas claras sobre el ordenamiento y manejo del área.

Entre tanto, las distintas situaciones puestas en su conocimiento informan del detrimento causado al patrimonio público, en razón a la degradación que en la actualidad presenta el Área de la Reserva, en la extensión anteriormente señalada, y la consiguiente imposibilidad de prestar los servicios ambientales previstos con su declaratoria.

Daño que ha ocurrido, ocurre y continuará ocurriendo, hasta tanto no se adopten medidas efectivas que contrarresten los diversos actos (conductas) que de manera homogénea y sucesiva se prolongan produciendo un daño continuo al patrimonio natural de la ciudad, evento en el cual no puede afirmarse que ha ocurrido el último acto dañino, toda vez que se trata de un hecho o acto complejo, de carácter permanente o continuado respecto de cuya modalidad de ocurrencia refiere el Artículo 9º de la Ley 610 de 2000.

Cuantía del daño, que  como se dijo en su oportunidad constituye un estimativo base del mismo, determinado con fundamento en los mismos estudios adelantados por la Administración, con el fin de conocer el área deteriorada y sólo en relación con las vigencias señaladas. Si bien, en el caso en estudio el daño ya está hecho, no debe olvidarse que los Cerros en verdad protegen la vida y por ende, son patrimonio público, declarados como de interés ecológico nacional, a las voces del Artículo 61 de la Ley 99 de 1993.     

Hechos de los cuales debe conocer la Contraloría General de la República toda vez que dentro de los presuntos responsables se encuentran Entidades que no son sujetos de Control de este Ente Fiscalizador, tales como el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y la Corporación Autónoma Regional CAR y no obstante que en la investigación pueda resultar involucrada de igual manera la Administración Distrital, por los hechos generadores de la correspondiente responsabilidad, es procedente adelantar una sola actuación procesal, en la que se determine la misma en relación con cada uno de los sujetos que intervinieron  en la comisión de aquellos.

Lo anterior, máxime si se tiene en cuenta que la responsabilidad fiscal que eventualmente pueda ser derivada dentro del correspondiente proceso sea del régimen de solidaridad previsto en el Artículo 1568 del Código Civil.   

El  hecho irregular fue puesto en conocimiento de la Alcaldía Mayor y de las Alcaldías Locales, sin que a la fecha de elaboración de este informe se haya obtenido respuesta sobre el particular.

3.2.5  Curadurias Urbanas

En desarrollo de la Auditoría y con ocasión de la evaluación de la gestión de la Administración Distrital en relación con el manejo del Área en estudio, el Ente de Control logró conocer que seis (6) años después de la puesta en funcionamiento de las Curadurías Urbanas, se les reprocha por el desorden en el crecimiento y desarrollo de las ciudades.

Se cuestiona la autonomía del Curador Urbano, sus aprobaciones, el sistema de expensas y la transparencia de los concursos que adelantan los Alcaldes para su nombramiento.      

En desarrollo del proceso auditor se conoció que los ciudadanos reclaman un mayor control por parte de los organismos del Estado a las actuaciones de los Curadores Urbanos, toda vez que se considera que la gran cantidad de normas entraba el trámite urbano y la flexibilidad de las mismas, dan lugar a interpretaciones casuísticas, con lo cual se vulnera la equidad de los actos administrativos y es atentatoria de responsabilidad del Estado.

Se controvierte igualmente el sistema establecido por el gobierno central para las expensas, por constituir un sistema de liquidación en el que los ingresos del curador son directamente proporcionales a los metros cuadrados aprobados. Lo que significa que mientras más metros se aprueben en una edificación, mayores serán los honorarios del curador. Al respecto, el senador Caicedo Ferrer (El tiempo, 2 de Agosto de 2003) señaló: “La remuneración del curador entraña un estímulo perverso, porque premia la interpretación laxa de la norma urbanística, y termina haciéndole el juego a constructores que para maximizar las áreas de sus edificios, interpretan las normas a su mejor conveniencia, sin importar mucho la ciudad.”

No se previó un sistema de expensas con porcentajes descendentes, como tampoco alguno que privilegie la vivienda de interés social y si por el contrario el adoptado favorece la existencia de diferencias entre ciudades grandes y pequeñas.

Se consultó al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, si esa Entidad ha adelantado algún tipo de estudios tendientes a la revisión de las tarifas  del actual sistema de expensas a los Curadores Urbanos y corregir las posibles desviaciones existentes, quien a la fecha no ha dado respuesta alguna. 

Así mismo,  se reprocha la autonomía de los curadores en el ejercicio de sus funciones, así como la falta de una correcta coordinación entre las curadurías, las oficinas de planeación y control urbano, dado que ha generado conflictos de autoridad y extralimitación en el ejercicio de sus funciones. No se evidencian espacios de comunicación y concertación entre las autoridades distritales con los curadores. Lo anterior, en atención a que éstos hacen parte de una estructura superior que busca el desarrollo ordenado de la ciudad conforme a las normas urbanísticas y que por tanto exige una efectiva coordinación con las autoridades distritales para lograr el propósito buscado por la norma que le dio origen a la figura del curador urbano.

De otra parte, se ha evidenciado con gran preocupación que no hay claridad en el cumplimiento de los objetivos a cargo de cada una de estas dos entidades, siendo necesario que la ley y la jurisprudencia delimiten efectivamente los asuntos o materias a cargo de cada una de éstas, en orden a que no se diluyan las responsabilidades. Fisuras de la norma de las cuales se aprovechan los infractores de la misma, todo por falta de coordinación de los organismos del Estado para controlar las actuaciones de los curadores y no se conoce a la fecha decisión de fondo en proceso disciplinario o de responsabilidad civil o penal alguno, por no estar ajustado su comportamiento a la ley y a la norma urbana.

1º. Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria relacionado con la expedición de licencias de construcción y urbanismo, sin que la correspondiente área de la reserva hubiese sido previamente sustraída por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.  

Con fundamento en la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, constituye Hallazgo Administrativo de incidencia Disciplinaria, el otorgamiento de licencias de urbanismo y/o construcción otorgadas por los Curadores 2, 3, 4 y 5, respecto de predios que a pesar de haber sido incorporados al área urbana del Distrito por parte de la Alcaldía Mayor de Bogotá y el Departamento Administrativo de Planeación Distrital DAPD, sus correspondientes áreas a la fecha no han sido sustraídas por la autoridad ambiental competente del Área de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, declarada por el INDERENA mediante el Acuerdo 30 de 1976, , aprobado mediante la Resolución Ejecutiva 76 de 1977, expedida por el Ministerio de Agricultura.

Al respecto, el artículo 210 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, prevé:

"Si en un área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquiera otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva." (...) (Negrillas fuera de texto).
De igual manera, el Plan de Ordenamiento Territorial -POT-, adoptado mediante el Decreto 619 de 2000, señala de manera expresa:

"Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales (Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura) se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional - CAR- para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de este Plan."

Así mismo, es oportuno señalar que la Reserva Forestal Protectora de los Cerros Orientales hace parte del Sistema de Areas Protegidas del Distrito; en efecto, de acuerdo con el artículo 90 del POT el suelo de protección es una categoría de suelo constituido por las zonas y áreas de terrenos (...) que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenaza y riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos, tienen restringida la posibilidad de urbanizarse.
En efecto se evidenció que la Curaduría Urbana No. 2, expidió en relación con los cerros orientales entre otras las siguientes licencias de construcción:

TABLA No. 6

LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN CURADURÍA No. 2

	Licencia No.
	Fecha Expedición
	Nombre del predio
	Dirección

	LC98-2-0153
	6 de mayo de 1998
	Conjunto Residencial Bosques de Torca
	Carrera 7 No. 245-60 Lote 37

	LC2002-2-0091
	13 de marzo de 2002
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No. 245-60 Lote 11

	03-2-0148
	16 de julio de 2003
	Altos de la Nueva Granada
	Carrera 4 Este por Calle 68


De igual manera, la Curaduría Urbana No. 2, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras las siguientes Licencias de Urbanismo:

TABLA No. 7

LICENCIAS DE URBANISMO CURADURÍA No. 2

	Resolución No.
	Fecha  Expedición
	Nombre del Predio
	Dirección

	CU2-99078
	29 de abril de 1999
	Luis Alberto Vega
	

	CU2-0154
	19 de mayo de 1997
	Avenida Circunvalar
	


Por su parte, la Curaduría Urbana No. 3, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras las siguientes Licencias de Construcción:

TABLA No. 8

LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN CURADURIA No. 3

	Licencia No.
	Fecha Expedición
	Nombre del predio
	Dirección

	LC-97-3-0155
	25 de noviembre de 1997
	Cerros del Castillo
	Calle 57 No. 2-47 Este.


En igual forma, la Curaduría Urbana No. 3, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras las siguientes Licencias de Urbanismo:

TABLA No. 9

LICENCIAS DE URBANISMO CURADURIA No. 3

	Resolución No.
	Fecha  Expedición
	Nombre del Predio
	Dirección

	030003
	26 de marzo de 1997
	Cerros del Castillo 
	Calle 57 No. 2-47 Este


De igual manera, la Curaduría Urbana No. 4, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras, las siguientes Licencias de Construcción:

TABLA No. 10

LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN CURADURIA No. 4

	Licencia No.
	Fecha Expedición
	Nombre del predio
	Dirección

	LC 03-4-0272
	10 de marzo de 2003,
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 15

	00-4-0098
	8 de febrero de 2000
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 2

	01-4-1298
	31 de diciembre de 2001
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60  

	LC97-5-0484
	29 de agosto de 1997
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 22

	01-4-1106
	6 de diciembre de 2001
	Las Brisas
	Carrera 7 No. 1ª-44 Sur

	00-4-0645
	30 de junio de 2000
	San Jerónimo del Yuste
	Calle 13 A - Sur Cra.17Este

	LC04-4-0969
	23 de julio de 2004
	Cerro Verde
	Tr.2E No. 67-50

	01-4-0535
	20 de junio de 2001
	Brisas del Llano
	Cra. 6D Este No. 115-17 Sur

	LC03-4-0677
	20 de junio de 2003
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 13

	LC03-4-0626
	30 de mayo de 2003
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 35

	LC03-4-0698
	13 de junio de 2003
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 12

	LC03-4-0329
	21 de marzo de 2003
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 23

	LC98-3-0128
	6 de mayo de 1998
	Cerro Verde
	Tr. 2E No. 67-50 Int.1

	00-4-1042
	10 de noviembre de 2000
	Brisas del Llano 
	Carera 6C Este No. 115-16 Sur

	LC03-4-0549 
	15 de mayo de 2003
	Bosques de Torca
	Carrera 7 No.245-60 lote 3

	01-4-0861
	21 de septiembre de 2001
	San Jerónimo de Yuste
	Diag. 14 Sur No. 19-80 Este


De igual manera, la Curaduría Urbana No. 4, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras las siguientes licencias de Urbanismo:

TABLA No. 11

LICENCIA DE URBANISMO CURADURIA No. 4

	Resolución No.
	Fecha  Expedición
	Nombre del Predio
	Dirección

	S03-4-0726 Prórroga
	17 de diciembre de 2003
	Mabruk
	Calle 83 No. 2-50 Este


Así mismo, la Curaduría Urbana No. 5, expidió en relación con los Cerros Orientales entre otras, las siguientes Licencias de Urbanismo:

TABLA No.12

LICENCIAS DE URBANISMO CURADURIA No. 5

	Resolución No.
	Fecha  Expedición
	Nombre del Predio
	Dirección

	03-5-0123
	20 de agosto de 2003
	San Jerónimo de yuste
	Sector

	CU5-0359
	15 de noviembre de 2002
	Torres del Metropólitan
	Tr. 2 Este No. 77-76

	CU5-0355
	12 de noviembre de 2002
	Bosques de Karón
	Plancha No. J-13 y J-23

	CU5-0238
	21 de diciembre de 2001
	Mabruk
	Calle 83 No. 2-50 Este

	CU5-0003
	22 de enero de 1999
	San Jerónimo de Yuste
	

	CU5-0056 Modificación
	21 de febrero de 2000
	San Jerónimo de Yuste
	

	CU5-0238
	21 de diciembre de 2001
	MABRUK
	


No resulta coherente para este Ente de Control, la gestión llevada a cabo por las Curadurías Urbanas en relación con el otorgamiento de licencias de urbanismo y/o construcción para predios que hacen parte del Área de la Reserva Forestal Protectora denominada Bosque Oriental de Bogotá. Lo anterior, como quiera que el hecho que la Alcaldía Mayor de Bogotá y el DAPD, hubiesen incorporado  veintiún (21) predios al área urbana del Distrito Capital, sin que previamente se ordenara la sustracción del Área de la Reserva  por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, tampoco autoriza a las Curadurías  expedir las correspondientes licencias, dado que el precitado artículo 210, de manera perentoria exige el cumplimiento del señalado prerrequisito, para efectos de autorizar la remoción de bosques o un cambio en el uso de los suelos de la reserva forestal y no hay duda que a través de los correspondientes actos administrativos se están autorizando desarrollos en usos urbanos no contemplados en las normas que regulan el área de protección.
Sustenta lo afirmado el contenido mismo de las licencias, en el cual se aprueba bien el proyecto general urbanístico y la construcción, señalando para el efecto el término de vigencia, el cual corre a partir de la ejecutoria de los correspondientes actos administrativos. 

En el cumplimiento de la función pública para la verificación de la observancia de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el Distrito, a través de licencias de urbanismo o construcción los curadores no pueden otorgar licencia alguna en relación con predios respecto de los que bien conocen hacen parte del Área de la Reserva, limitándose a fijar un lapso o tiempo determinado de vigencia sin tener en cuenta que no se ha ordenado la sustracción y que por tanto, resulta ineludible a los curadores tener en cuenta que la competencia para decidir este asunto le corresponde a una Entidad diferente quien válidamente puede disentir del fin perseguido por los interesados.

Caso en el cual los trámites de incorporación y de licencias adelantados en las condiciones señaladas generan desgaste para la administración, en atención a los costos y tiempos que representan para la entidad como para los particulares, resultado que adquiere mayor significado, cuando con anterioridad se conoce la imposibilidad de asignarles a dichos predios un uso urbano y otorgarles licencia para el efecto, sin la verificación previa del cumplimiento de las condiciones previstas en la Ley.

Actuaciones de los curadores como aquella a la cual se está haciendo referencia, motivan el reproche que se les formula de ser igualmente causantes del desorden en el crecimiento y desarrollo ilegal de la ciudad. 

Lo así afirmado, como quiera que los beneficiarios de las licencias otorgadas no les preocupa para nada la aprobación de la sustracción de los predios del Área de la Reserva Forestal Protectora en estudio, gracias igualmente a la actuación de los curadores que propiciaron la inobservancia de la normatividad en materia de planeación urbana y ambiental, al no prever en la expedición de los correspondientes actos administrativos las condiciones de utilización de las licencias lo relacionado con el cumplimiento del prerrequisito echado de menos. Sustenta lo afirmado las construcciones hoy existentes en los predios objeto de las licencias anteriormente relacionadas; predios en relación con los cuales a la fecha el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial no ha expedido ninguna sustracción, tal como lo dio a conocer en oficio radicado con el No. 1200-E283514  del 8 de noviembre de 2004.           

De ahí que el camino recorrido en el deterioro del ecosistema, producto entre otras causas del proceso de urbanización no planificado, la indisciplina generalizada, así como la ineficiente gestión de los curadores,  ha contribuido sin lugar a dudas a la degradación de la cobertura vegetal destinada a la conservación de la biodiversidad, el sistema orográfico y los suelos, presente en los Cerros Orientales.  

3.3 CONTROL FISCAL DE ADVERTENCIA POR RIESGO DE GENERARSE  MAYOR DETRIMENTO AL TESORO DISTRITAL, POR EL DAÑO CAUSADO AL PATRIMONIO AMBIENTAL  EN EL ÁREA DE LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTÁ.

El siguiente es el texto del Control de Advertencia formulado al señor Alcalde Mayor de Bogotá con fecha 18 de Noviembre de 2004, al cual se hace relación en el presente informe, como quiera que a través del mismo se puso en conocimiento de la Administración Distrital la degradación que hoy presenta el Área de la Reserva Forestal Protectora, en orden a que adopte medidas efectivas tendientes a prevenir mayores riesgos que comprometan el patrimonio público de la ciudad.       

En desarrollo de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la gestión adelantada por la Administración Distrital en el manejo de los Cerros Orientales de Bogotá, la Dirección Sector Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá evidenció que, no obstante ser de público conocimiento  el Acuerdo 30 de 1976 mediante el cual el INDERENA  declara  el Bosque Oriental de la ciudad Área de Reserva Forestal Protectora y delega su administración en la CAR, aprobado por Resolución 76 de 1977, expedida por el Ministerio de Agricultura, durante 28 años han tenido lugar desarrollos urbanos “legales”, informales de ocupación y alteración de grandes extensiones de la reserva, al grado  que hoy quedan unas pocas manchas de bosque nativo que no superan el 50% de su estado original. 

Los Cerros Orientales son el origen del recurso hídrico superficial y subterráneo más importante de la  ciudad,  el pulmón que mayor Dióxido de Carbono (C02) procesa, el  recurso biótico y fáunico más  amplio y  diverso del Distrito Capital, amén del privilegio paisajístico que representa para los colombianos. No obstante, hoy es un territorio deforestado, de propiedad privada y en camino de extinción como Reserva Forestal. 

Con la expedición del Plan de Ordenamiento Territorial  de Bogotá  -Decreto 619 de Julio de 2000-  se insiste en que “Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional CAR para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital,…”. Sin embargo,  a la fecha las autoridades que aquí se citan no han adoptado formalmente un instrumento jurídico en el cual se establezca lo relacionado con el régimen de uso y ocupación en los Cerros Orientales, ni la Administración de la Ciudad ha insistido ante ellas el cumplimiento de las disposiciones normativas, para proteger el Patrimonio Natural de los ciudadanos. 

Por el contrario, la Corporación Autónoma Regional –CAR-, a quien la Ley 99 de 1993,  otorga la administración de las Reservas Forestales Nacionales en el área de su jurisdicción, ha ordenado cuatro (4) grandes sustracciones, satisfaciendo los intereses particulares de sociedades, como la Reforestadora Puente Chicó Ltda. Además, dicha Corporación no impuso de manera oportuna a los infractores de las normas ambientales, los tipos de sanciones y medidas preventivas previstas en la Ley.  

De igual manera, se evidenció que entre el año 1982 y 2000, la Alcaldía de Bogotá y el Departamento Administrativo de Planeación Distrital DAPD, contraviniendo lo normado en el artículo 210 del Código Nacional de Recursos Naturales, han autorizado el uso urbano en veintiún (21) predios ubicados en la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá. 

De otra parte, veintiocho (28) años después de haber sido expedido el Acuerdo 30 de 1976, no ha tenido lugar la inscripción del mismo en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, inobservancia en relación con la cual el Consejo de Estado, el 31 de Julio de 2003, determinó que el citado Acuerdo no es oponible a terceros
, razón por la que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca ordenó al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, observar dicho trámite, sin que a la fecha así haya ocurrido.

Los Cerros Orientales no han escapado a la expansión urbana subnormal, teniendo lugar diferentes formas de urbanización ilegal, bien sea pirata, clandestina, tugurial, siendo esta última la forma predominante de construcción de extensos tramos del borde urbano.  También se observa que en la urbanización, la ilegalidad no es exclusiva de ningún grupo socioeconómico; su gama cubre desde lo tugurial, hasta la de extremo lujo. 

El deterioro del ecosistema en los cerros orientales, producto entre otras causas del proceso de urbanización no planificado, la indisciplina generalizada y el ineficiente control urbano, se convierten en el círculo vicioso responsable del crecimiento desordenado de la ciudad y dan cuenta que la Administración históricamente ante la negligencia para anticiparse a las situaciones de hecho, de manera recurrente ha tenido que proceder a “legalizar” las mismas. Sustenta lo así afirmado los sesenta y un (61) barrios localizados en el área del Borde Oriental de la ciudad, legalizados o en trámite de legalización, extendidos en 415.22 Hectáreas y con una población estimada de 90.973 personas.

Ocurre igualmente, que la competencia asignada por el Estatuto Orgánico de Bogotá y la Ley 810 de 2003 a las autoridades locales, ha resultado ser letra muerta.  En la actualidad la estructura administrativa de las localidades es débil en recursos financieros, administrativos y logísticos, no cuentan con personal suficiente e idóneo, sistemas de información cartográfica y licencias actualizadas, como tampoco existe la debida articulación entre las dependencias a quienes les corresponde la disciplina urbana.

Bien se evidenció que, por el sendero de buscarle el quiebre a la norma a favor de quienes gestionan el uso del suelo en el Área de la Reserva, se ordenaron  sustracciones, incorporaciones  y legalización de barrios enteros.  Las autoridades que ejercen el control urbano poco o nada conocieron cuando empezaron los desarrollos, sino cuando éstos terminaron y sólo para reclamar su legalización, como premio a la desidia en la aplicación de la Ley.     

En virtud de lo expuesto, este Órgano de Control encuentra pertinente advertir a la Administración a su cargo para que adopte las medidas previstas en la Ley, en relación con el crecimiento ilegal de la ciudad, con el fin de impedir que se genere un mayor detrimento al Tesoro Distrital por el daño ambiental causado en el Área de los Cerros Orientales de Bogotá, el cual asciende a la suma de $102.954.521.250,00
, valor correspondiente a los servicios ambientales dejados de prestar durante los últimos cuatro (4) años, por la no conservación del bosque nativo allí existente.

Lo anterior, como quiera que el área protegida examinada, además de representar un medio para el mantenimiento de los ecosistemas que soportan la vida humana, es un instrumento para desarrollar actividades relacionadas con la investigación básica y/o aplicada, educación ambiental, recreación pasiva, capacitación técnica y profesional en disciplinas relacionadas con el medio ambiente.  

Con base en las consideraciones expuestas y con fundamento en el artículo 5º, numeral 8º del Acuerdo 24 de 2001, este Despacho formula el presente Control de Advertencia, con el fin de prevenir se continúe con la ocurrencia de riesgos que comprometan el patrimonio público del Distrito Capital.

Cabe señalar que este Control de Advertencia procede sin perjuicio de las demás acciones que puedan derivarse del ejercicio de las funciones asignadas a este Ente de Control por la Constitución y la Ley.

Con fundamento en las razones anteriormente expuestas, este Órgano de Control le solicita de manera respetuosa se sirva informar a este Despacho, en el término de diez (10) días hábiles siguientes al recibo del presente oficio sobre las acciones que de manera inmediata adelantará la Administración a su cargo y ante otras autoridades, frente a las deficiencias detectadas, en orden a impedir la ocurrencia de los riesgos mencionados.

4  ANEXOS

Partiendo del hecho que todos los hallazgos son de carácter administrativos, se determinaron treinta y cuatro (34) hallazgos, de los cuales, uno (1) tiene alcance fiscal, diez y nueve (19) Disciplinarios, y catorce (14) penales; estos serán reportados a la Dependencia correspondiente  (Fiscalía y/o Personería de Bogotá D.C.)

4.1 CUADRO DE HALLAZGOS

ANEXO N° 1

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	FISCALES


	1
	$57.371’512.800,oo
	3.2.4

	DISCIPLINARIOS


	19
	
	3.2.1

3.2.2

3.2.3

3.2.4

3.2.5

	PENALES


	14
	
	3.2.4

	TOTAL HALLAZGOS
	34
	$57.371’512.800,oo
	




































































� Las zonas de preservación del sistema Orográfico, se dividen en áreas suburbanas y áreas rurales. Las áreas suburbanas incluyen, en el área de interés, la franja de Cerros Orientales entre las cotas 2700 y 2800 msnm y el corredor vial a la Calera, consistente en una franja de 500 metros de ancho a lo largo de la vía. El artículo 185 especifica que el desarrollo de las áreas suburbanas será agrícola, mientras no sean incorporadas como áreas urbanas.





� Luis Alfonso Acevedo Prada, Caducidad, Prescripción, Perención, Preclusión y Términos, Ed. Jurídicas Radar, 2004.


� DEVIS ECHANDIA, HERNANDO, Compendio de derecho procesal civil, t. III, 2ª ed. Bogotá, D.C., Edit. ABC, 1996-97-98 


� AZULA CAMACHO, JAIME, Manual de derecho procesal, "Teoría general del proceso", t. I, Bogotá, D.C., Edit. Temis, 2000, pág 122


� Tomado del Informe Final del Estudio realizado por Fernando Remolina Angarita para el DAMA mediante contrato N° 088/02


� Estudio "Valoración Económica de los servicios ambientales dejados de prestar por deterioro del Área de Reserva Forestal Protectora “Cerros Orientales” de Bogotá D.C." realizado por la Dirección de Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá. 2004.


� El artículo 44 del Decreto 1250 de 1970 señala: “Por regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquel.” 


� Informe Técnico elaborado por la Dirección de Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá.
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